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El 14 de junio de 2019, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicó un criterio jurisprudencial 
en contradicción de tesis, el cual a mi parecer resulta de especial atención por parte de todos los contribuyentes, dado 
que con él, se abre una puerta extensa a la autoridad para llevar a cabo el rechazo de deducciones durante el ejercicio 
de las facultades de comprobación, en términos de lo dispuesto por el artículo 42 del Código Fiscal de la Federación, sin 
necesidad de sustanciar el procedimiento contenido en el diverso 69-B del ordenamiento legal antes citado.

El criterio en mención, a la letra dice: 

Época: Décima Época. Registro: 2020068. Instancia: Segunda Sala. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Publicación: viernes 14 de junio de 2019 10:20 h. Materia(s): 
(Administrativa). Tesis: 2a./J. 78/2019 (10a.) 

FACULTADES DE COMPROBACIÓN. AL EJERCERLAS LA AUTORIDAD FISCAL PUEDE CORROBORAR 
LA AUTENTICIDAD DE LAS ACTIVIDADES O ACTOS REALIZADOS POR EL CONTRIBUYENTE, A 
FIN DE DETERMINAR LA PROCEDENCIA DE SUS PRETENSIONES, SIN NECESIDAD DE LLEVAR A 
CABO PREVIAMENTE EL PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE 
OPERACIONES PREVISTO EN EL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. El 
procedimiento citado tiene como objetivo acabar con el tráfico de comprobantes fiscales y evitar el daño 
generado a las finanzas públicas y a quienes cumplen con su obligación de contribuir al gasto público, lo cual 
pone de relieve que mediante este procedimiento no se busca como ultima ratio eliminar los efectos 
producidos por los comprobantes fiscales, sino detectar quiénes emiten documentos que soportan 
actividades o actos inexistentes. En cambio, para corroborar si los comprobantes fiscales cumplen 
con los requisitos legales o que fueron idóneos para respaldar las pretensiones del contribuyente a 
quien le fueron emitidos, la autoridad fiscal cuenta con las facultades de comprobación contenidas 
en el artículo 42 del Código Fiscal de la Federación. Por tanto, se trata de procedimientos distintos y no es 
necesario que la autoridad fiscal haya llevado a cabo el procedimiento previsto en el artículo 69-B para, con 
motivo del ejercicio de sus facultades de comprobación, determinar la improcedencia de las pretensiones del 
contribuyente basándose en el hecho de ser inexistentes los actos o actividades registrados en su contabilidad 
y respaldados en los comprobantes fiscales exhibidos. Además, es evidente que la atribución consignada 
en el artículo 69-B no excluye las facultades contempladas en el artículo 42 destinadas a comprobar el 
cumplimiento de las obligaciones fiscales a cargo de los causantes, dentro de las cuales se encuentra 
inmersa la de verificar la materialidad de las operaciones económicas gravadas. De tal manera que si el 
contribuyente sujeto a las facultades de comprobación no acredita la real materialización de las actividades 
u operaciones registradas en su contabilidad y comprobantes fiscales, la autoridad fiscal válidamente podrá 
declarar su inexistencia, y determinar que esos documentos carecen de valor probatorio y, por ello, no podrá 
tomarlos en cuenta para efectos de la procedencia de la pretensión del contribuyente.

SEGUNDA SALA

Contradicción de tesis 405/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo del Trigésimo 
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Circuito, y Primero y Tercero, ambos en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito. 24 
de abril de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Disidente: Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver la revisión fiscal 3/2017, 
y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo 
Primer Circuito, al resolver la revisión fiscal 6/2018.

Tesis de jurisprudencia 78/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada 
del ocho de mayo de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos 
previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Ahora bien, como se puede advertir, del texto mismo de la jurisprudencia en comento, la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, consideró como última ratio del procedimiento establecido en el artículo 69-B del Código 
Fiscal de la Federación, detectar quiénes emiten documentos que soportan actividades o actos inexistentes, pasando por 
alto que además de dicho fin, como consecuencia de su sustanciación, está el considerar, con efectos generales, que 
las operaciones contenidas en los comprobantes fiscales emitidos por el contribuyente listado de manera definitiva, no 
producen, ni produjeron efecto fiscal alguno, salvo prueba en contrario. Por otra parte, la Segunda Sala hace una distinción 
de este procedimiento frente a los diversos establecidos en el artículo 42 del ordenamiento legal citado, en donde a su juicio, 
dentro de las atribuciones de la autoridad al ejercer sus facultades de comprobación, puede determinar la improcedencia de 
deducciones, basándose en el hecho de ser inexistentes los actos o actividades registrados en contabilidad, sin necesidad 
de sustanciar el primer procedimiento citado.  

La parte delicada de esta tesis, es que para determinar la inexistencia de las operaciones, impone la carga de la prueba 
al particular, en donde lo obliga a demostrar la real materialización de las actividades u operaciones registradas en su 
contabilidad.

¿Por qué digo que es delicado? Si hacemos un análisis de las ejecutorias cuya contradicción de criterios fue observada por la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, podemos advertir cuáles fueron los elementos que la autoridad 
tomó en consideración para cuestionar la materialidad de las operaciones, entre los que coincidentemente se encuentran 
que algunos de los terceros compulsados (esto es, proveedores) no fueron localizados en sus domicilios, así como que 
no presentaron declaraciones de “retención de impuesto sobre la renta por sueldos, asimilados a salarios y honorarios”. 
Asimismo, que en los dos casos, aún y cuando comparecieron algunos proveedores, la documentación presentada por 
ellos no resultaba suficiente, en apreciación de la autoridad, para demostrar la materialidad de las operaciones.

Lo antes expresado lo considero grave, pues, con esta jurisprudencia, el derecho de los contribuyentes queda sujeto al 
cumplimiento de obligaciones formales que no le son imputables, como acertadamente lo consideró el Primer Tribunal 
Colegiado en materias Administrativa y del Trabajo del Décimo Primer Circuito en el toca de revisión fiscal 6/2018, que es 
uno de los antecedentes de la jurisprudencia en análisis. Asimismo, como expresamente lo señala en su sentencia: “no 
puede perderse de vista que un principio general que aplica en materia tributaria es la presunción de que los contribuyentes 
actúan de buena fe (previsto en el artículo 21 de la Ley Federal de los Derechos de los Contribuyentes)”. Adicional a que 
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a través del procedimiento previsto en el artículo 69–B, el legislador proveé a la autoridad de un procedimiento ad hoc, 
para detectar e imponer consecuencias legales a aquellos contribuyentes que pudieran estar simulando la realización de 
operaciones, el cual si bien no limita sus facultades, lo cierto es que el respeto al derecho humano al debido proceso y a 
la seguridad jurídica exigen que cada determinación que haga la autoridad, que concluya con una afectación a la esfera 
jurídica del gobernado, sólo puede ser resultado de la aplicación del procedimiento que la Ley prevé ex profeso para poder 
llegar a la determinación de que se trate. 

Incluso, dentro del razonamiento que elabora el Tribunal Colegiado en el recurso de revisión fiscal antes citado, señala: 
“lo que la autoridad propone es que el fin justifica los medios, cualquiera que estos sean, cuando el fin sólo puede ser 
consecuencia de la implementación a los medios debidos y bien desarrollados”. 

Por último, es necesario resaltar que en los antecedentes que dieron origen a la sentencia dictada en el recurso de revisión 
fiscal 6/2018, cuyo criterio fue desestimado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la autoridad 
no sólo cuestionó la materialidad de las compras, sino que también la de las ventas, lo que ocasionó que se estimaran 
como ingresos y valor de actos o actividades presuntos, en términos de lo dispuesto por el artículo 59, fracción III, del 
Código Fiscal de la Federación, los depósitos en la cuenta bancaria del contribuyente.

En ese orden de ideas considero que esta tesis, al imponer la carga de la prueba al particular, no sólo facilita el rechazo de 
las deducciones, si no que además, da la oportunidad a que la autoridad requiera lo que se le apetezca, con plena libertad 
de valorar subjetivamente el caudal probatorio presentado por el contribuyente. 

Por otra parte, de manera ilustrativa, es importante señalar que en el juicio 1/17-ERF-01-1, la Sala Especializada en 
Materia del Juicio de Resolución Exclusiva de Fondo, Auxiliar Metropolitana y Auxiliar en Materia de Pensiones Civiles, al 
dictar la sentencia de 02 de marzo de 2018, meridianamente señaló que uno de los parámetros objetivos (más no el único) 
para demostrar la materialidad de las operaciones es el correspondiente a la sustancia económica de la transacción, 
entendida ésta como aquella que es demandada o cuando menos incentivada por la realidad comercial del negocio de 
que se trate, o bien, por la realidad normativa o regulatoria y que puede apreciarse en aquellos casos en los que se altere 
significativamente la posición económica del contribuyente, o en la que exista la posibilidad real y razonable de obtener una 
ganancia o sufrir una pérdida en circunstancias ajenas al control del contribuyente. 

En esa tesitura, como lo sugiere la Sala Especializada antes mencionada, para probar la existencia de la substancia 
económica podríamos aportar pruebas con las que se acredite: el proceso de decisión que llevó a la adquisición del bien 
o la contratación del servicio; la existencia formalmente de un acuerdo entre las partes; los derechos y obligaciones que 
derivan de dicho acuerdo; así como los propósitos que se buscaban al contratar, y las consecuencias y efectos que tuvieron 
las transacciones respectivas. Lo cual, también se podría fortalecer con opiniones de expertos (peritajes), con los cuales se 
demuestre los extremos soportados en las pruebas documentales y/o los aspectos financieros o contables de la operación 
de que se trate, o bien, la rentabilidad del gasto o la inversión, la tasa de retorno, el impacto de las contraprestaciones, así 
como la eventual existencia de anomalías en la transacción etc.

En conclusión, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación introduce un nuevo requisito para las 
deducciones, al revertir la carga de la prueba al particular, obligándolo a tener que demostrar la materialidad de las 
operaciones durante el ejercicio de las facultades de comprobación, sin necesidad de haber sustanciado el procedimiento 
establecido en el artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación.
 
El contribuyente al que le rechacen deducciones y le presuman ingresos por no demostrar la materialidad durante el 
ejercicio de facultades de comprobación, sin llevar a cabo el procedimiento previsto en el artículo 69-B del Código Fiscal de 
la Federación, en todos los casos pagará multa, es decir, no existe autocorrección sin ella. A diferencia de las Empresas que 
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Deducen Operaciones Simuladas (EDOS), cuyo procedimiento del artículo 69-B del ordenamiento citado sí fue realizado, ya 
que, pueden autocorregirse cuando la Empresa Facturadora de Operaciones Simuladas (EFOS) esté en la lista definitiva.

En mi opinión es muy peligroso que el Poder Judicial, saque de la ecuación a los EFOS, pareciera que la intención no es 
detectar quién vende facturas, sino cobrársela a quien las utilizó (en el caso de que sea real la inexistencia) y dicho sea 
de paso, provocar que ante falta de elementos probatorios, que discrecionalmente se requieran por parte de la autoridad, 
sean declaradas inexistentes operaciones que bien pudieron ser reales.

Finalmente, sin duda esta jurisprudencia pone en riesgo a todos los contribuyentes, toda vez que México es más un país 
de pequeñas empresas, por lo que partiendo de esa base, sería bueno preguntarnos ¿Cuántas de éstas tienen el soporte 
para demostrar la materialidad de cada una de sus operaciones hoy en día?



Comisión de Apoyo al Ejercicio Independiente 2.0

Autor:
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La legalidad del segundo requerimiento realizado por la autoridad fiscal, relativos a la solicitud de información al contribuyente 
para realizar a favor de este la devolución de saldos a favor o cantidades pagadas indebidamente por el contribuyente, 
derivado de los supuestos contemplados en el artículo 22 del Código Fiscal de la Federación.

En la actualidad, la autoridad fiscal ha realizado diversos requerimientos fundados en el sexto párrafo del artículo 22 
del Código Fiscal de la Federación, tendientes a negar o dilatar la devolución de saldos a favor o pago de lo indebido, a 
través de un segundo requerimiento de información, contemplado en el párrafo sexto del artículo 22 del Código Fiscal de 
la Federación; requiriendo información que no se relaciona con los documentos solicitados en el primer requerimiento, y/o 
documentación que ya obra en poder de la autoridad.

Es por ello, que en el presente artículo analizaremos el supuesto legal en el que la autoridad fiscal sí puede requerir por 
segunda vez, información al solicitante de devolución.

Para esto, es menester precisar que en el mencionado artículo 22 del Código Fiscal de la Federación, se establece 
qué personas y en qué supuestos tienen el derecho de solicitar la devolución de saldos a favor o pagos de lo indebido, 
sujetando a la autoridad a dar cumplimiento en los plazos previstos en dicho artículo, en el cual se señala que el plazo para 
realizar dicha devolución será de 40 días hábiles. 

No obstante, si al verificar la procedencia de la devolución, la autoridad fiscal considera que necesita elementos para confirmar 
la devolución, podrá requerir por primera vez al contribuyente, a efecto que proporcione elementos RELACIONADOS CON 
DICHA DEVOLUCIÓN, notificando al contribuyente en un plazo que no exceda de los 20 días siguientes a la fecha en que 
se presentó la solicitud de devolución, que cuenta con 20 días para cumplir con dicho requerimiento, sin embargo, si la 
autoridad considera que necesita más elementos, tiene una segunda oportunidad para solicitar más información, teniendo 
ahora un plazo de 10 días hábiles para hacerlo; el mismo plazo tendrá el contribuyente para presentar la información 
requerida en el segundo requerimiento.

Por lo que no solo se puede dilatar la devolución hasta 60 días posteriores a su solicitud, sino que además existe el peligro 
latente de que la autoridad actué de mala fe requiriendo información con la intención de no verse afectadas las arcas del 
estado.

Así también, dicho precepto apercibe al contribuyente que en caso de no cumplimentar cualquiera de los dos requerimientos, 
entonces se le tendrá por desistido de la solicitud de devolución intentada, lo cual se expresa de la siguiente manera:

Artículo 22.- Las autoridades fiscales devolverán las cantidades pagadas indebidamente y las que 
procedan conforme a las leyes fiscales. 
(…)
Cuando se solicite la devolución, ésta deberá efectuarse dentro del plazo de cuarenta días siguientes 
a la fecha en que se presentó la solicitud ante la autoridad fiscal competente (…). Las autoridades 
fiscales, para verificar la procedencia de la devolución, podrán requerir al contribuyente, en un plazo 
no mayor de veinte días posteriores a la presentación de la solicitud de devolución, los datos, informes 
o documentos adicionales que considere necesarios y que estén relacionados con la misma. Para 
tal efecto, las autoridades fiscales requerirán al promovente a fin de que en un plazo máximo de veinte 
días cumpla con lo solicitado, apercibido que de no hacerlo dentro de dicho plazo, se le tendrá por 
desistido de la solicitud de devolución correspondiente. Las autoridades fiscales sólo podrán efectuar 
un nuevo requerimiento, dentro de los diez días siguientes a la fecha en la que se haya cumplido el 
primer requerimiento, cuando se refiera a datos, informes o documentos que hayan sido aportados 
por el contribuyente al atender dicho requerimiento. Para el cumplimiento del segundo requerimiento, el 
contribuyente contará con un plazo de diez días, contado a partir del día siguiente al que surta efectos la 
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notificación de dicho requerimiento, y le será aplicable el apercibimiento a que se refiere este párrafo. 
(…)

Así pues, nos avocaremos al supuesto en que la autoridad pretende realizar un segundo requerimiento, en el cual, y 
de conformidad con lo ya comentado SOLO SE PODRÁ REQUERIR INFORMACIÓN ESTRECHAMENTE LIGADAS Y 
RELACIONADA CON LA DOCUMENTACIÓN APORTADA POR EL CONTRIBUYENTE EN EL PRIMER REQUERIMIENTO, 
esto se señala así:

(…) sólo podrán efectuar un nuevo requerimiento, dentro de los diez días siguientes a la fecha en la que se haya cumplido 
el primer requerimiento, Cuando se refiera a datos, informes o documentos que hayan sido aportados por el 
contribuyente al atender dicho requerimiento. (…)

Por lo tanto, es claro que solo se puede realizar un segundo requerimiento al solicitante de devolución, bajo la condición de 
que dicha información sea estrictamente indispensable y relacionada con la información aportada en el primer requerimiento, 
a pesar de ello, la autoridad fiscal con la intención de dilatar la devolución constantemente requiere en una segunda 
ocasión, información NO RELACIONADA con los datos solicitados en un primer requerimiento, sino que intenta requerir 
por segunda vez en algunos casos esperando el incumplimiento del solicitante y poder negarle la devolución a través de 
un oficio que declare el desistimiento por incumplir con el segundo requerimiento. 

En tanto, la función del segundo requerimiento es para complementar la información solicitada por primera vez, y NO 
COMO MECANISMO PARA SOLICITAR CUALQUIER INFORMACIÓN DE MANERA DISCRECIONAL, ya que como se 
reitera, el primer requerimiento sirve para probar la procedencia de devolución, tal y como se aprecia en la siguiente tesis:

SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN. LA FACULTAD DE LA AUTORIDAD PARA REQUERIR AL CONTRIBUYENTE 
QUE EXHIBA DOCUMENTOS O APORTE INFORMACIÓN ADICIONAL A LA ORIGINALMENTE 
PRESENTADA, DEBE EJERCERSE BAJO UN CRITERIO DE NECESIDAD Y UN ESTÁNDAR DE 
RACIONALIDAD.

De conformidad con el artículo 22 del Código Fiscal de la Federación, las autoridades están obligadas a devolver 
las cantidades pagadas indebidamente y las que procedan de conformidad con las leyes tributarias, para lo cual 
están facultadas, a efecto de verificar la existencia de los saldos, para requerir al contribuyente, en un plazo 
no mayor de veinte días posteriores a la solicitud de devolución, los datos, informes o documentos adicionales 
que consideren necesarios y que estén relacionados con la materia de la petición, bajo apercibimiento que, 
de no subsanar la prevención en el término indicado, se tendrá por desistido al interesado. Asimismo, dispone 
que la autoridad puede efectuar un nuevo requerimiento, con las mismas consecuencias, dentro de 
los diez días siguientes al desahogo del primero, cuando se refiera a datos, informes o documentos 
que hayan sido aportados por el contribuyente al atender dicho requerimiento. La circunstancia de 
que el legislador haya autorizado a la autoridad actuante para realizar hasta dos requerimientos tiene una 
doble finalidad, por un lado, garantizar la efectividad del derecho que asiste a los contribuyentes para obtener 
una devolución fiscal y, por otro, dotar de una herramienta a la autoridad para que, ante alguna duda en 
cuanto al origen del saldo cuya devolución se pretende, obtenga del interesado la información pertinente 
para disiparla. Es decir, el hecho de que la autoridad pueda emitir requerimientos en casos en los que 
necesite mayores elementos para resolver acerca de la procedencia de la devolución o para establecer 
su monto, debe entenderse como una medida tendente a regular o limitar los supuestos en los cuales, de 
manera excepcional, puede dar respuesta a la solicitud de devolución fuera del plazo establecido. De modo 
que dicha facultad no puede emplearse como una limitante al ejercicio del derecho del particular, sino que 
su uso debe modularse en atención a un criterio de necesidad y bajo un estándar de racionalidad, 
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pues precisamente lo que el legislador pretendió acotar, al establecer directrices para la operatividad de esa 
potestad hasta dos veces, es que la autoridad no se eluda del pronunciamiento sobre la devolución que 
pretende el particular con base en requerimientos de documentos o información irrelevante, así como 
que no actúe con arbitrariedad. En otras palabras, la pertinencia de efectuar requerimientos debe 
examinarse atendiendo a las características del caso, pero sin dejar de observar el criterio de que los 
datos o información sean estrictamente necesarios, pues el particular, a priori, no está en condiciones 
de conocer los parámetros que habrán de aplicarse en el análisis de la solicitud de devolución.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO

Amparo directo 304/2015. Cargill de México, S.A. de C.V. 9 de julio de 2015. Mayoría de votos. Disidente: 
Julio Humberto Hernández Fonseca. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretario: Paúl Francisco González 
de la Torre.

Amparo directo 427/2015. 27 de agosto de 2015. Mayoría de votos. Disidente: Julio Humberto Hernández 
Fonseca. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretario: Uriel Augusto lsidoro Torres Peralta.

Época: Décima Época Registro: 2011109 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 27, Febrero de 2016, Tomo III Materia(s): 
Administrativa Tesis: I.1o.A.119 A (10a.) Página: 2184

 
Por lo tanto, se debe atender a un criterio de necesidad y racionalidad al requerir de información al contribuyente, 
especialmente desde el primer requerimiento, ya que la intención es precisamente evitar que se eluda el pronunciamiento 
de devolución.

Así pues, bajo la condición de que el contribuyente no cumplimente el segundo requerimiento por no contar con dicha 
documentación, por considerar que no se relaciona con la información requerida en el primer requerimiento, o por no 
cumplir en el plazo de 10 días, y se le tenga por desistido de su solicitud de devolución, surgirá el siguiente cuestionamiento: 

¿QUÉ HACER SI LA AUTORIDAD LE TIENE AL CONTRIBUYENTE POR DESISTIDO DE LA SOLICITUD DE 
DEVOLUCIÓN, POR NO PRESENTAR LA INFORMACIÓN SOLICITADA EN UN SEGUNDO REQUERIMIENTO?

Ante la determinación del supuesto en cuestión, es importante tener en cuenta los siguientes puntos:
•	 Se puede volver a realizar dicha solicitud ante la misma autoridad,
•	 Siempre y cuando no haya prescrito el derecho de solicitar la devolución en el plazo de 5 años que señala el artículo 

22, décimo quinto párrafo del Código Fiscal de la Federación, en relación con el primer párrafo artículo 146 del mismo 
ordenamiento legal,

•	 Que con las solicitudes de devolución se suspende el plazo antes señalado, excepto ante tal determinación de 
desistimiento, en la que no se interrumpe el plazo antes señalado1

•	 La determinación que tiene al contribuyente por desistido es considerada una resolución definitiva, impugnable a través 
del juicio contencioso administrativo, lo cual se sustenta con apoyo de la tesis: XX.1o.89 A Página: 2490.

Por lo que, en caso de impugnar dicha determinación, la defensa del contribuyente debe orientarse a demostrar que la 
información del segundo requerimiento no se relacionaba con la segunda, o inclusive que con la información que obraba 
en poder de la autoridad previo al segundo requerimiento era suficiente para demostrar la procedencia de la devolución. 
Aunado a lo anterior, cabe resaltar que, en caso de obtener una resolución favorable, esta deberá ordenar a la autoridad 
fiscal, el cumplimiento, consistente en una resolución que conceda la devolución INCLUYENDO ACTUALIZACIONES Y 
RECARGOS, conforme a los artículos 17-A y 22-A del Código Fiscal de la Federación. 
1 Decimo quinto párrafo del CFF
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En ese sentido, es importante reconocer que lo antes expuesto ya ha sido validado en diversas resoluciones emitidas 
por las Salas del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, actuando de manera oportuna, con el objeto de garantizar el 
derecho de los contribuyentes a la devolución de saldos a favor y/o pago de lo indebido ante una postura de la autoridad 
fiscal tendiente a dilatar dicha devolución. 



Autor:
LD Mario Martinez Esqueda

El modelo de Subcontratación en 
la reforma laboral, ¿prestación de 

servicios o simulación?

Comisión de Apoyo al Ejercicio Independiente 2.0
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Los cambios sufridos por el país no sólo han sido políticos sino que ha sido sensible y evidente que a nivel legislativo se 
ha generado un nuevo paradigma por lo que respecta al mundo del Derecho del Trabajo.

La reforma a la Ley Federal del Trabajo vigente a partir del día 02 de mayo del 2019 (esto con sus múltiples y diversos 
momentos en que los que se verán materialmente los cambios), trae consigo un nuevo modelo de administración de 
justicia, pero poco han reparado en la base legal bajo la cual se podrá impartir la misma por parte del Poder Judicial. 
Públicamente se han escuchado voces de que el régimen de subcontratación, mal llamado “outsourcing”, no fue materia 
de la reforma y que incluso en el periodo legislativo inmediato siguiente se “atacará” el que resulta ser ilegal. Hay en el aire 
propuestas y discursos que incluso pretenden la “desaparición” de la figura de la subcontratación por considerar que es un 
conducto para precarizar el trabajo y limitar los derechos laborales de las y los trabajadores del país.

Contradiciendo la idea de que la Reforma laboral no tuvo alcances respecto al régimen de Subcontratación laboral, desde 
mi punto de vista, se crearon las bases jurídicas para atacar el “outsourcing” o el régimen de subcontratación establecido 
de manera ilegal, las subcontrataciones disfrazadas, creando sustento tanto en derecho Individual como Colectivo del 
Trabajo, dotando al Juzgador e incluso a Autoridades Administrativas de la posibilidad de declarar la “SIMULACIÓN DE 
ACTOS”,  figura jurídica no comprendida previamente en la Ley Federal del Trabajo.

En materia de derechos sustantivos el Legislador incluyó en la reforma la fracción XIV del artículo 5to la cual literalmente 
señala que no producen efectos legales, ni impiden el goce y el ejercicio de los derechos, la estipulación que encubra una 
relación laboral con actos jurídicos simulados para evitar el cumplimiento de obligaciones laborales y de seguridad social, 
esto es un modelo novedoso ya que si bien es cierto existen criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en donde 
se estudia y esclarece cuestiones de “solidaridad patronal” en determinados actos y contratos, en este caso la sanción 
contenida en la Ley será de “nulidad”, lo cual constituye una clase de inexistencia del acto, en este caso, inexistencia de 
la relación de trabajo con quien se “dice” o simula ser patrón, lo que trae consigo la consecuencia jurídica y lógica de que 
se actualice la relación laboral conforme al artículo 21 de la Ley, esto es, si alguien simuló ser patrón mediante un pacto 
comercial y éste quedó nulo, o sea no existe para fines judiciales el esquema, ¿entonces quién sí es el patrón?, ¿a quién 
se subordinó el trabajador?, ¿quién es el verdadero beneficiario del esfuerzo humano?. El numeral antes referido dice que 
se presume la relación de trabajo entre el que presta un trabajo y lo recibe, por tanto, ante la implementación del régimen 
declarado nulo, será el Contratante quien se vea determinado como patrón y será considerado incumplido para todos los 
fines de la Ley Federal del Trabajo (pago de PTU) y en su caso pago de impuestos y contribuciones de Seguridad Social.

Y después llegará la duda respecto de la existencia, legalidad, estricta necesidad y veracidad de la prestación de los 
servicios entre el “patrón” ahora determinado y el “simulador”.

En materia colectiva se advierte un gran peligro y es que una autoridad “Administrativa” que resultó ser el Centro Federal 
de Conciliación y Registro Laboral, quien se advierte carece de competencia y atribuciones “Judiciales” se le permite la 
posibilidad de determinar la “simulación” en materia de Negociación Colectiva ya que el artículo 390-Bis en la fracción I, que 
se adjuntó con la reforma, mismo en el que impera el proceso para que los trabajadores y sindicato soliciten la celebración 
de un contrato colectivo, sostiene que “El hecho de que el centro de trabajo opere de manera informal o bajo esquemas 
de simulación no afectará a los trabajadores en el ejercicio de su libertad de negociación colectiva y la defensa de sus 
intereses”. 
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La gravedad del concepto radica en que las empresas que, para bien o para mal, no tienen trabajadores a su cargo y 
por tanto no tienen Contrato Colectivo de Trabajo celebrado con representación sindical alguna, quedarán expuestas 
a la solicitud de firma de Contrato Colectivo de Trabajo si en el procedimiento administrativo previo, en el que no existe 
audiencia ni defensa para el responsable del centro de trabajo, al que no puede apersonarse ni alegar; pero en el que el 
Organismo Público Descentralizado Federal “determina” un acto de simulación en su esquema de subcontratación y emite 
una resolución, que no prevé le sea notificada personalmente, le atribuya la calidad de “patrón” de alguna persona y la 
vincule a una Negociación Colectiva ya obligatoria por mediar la Constancia de Representatividad en favor de un Sindicato 
desconocido y con desconocidas intenciones.

Es necesario señalar que la subcontratación es reconocida y legal tanto en el ámbito internacional y local, que permite a 
las empresas tercerizar ciertas actividades en su proceso productivo, la práctica permite reducir gastos innecesarios y se 
fortalece a la empresa con procesos más eficientes y competitivos en el mercado; sin embargo, para contar con un legal 
régimen de subcontratación, es necesario atender a las reglas de funcionamiento que trajo la reforma a la Ley Federal del 
Trabajo en el año 2012 en la que en el artículo 15-A, atendiendo de forma concatenada los relativos al mismo y solamente 
tercerizar el trabajo especializado, que no puede ser de manera total en la empresa ni atender a actividades similares 
que las del personal de la Contratante; a su vez cumplir con los requisitos de las reformas del año 2016 en la Ley del 
Impuesto Sobre la Renta y la Ley del Impuesto al Valor Agregado respecto las obligaciones continuas de supervisión a los 
Contratistas, so pena de que las facturas entre las empresas no tengan validez fiscal que busca el contribuyente.
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“Países desarrollados aplican Leyes Flexibles de forma Estricta
Países en desarrollo aplican Leyes Estrictas de forma Flexible”

El panorama en países como México es complicado, las Leyes son de orden estricto pero el tema cultural retrasa su 
aplicación y eficacia, en México se busca el Vehículo Jurídico que no encuadre en la obligación de las leyes, el modelo 
de negocio que pueda evadir la aplicación de disposiciones, y por que no mencionar, que hay figuras conocidas como 
planeaciones corporativas o fiscales que pueden caer en un supuesto de evasión de obligaciones derivadas de una Ley. 
Nos explicaremos mejor más adelante. 

Para muestra basta un botón, dice el refrán mexicano, hoy tenemos en México la Ley Federal de 
Prevención e Identificación de Recursos con Procedencia Ilícita, la cual tiene su origen desde que 
surge en el Código Fiscal Federal en su artículo 115 Bis el 12 de diciembre de 1989 y por tanto, 
se considera como delito no grave (hasta esa fecha); posteriormente, el 13 de Mayo de 1996 se 
incorpora en el Código Penal Federal en su Artículo 400 Bis claramente la definición, tipificación 
y agravantes, así como el artículo 400 del mismo ordenamiento el encubrimiento del delito de 
Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita. El hecho de que una jurisdicción disponga 
este delito como grave y dentro de sus Leyes y regulaciones penales y con sanciones que privan 
la libertad, debiera ser suficiente para tender un sistema de cumplimiento en las empresas que 
evaluando su riesgo de exposición, determinen que pueden ser usados para operar con recursos 
de procedencia ilícita. Dicha evaluación de exposición al riesgo es determinante para implementar 
un sistema de prevención, la cual por órganos y prácticas internacionales se podría realizar dicha 
implementación con altos estándares de calidad. 

	Sin embargo, en nuestro país se aborda el tema de manera más flexible, las entidades no evalúan riesgos si no hay una 
obligación en una disposición legal, aunado a esto no ayuda las estadísticas de sentencias en lo penal, los escándalos 
de personas políticamente expuestas que se han visto involucradas en investigaciones de operaciones con recursos de 
procedencia ilícita, enriquecimiento ilícito, corrupción, o ese sentir de impunidad por parte de los mexicanos; que sin lugar 
a dudas, permea una cultura de no cumplimiento sino hay evidencia de justicia.

En un panorama de legislación internacional para México es amplia, queremos  decir, existen instrumentos internacionales 
en materia de prevención de lavado de dinero y financiamiento al terrorismo (Convención de las Naciones Unidas contra 
el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y sustancias Sicotrópicas de 1988, Convención de las Naciones Unidas contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional de 2000, Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción de 2003, 
Convenio Internacional para la represión de la Financiación del Terrorismo de 1999 y Convención Interamericana contra 
el Terrorismo de 2002) que ha suscrito dicha jurisdicción, es por ello, que México debe atender y demostrar que como 
País colabora en la lucha contra estos delitos, dicha lucha debe se fortalecida por la Legislación, y la aplicación de dicha 
Legislación, Supervisión e Intercambio de información, y de forma específica atender las Recomendaciones de El Grupo 
de Acción Financiera Internacional sobre el Blanqueo de Capitales (GAFI), dichas recomendaciones hoy en día tiene una 
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madurez importante en el sistema financiero mexicano, tanto para la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV), como 
organismo supervisor, como a todos los sujetos obligados como Sistema Financiero. Dicho organismo internacional que 
como mandato tiene fijar estándares y promover la efectiva implementación de medidas legales, regulatorias y operativas 
para combatir el lavado de dinero, el financiamiento al terrorismo y otras amenazas relacionadas con la integridad del 
sistema financiero internacional ha dejado ver a México en la ultima evaluación publicada en Enero de 2018, que México 
tarda mucho tiempo en la implementación de una ley, esto refiriéndose a las Actividades y Profesiones no Financieras 
Designadas (APNFD) que para este boletín las conocemos como Actividades Vulnerables, entre otras observaciones de 
aplicación y supervisión no menos importantes.

Pero veamos porque el GAFI menciona que México tarda mucho en la aplicación de la Ley Federal para la Prevención e 
Identificación de Recursos de Procedencia Ilícita (LFPIORPI):

Es preocupante ver que una Ley de carácter estricto, penal y extraterritorial no está siendo atendida correctamente, 
es preocupante por un lado por los datos que se estiman de Lavado de Dinero, la firma estadounidense “No Money 
Laundering” estima que el lavado de Dinero fluctúa entre el 2 y 5% de su Producto Interno Bruto. México por ser catalogado 
país corrupto (Riesgo País) se asigna tasa máxima 5% del PIB = 49,342 millones de pesos por año y montos decomisados 
por las autoridades en México = menos del 1%. Dichas cifras no han mejorado a lo largo de la línea de tiempo presentada 
como la aplicación de la LFPIORPI, y esto no se traduce en que las disposiciones no sean efectivas, sino se entiende que 
las empresas continúan Vulnerables a ser utilizadas para operar con recursos de procedencia ilícita. 

Para un claro entendimiento de como podemos prevenir o identificar el Lavado de Dinero o Financiamiento al Terrorismo 
(cualquier actividad ilícita) ayuda entender las diferencias entre estos delitos como se muestra en la tabla siguiente:

Auditoría en actividades vulnerables

El cuadro anterior nos permite entonces tomar rumbo, nos compete ser diligentes como profesionistas en la práctica de 
Auditoria Interna y saber como revisar en materia el adecuado cumplimiento de las disposiciones que emanan la LFPIORPI. 
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Que de acuerdo al artículo 17 de esta Ley podemos definir que literalmente encuadran bajo esta regulación, sin excluir 
claro,  aquellas vulnerabilidades de otros modelos de negocio que pueden ser utilizados para operar con recursos de 
procedencia ilícita y que valdría la pena confirmar con un experto en materia de Prevención de Lavado de Dinero, así como 
los Criterios emitidos por la Unidad de Inteligencia Financiera (UIF) que obliga o excluye ciertas actividades, fundamentar 
entonces, con la exposición al riesgo de ser utilizado para operar con recurso de procedencia ilícita o financiar una actividad 
ilícita; dicho artículo enumera las siguientes actividades:

1.	 Juegos y sorteos

2.	 Tarjetas de servicios, de crédito, prepagadas y todas aquellas que constituyan instrumentos de almacenamiento de 
valor monetario.

3.	 Cheques de viajero

4.	 Mutuo, préstamos o créditos, con o sin garantía.

5.	 Servicios de construcción o desarrollo de bienes inmuebles o intermediación en la transmisión de la propiedad o 
constitución de derechos.

6.	 Metales preciosos, piedras preciosas, joyas o relojes.

7.	 Obras de arte.

8.	 Vehículos, nuevos o usados (aéreos, marítimos o terrestres). 

9.	 Servicios de blindaje de vehículos terrestres, nuevos o usados.

10.	Servicios de traslado o custodia de dinero o valores.

11.	 Prestación de servicios profesionales.

12.	Prestación de servicios de fe pública.

13.	Donativos.

14.	Servicios de comercio exterior como agente o apoderado aduanal.

15.	Uso o goce de bienes inmuebles.

16.	 Intercambio de activos virtuales por parte de sujetos distintos a las Entidades Financieras. 

De acuerdo a la metodología para evaluar el cumplimiento técnico con las recomendaciones de la GAFI y la efectividad de 
los sistemas Anti-lavado de activos y contra el financiamiento del terrorismo (ALA/CFT) el rol del auditor interno debe estar 
dirigido a atender los siguientes puntos:

•	 Evaluación sobre el cumplimiento de un país con los estándares internacionales ALA/CFT. 
•	 Evaluación del riesgo y contexto del país.
•	 Atender a las legislaciones y medios coercitivos (verificar sanciones establecidas por la legislación)  
•	 Atestiguamiento por aseveraciones.
•	 Definir matriz de cumplimiento (coordinar acorde a fechas de cumplimiento). Dar calificación de cumplimiento: cumplida, 

mayoritariamente cumplida, parcialmente cumplida, no cumplida, no aplicable.  
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En la práctica de la Auditoria Interna, es útil conocer las obligaciones a revisar, y como cubrir una revisión eficiente, 
a continuación presentamos un ejemplo hipotético:

Adicionalmente al resumen de evaluación valdría la pena agregar las recomendaciones de valor en un sistema de 
cumplimiento más eficaz, considerando la aplicación en un Sentido Estricto de la Ley estricta, aun cuando no venga como 
disposición de la Ley, considerar estas mejores prácticas o mitigantes:
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Auditoría del Programa de Autorregulación 2019

Si bien es cierto el enfoque de prevención es la mejor postura para un sistema de índole Penal y con responsabilidades 
extraterritoriales, realizar Auditoria al sistema de cumplimiento permite tener un grado de aseguramiento alineado con el 
apetito de riesgo que haya definido el Consejo de Administración de cada entidad. Sin embargo, la entidad supervisora de 
la LFPIORPI dejó entre ver un Plan de Autorregulación el pasado 4 de Abril de 2019 donde por un lado tenemos un enfoque 
Flexible de aplicación de las disposiciones de dicha Ley y específicamente las posibles sanciones a todos los sujetos 
obligados con actividades vulnerables, tal vez está alineado con un comentario de GAFI en su ultimo informe de evaluación 
Mutua donde deja ver que la autoridad supervisora no estaba preparada para realizar sus funciones de una forma más 
eficiente; es por ello que nos lleva al otro lado de la moneda, dejarle ver a la autoridad el detalle de incumplimiento y las 
circunstancias que originaron dicho incumplimientos, elementos que servirán a la entidad supervisora (SAT) determinar si 
condona las multas a dichos sujetos obligados.

Si bien lo anterior, no solo tiene como objetivo eliminar la prescripción de aquellas multas que pueden o hayan prescrito, 
sino que la madurez de aplicación por parte de todos los sujetos obligados con Actividades Vulnerables muestra que 
deberán apegarse a este programa para ser perdonados. Lo que hay que tener mucho juicio es el Diseño de Programa 
de Autorregulación que cada sujeto obligado deberá diseñar conforme a su modelo de negocio y tener en cuenta que las 
fechas de dicho programa son reducidas para una implementación desde Fase Cero, en donde una adecuada Evaluación 
Basada en Riesgos implica no solo realizar un Manual de PLD, sino alinear procesos internos que puedan generar un 
riesgo de operaciones con recursos de procedencia ilícita.

En la tabla siguiente se muestra los puntos finos a revisar en cada proceso dentro del plan de Autorregulación y el 
responsable de Revisión sugerido:

Tenemos con esto un escenario claro de aplicación, en el supuesto de tener un sistema de implementación, como un auditor 
Independiente con experiencia en Prevención de Lavado de Dinero puede aportar valor en los mecanismos que mitigan 
la exposición al riesgo y monitoreo sobre todo el sistema de cumplimiento para evitar sanciones que están surgiendo en 
México y que se continuarán conociendo sobre el universo de Contribuyentes que el SAT ya ha detectado con actividades 
vulnerables y que cifras estimadas ascienden a poco menos de setenta mil contribuyentes obligados.

El mismo ente supervisor SAT estima que solo veinte mil contribuyentes estén sujetos al plan de autorregulación, y habrá 
que observar muy de cerca el establecimiento de sanciones a los que no entran en dicho programa y que no se encuentran 
al corriente de sus obligaciones, en donde adicional a multas disuasivas, se podrá vivir una crisis o posibles indicios que 
pongan en peligro el Negocio en Marcha de muchos sujetos obligados. La reincidencia o gravedad de sus actos celebrados 
sin atender las disposiciones de la Ley FPIORPI podrá ser sin duda la gran expectativa de sanción en los meses venideros.
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Conclusión

Si bien tenemos una Ley de orden público Federal, un reglamento y Reglas que nos indican como cuidar e implementar el 
sistema de cumplimiento, Formatos de aviso los cuales ayudan a identificar una serie de alertas que pueden suceder dentro 
de las operaciones vulnerables, un Programa de Autorregulación que establece como implementar todo si es que a 2019 
no se ha atendido. Es momento de poner atención a una adecuada aplicación de la Ley Estricta en carácter penal. Pese a 
un sistema jurídico mexicano que se ha puesto en el ojo de huracán más de una ocasión por la aplicación de sentencias, 
estoy seguro que el nivel de madurez alcanzará en un punto al sistema financiero mexicano, y será entonces competencia 
de las autoridades supervisoras y ejecutoras de impartir justicia, que esta madurez permita disminuir las cifras de Lavado 
de dinero y financiamiento al Terrorismo en nuestro país, es hasta entonces que podrá mostrarse la eficiencia de las 
disposiciones, pero no hasta entonces podemos atenderla. Los siguientes meses serán cruciales para la concientización 
de los empresarios en México con modelos vulnerables y la aplicación de la Ley y establecimiento de multas disuasivas 
será el de que hablar en este y el próximo ejercicio.

La práctica de un auditor independiente en el monitoreo de cumplimiento, no sólo es parte de su mandato como Auditor 
y cuidar el valor y trascendencia de la entidad, sino que seguramente el conocimiento y capacitación jugarán un papel 
importante en todas direcciones, tanto para Dirección General un conocimiento claro de la responsabilidad e impactos 
claros en su negocio por la desatención a la LFPIORPI, para El Responsable Designado que debe mostrar un sistema 
de cumplimiento con lineamientos precisos y acordes al modelo de negocio donde incorpora dicho sistema, al Auditor 
Independiente que sin una certificación en la materia pudiera dejarse ver una violación a las Normas de Auditoria en donde 
establece que debe evaluar la experiencia del equipo auditor en la materia que se revisará, y que de no cumplirse con 
estándares internacionales o conforme sucede en el Sistema Financiero Mexicano podría emitir un informe de auditoria no 
sólo sin valor, sino que deficiente en su alcance y procedimientos, capacitación para el ente Supervisor que le ha tomado 
mucho tiempo la implementación, análisis, revisión ordinaria a sujetos obligados y al establecer sanciones. 

Lo que me lleva a pensar que el punto medular de una adecuada aplicación teniendo la conciencia de su impacto, más aún 
que el conocimiento en la materia, son los valores claros y reales que cada sujeto obligado mantiene en su organización, 
es eje indispensable donde todo sistema de cumplimiento debe girar, un ejemplo de integridad de accionistas, alta dirección 
y su involucramiento en la atención de esta Ley para que la aplicación en México ya no sea flexible sobre una Ley estricta, 
sino que sea una aplicación Eficiente sobre esta disposición.
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En la actualidad, las compañías implementan cada vez más modelos de negocio basados en las tecnologías. Este avance 
ha propiciado un cambio sin precedentes que ha influido en la forma de operar de las organizaciones, incrementando la 
necesidad de utilizar plataformas de colaboración en donde el acceso a la información se vuelve esencial para todos, lo 
cual se sustenta hoy más que nunca en el ciberespacio. Es por ello que las áreas de Auditoría Interna deben estar atentas 
a dar aseguramiento de dichas áreas de acuerdo con su plan de auditoría basado en riesgo. 

Con la llegada de Internet, la forma de hacer negocios ha cambiado de forma vertiginosa, gracias a las oportunidades 
que la red brinda, ahora es mucho más fácil almacenar datos, transferir información y realizar movimientos financieros sin 
importar el tiempo y el espacio.

Actualmente, el uso de Internet parece indispensable para cualquier compañía, por lo que utilizar ordenadores se ha vuelto 
técnicamente obligatorio, por desgracia, la web es vulnerable y los delitos cibernéticos se han convertido en un grave riesgo 
para las empresas.

El concepto de riesgo cibernético proviene de la amenaza continua y a escala industrial sobre los activos digitales, las 
operaciones y la información corporativa, por parte de terceros. Existen también amenazas que atentan principalmente 
contra la información y contra la infraestructura TIC.

De acuerdo al World Economic Forum en su informe global de riesgos 2018, los riesgos en cuanto a ciberseguridad en 
contra de empresas, tanto en términos de su prevalencia como de su potencial disruptivo, casi se han duplicado en cinco 
años y los incidentes que antes se consideraban algo fuera de lo común se están volviendo más y más comunes. El impacto 
financiero de toda violación contra la ciberseguridad va en aumento, y dan cuenta de algunos de los costos más elevados en 
2017 en relación con ataques con ransomware (software malicioso que al infectar nuestro equipo le da al ciberdelincuente 
la capacidad de bloquear un dispositivo desde una ubicación remota y encriptar nuestros archivos quitándonos el control 
de toda la información y datos almacenados), que representaron el 64% de todos los e-mails maliciosos. Entre los ejemplos 
más notables se incluye el ataque WannaCry que afectó a 300.000 computadoras en 150 países, y el NotPetya, que causó 
pérdidas trimestrales de U$S 300 millones a varias empresas afectadas. Otra de las tendencias crecientes consiste en el 
uso de ciberataques que apuntan a infraestructura esencial y sectores industriales estratégicos, lo cual hace temer que en 
el peor de los casos posibles los atacantes podrían provocar el colapso de sistemas que mantienen a sociedades enteras 
en funcionamiento.

De acuerdo con el estudio de PwC Global Investor Survey 2018, el 41% de analistas e inversionistas encuestados consideran 
que los ataques ya son la principal amenaza para los negocios, seguido por la incertidumbre geopolítica, la velocidad de 
los cambios tecnológicos, el populismo y el proteccionismo.

Al momento de evaluar los riesgos de ciberseguridad, es necesario hacerlo desde un enfoque especial para la organización: 
entender el contexto, identificar activos, evaluar amenazas y vulnerabilidades. Por otro lado, es de suma importancia 
entender aquellos factores que incrementan la exposición al riesgo, con el objetivo de mitigarlos, por ejemplo:
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Según algunos estudios, parte del problema que están enfrentando las compañías a nivel global, es que no saben cómo 
invertir apropiadamente sus recursos para defenderse de los ciberataques como corresponde, por lo cual para contrarrestar 
inversiones inapropiadas en sistemas de defensa de ciberataques, las organizaciones deben evaluar a profundidad el tipo 
de ataques a los que son más susceptibles, y consecuentemente, implementar programas al interior de las organizaciones 
que permitan equilibrar la relación costo-beneficio de sus sistemas de protección. El costo financiero de los ciberataques 
varía según la modalidad pero, en términos generales, las principales afectaciones que sufren las empresas por cuenta del 
cibercrimen, se originan en malware, ataques a través de páginas web, denegación de servicios, filtración de información a 
través de empleados activos o antiguos ex empleados, código malicioso que abre accesos a las plataformas corporativas, 
el robo físico de dispositivos electrónicos, y los robots informáticos, conocidos también como botnets.
 
El National Institute of Standards and Technology (NIST) establece 5 funciones necesarias para la protección de los activos:

1.	 Identificar (Identify): Permite determinar los sistemas, activos, datos y competencias de la organización, su contexto 
de negocio, los recursos que soportan las funciones críticas y los riesgos de ciberseguridad que afectan este entorno.

2.	 Proteger (Protect): Permite desarrollar e implementar las contramedidas y salvaguardas necesarias para limitar o 
contener el impacto de un evento potencial de ciberseguridad.

3.	 Detectar (Detect): Permite desarrollar e implementar las actividades apropiadas para identificar la ocurrencia de un 
evento de ciberseguridad a través de la monitorización continua.

4.	 Responder (Respond): Permite la definición y despliegue de actividades para reaccionar frente a un evento de 
ciberseguridad identificado y mitigar su impacto.

5.	 Recuperar (Recover): Permite el despliegue de actividades para la gestión de resiliencia y el retorno a la operación 
normal después de un incidente.

El modelo 3LD (Tres Líneas de Defensa) realza el entendimiento del manejo de riesgos y controles mediante la asignación 
o clarificación de roles y responsabilidades a través de toda la organización y entendiendo este modelo, es como Auditoría 
Interna puede añadir valor a través del aseguramiento de las actividades que realizan la Primera y Segunda línea.
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De acuerdo con ISACA, dentro de los CSX Fundamentos de ciberseguridad, es necesario evaluar los riesgos de 
ciberseguridad desde los siguientes enfoques para elegir el plan de protección más ad hoc a la empresa:

1.	 Entender el contexto de la organización.
2.	 Identificar activos, evaluar las amenazas y evaluar las vulnerabilidades.
3.	 Generar escenarios de riesgo.
4.	 Análisis de riesgo.
5.	 Evaluar controles de seguridad existentes.
6.	 Administración de riesgos ( mitigar, aceptar ,evitar, compartir)

Asimismo, nos proporciona un marco para evaluar los riesgos de ciberseguridad y partir de ese punto para elaborar nuestro 
plan de seguridad:
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Una vez identificando los activos y las personas que los utilizan es importante establecer los controles relevantes de 
seguridad que se instalarán en la empresa, para lo cual el SANS Institute nos proporciona un check list de 20 controles 
críticos que podemos seguir:

El Gobernador del Banco de México, Alejandro Díaz de León después de los ataques a los sistemas de conexión al Sistema 
de Pagos Electrónicos Interbancarios (SPEI) en abril y mayo del 2018, afirmó que “es claro que es un riesgo que va a estar 
un largo tiempo e implicará riesgos operativos significativos para las instituciones”.

La gestión de riesgos de ciberseguridad se ha convertido en una necesidad y las áreas de Auditoría Interna tienen el 
desafío de asegurarse de la implementación de controles de prevención y detección de ciberseguridad. Es necesario 
garantizar que los miembros del Consejo estén informados sobre las amenazas específicas de la industria y del impacto 
que pueden tener los incidentes de ciberseguridad en la organización. Una comunicación entre las tres líneas de defensa 
y el Consejo resulta esencial. 

Referencias:
National Institute of Standards and Technology www.nist.gov
www.eleconomista.com.mx
www.altonivel.com.mx
www.isaca.org
https://na.theiia.org



Autor:
CPC Juan Carlos Hernández Padilla

Norma de Información 
Financiera C-9 

“Provisiones, 
contingencias y 

compromisos”

Comisión de Dictamen



29BOLETÍN
TÉCNICO

Esta Norma de Información Financiera (NIF) C-9 fue aprobada por el Consejo Emisor del CINIF en noviembre de 2014 y 
entra en vigor para ejercicios que se inicien a partir del 1o. de enero de 2018. Se permite su aplicación anticipada a partir 
del 1o. de enero de 2016, siempre y cuando se haga junto con la aplicación de la NIF C-19, Instrumentos financieros por 
pagar.

Su enfoque es: establecer el tratamiento contable de una partida, ya sea como una provisión o un pasivo contingente, 
dependiendo del grado de incertidumbre de la salida de recursos económicos para el cumplimiento de una obligación o, 
para el caso de activos contingentes, la incertidumbre de la recepción de beneficios económicos para recuperar el activo.

OBJETIVO
Establecer las normas para el reconocimiento contable de las provisiones en los estados financieros de las entidades, así 
como las normas para revelar los activos contingentes, los pasivos contingentes y los compromisos.

ALCANCE
Las disposiciones de esta NIF son aplicables a las entidades que emiten estados financieros en los términos establecidos 
en la NIF A-3, “Necesidades de los usuarios y objetivos de los estados financieros”.

ASPECTOS GENERALES
Para efectos de este artículo nos centraremos en establecer la diferencia entre provisiones y otros pasivos, así como las 
divergencias entre las provisiones, pasivos contingentes y compromisos.

La norma establece que las provisiones se distinguen del resto de los pasivos por la existencia de incertidumbre acerca 
del momento o de la cuantía de los desembolsos futuros necesarios para proceder a su liquidación, en consecuencia, 
los pasivos definidos como instrumentos financieros por pagar, originados por financiamiento recibido, proveedores y 
otras cuentas por pagar normalmente están claramente definidos en cuanto a su alta probabilidad de fecha cierta para su 
liquidación, por lo que su incertidumbre es mucho menor que el caso de las provisiones.

Esta NIF distingue entre:

a) provisiones – obligaciones que deben reconocerse en los estados financieros como pasivos (considerando que su 
cuantía haya podido ser estimada de forma confiable) porque representan obligaciones presentes y es probable que, para 
satisfacerlas, la entidad tenga que desprenderse de recursos económicos; y
 	
b) pasivos contingentes – los cuales no deben reconocerse en los estados financieros porque son:
 	
i. obligaciones posibles, en la medida en que todavía no se ha confirmado si la entidad tiene una obligación presente que 
suponga una salida de recursos económicos; o
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ii. obligaciones presentes, que no cumplen con los criterios de reconocimiento de esta NIF porque no puede hacerse una 
estimación suficientemente confiable de la cuantía de la obligación.

Asimismo, se contempla que la disonancia entre los compromisos y los pasivos contingentes radica en que los primeros 
no han originado una obligación posible que suponga una salida de recursos económicos de la entidad. Como ejemplos 
de compromisos se pueden citar: cartas de crédito otorgadas, ciertos acuerdos de adquisición de propiedades, planta y 
equipo y obligación de cumplimiento de algunas cláusulas de contratos de crédito, tales como como el mantener ciertas 
razones financieras.

NORMAS DE VALUACIÓN
Los pasivos por provisiones, deben reconocerse en la contabilidad cuando dicha operación cumple con todos los elementos 
de la definición de pasivos establecida en la NIF -A5 y en esta misma, los cuales se refieren a ser una obligación:

a) presente;
 	
b) identificada;
 	
c) cuantificada en términos monetarios;
 	
d) que representa una probable disminución de recursos económicos; y
 	
e) derivada de operaciones ocurridas en el pasado.

La NIF nos establece con mucho detalle en qué consiste cada uno de estos atributos; únicamente me referiré en este 
escrito sobre la razón por la que dichas obligaciones presentes derivadas de un suceso ocurrido en el pasado puedan 
estar en duda si se deben o no reconocer a la fecha del estado de situación financiera. Un ejemplo típico son los litigios en 
proceso y por supuesto obteniendo la opinión de expertos.

Por lo tanto, la evidencia a considerar debe incluir cualquier tipo de información adicional originada de hechos posteriores 
a la fecha del estado de situación financiera. 

A partir de esa evidencia, la entidad debe considerar si la obligación es:
 
a) probable - cuando existe certeza razonable de la existencia de una obligación presente a la fecha del estado de 
situación financiera, lo que significa que, a esa fecha, se considera que es más que posible que la entidad tenga que 
enfrentar la obligación presente. En estos casos, la entidad debe reconocer una provisión, siempre que se cumpla con los 
demás elementos de la definición de pasivo;
 	
b) posible – cuando no existe certeza razonable de la existencia de una obligación presente a la fecha del estado de 
situación financiera, pues se considera que, a esa fecha, la posibilidad de que la entidad tenga que enfrentar la obligación 
presente es menor que la posibilidad de que no tenga que enfrentarla. En estos casos, la entidad no debe reconocer una 
provisión y sólo debe revelar la existencia de un pasivo contingente; o
 	
c) remota – cuando no existen indicios o evidencias suficientes que permitan afirmar la posible existencia de una obligación 
presente a la fecha del estado de situación financiera, lo que significa que, a esa fecha, es menos que posible o muy poco 
factible que la entidad tenga que enfrentar la obligación presente. En estos casos, la entidad no debe reconocer una 
provisión y esta NIF no requiere revelar tal situación.

Es importante mencionar también que deben reconocerse provisiones sólo por aquellas obligaciones surgidas a raíz 
de sucesos pasados, cuya existencia sea independiente de las acciones u operaciones futuras de la entidad. Ejemplos 
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de tales obligaciones son las originadas por, multas por daños al medio ambiente o por costos de reparación de 
éste requeridos por la ley, puesto que, tanto en uno como en otro caso, para hacer frente a los compromisos 
correspondientes, la entidad requerirá de la salida de recursos económicos, con independencia de las actuaciones 
futuras que ésta lleve a cabo para prevenir daños.

Para determinar si una obligación por requerimientos legales existe a la fecha del estado de situación financiera, debe 
observarse lo establecido en las leyes correspondientes que a la fecha de cierre de los estados financieros estén promulgadas 
o, dado el caso, sustancialmente promulgadas. Debe entenderse que una ley está sustancialmente promulgada a la fecha 
de cierre de los estados financieros, cuando a dicha fecha está aprobada y es promulgada a más tardar a la fecha de 
emisión de los estados financieros. Por ejemplo, en México ha ocurrido que a la fecha de los estados financieros es 
aprobada una ley por el Congreso, pero su promulgación (publicación en el Diario Oficial de la Federación) ocurre algunos 
días después; si a la fecha de emisión de los estados financieros esa ley ya fue promulgada, ésta es la que debe utilizarse 
para determinar si una obligación por requerimientos legales existe.

Valuación inicial
El importe reconocido como provisión debe ser la mejor estimación, a la fecha del estado de situación financiera, del 
desembolso o salida de recursos económicos necesarios para liquidar la obligación presente.

La mejor estimación presente debe ser el importe determinado, en forma confiable, que la entidad requerirá para:
 
a) liquidar la obligación a la fecha del estado de situación financiera; o, en su caso,
 	
b) transferirla a un tercero en esa misma fecha.

Es importante mencionar que la utilización de estimaciones es una parte esencial en la preparación de los estados 
financieros y que no afecta la confiabilidad de los mismos, siempre y cuando su cálculo sea suficientemente confiable, 
acorde con el juicio profesional de la administración de la entidad y que sus desenlaces sean posibles.

Para realizar la mejor estimación de la provisión deben tomarse en cuenta la variabilidad en los desenlaces posibles 
(riesgo) y la incertidumbre sobre su cuantía o fecha de liquidación.

Un aspecto importante en esta valuación inicial es considerar al valor del dinero en el tiempo, una provisión que se refiere 
a la salida de efectivo cercana a la fecha de cierre de los estados financieros resulta más onerosa para la entidad que otra 
referida a la salida por igual importe en fechas más lejanas. El importe de las provisiones, por lo tanto, debe descontarse 
cuando el efecto de hacerlo sea importante dentro de los estados financieros en su conjunto. Esta NIF considera que 
cuando los desembolsos están previstos para llevarse a cabo después de los doce meses posteriores a la fecha del estado 
de situación financiera, el efecto financiero producido por el descuento es importante.

La tasa de descuento que debe utilizarse para determinar el valor presente de la provisión debe ser nominal, antes de 
impuestos, de acuerdo con las condiciones del mercado a la fecha del estado de situación financiera y debe incluir ya 
sea en la provisión y/o en la tasa de interés, los riesgos específicos de dicha operación. (ver NIF A-6, Reconocimiento y 
valuación, para determinación para la determinación de valor presente de pasivos).

Cuando una provisión se haya reconocido a valor presente, el valor en libros de la misma debe ajustarse al cierre de 
cada periodo para reflejar el paso del tiempo. Tal efecto debe reconocerse como un gasto financiero en la utilidad o 
pérdida neta del periodo. Y cuando se modifique como consecuencia de cambios en las tasas de descuento utilizadas, esta 
variación debe considerarse como un gasto o ingreso financiero con efecto en la utilidad o pérdida neta del periodo.

Algo importante que debemos de considerar en una provisión son los eventos futuros que puedan afectar el importe 
necesario para liquidar una obligación; éstos deben reflejarse en el monto de la provisión cuando exista suficiente evidencia 
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objetiva de que ocurrirán. Como por ejemplo, costos para el reemplazo de tecnología, el efecto de una posible nueva 
legislación, etc. 

En caso de que la entidad espere que una parte o la totalidad del desembolso o de la salida de recursos económicos 
necesarios para liquidar la provisión le sea reembolsada por un tercero, tal reembolso debe reconocerse si y sólo si, es 
probable su recepción por la entidad al liquidar la obligación objeto de la provisión. 

El reembolso, en tal caso, debe reconocerse como un activo y una reducción de gasto en los resultados del periodo. El 
importe reconocido como activo no debe exceder el importe de la provisión.

Cuando la entidad tiene un contrato de carácter oneroso, debe reconocer, en la fecha en que este carácter surja, una 
provisión por el monto en que las obligaciones de cumplimiento del contrato excedan a los beneficios económicos que se 
espera recibir del mismo. Contratos que pueden originar este tipo de promesas son las cartas de crédito y los contratos 
de garantía financiera.  Por ejemplo, si existen compromisos en firme no sujetos a cancelación e inevitables para 
la compra futura de inventarios cuyo precio de venta haya bajado considerablemente antes de la recepción de los 
mismos, debe estimarse la pérdida neta en la misma forma que si se tuvieran en existencia y debe reconocerse 
una provisión.

Así mismo, Debe reconocerse una provisión por los costos de reestructuración cuando se cumpla con todos los elementos 
de la definición de pasivos. Surge para la entidad una obligación asumida por causa de una reestructuración, sólo cuando:

a) la entidad tiene un plan formal y detallado para proceder a la reestructuración, en el cual se identifican:
 	

i. los negocios o la parte de los mismos que están involucrados;
 	
ii. las principales zonas geográficas afectadas;
 	
iii. la ubicación, función y número aproximado de los trabajadores que serán indemnizados por la terminación 
de la relación laboral;
 	
iv. los desembolsos que se llevarán a cabo;
 	
v. las fechas en las que se implementará el plan; y

 	
b) se ha producido una certeza razonable entre los afectados, en el sentido de que la reestructuración se llevará 
a cabo, ya sea por haber comenzado a implementar el plan o por haber anunciado sus principales características.

Provisiones- Valuación posterior

En este punto se destacan los siguientes aspectos y que tenemos que tomar en cuenta:

a) Las provisiones deben revisarse a la fecha de cada estado de situación financiera y ajustarse, en su caso, 
para reflejar la mejor estimación existente en ese momento.
 
b) Una provisión debe revertirse en el periodo en que se considere que ya no es probable que haya salidas 
de recursos económicos para liquidar la obligación.
 
c)Los cambios en las estimaciones de las provisiones deben tratarse de acuerdo con lo establecido en la 
NIF B-1, “Cambios contables y correcciones de errores”.
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Contingencias
Las contingencias representan activos o pasivos que surgen a raíz de sucesos pasados, cuya existencia ha de ser 
confirmada sólo por la ocurrencia o, en su caso, por la falta de ocurrencia, de uno o más eventos inciertos en el futuro, que 
no están enteramente bajo el control de la entidad.
 
Los activos contingentes y los pasivos contingentes no deben reconocerse en el estado de situación financiera, debido a 
que su existencia es posible, pero no probable dado que, al depender de la ocurrencia de un evento futuro, se considera 
que no se han devengado.

Un ejemplo de un activo contingente puede ser alguna reclamación que la entidad esté llevando a cabo por medio de 
un proceso judicial cuyo desenlace es incierto. Por lo tanto, cuando la incorporación de beneficios económicos se 
convierta en probable, la entidad debe reconocer el ingreso y el activo correspondiente, debido a que éste ha 
dejado de tener el carácter de contingente.

Los pasivos contingentes pueden evolucionar de manera diferente a la inicialmente esperada; por lo tanto, deben 
evaluarse a cada fecha de cierre de los estados financieros, con el fin de determinar si se ha convertido en probable 
la eventualidad de salida de recursos económicos, en cuyo caso, debe reconocerse la correspondiente provisión 
en los estados financieros del periodo en que ha ocurrido el cambio en la probabilidad de ocurrencia. Asimismo, debe 
evaluarse si han surgido nuevos riesgos que den lugar a la revelación de nuevas contingencias.

Considero como un aspecto muy importante a cuidar por parte de la entidad, que cuando sea responsable de forma 
conjunta y solidaria de una determinada obligación, la parte que se espera que cubran los demás responsables debe 
tratarse como un pasivo contingente. La entidad, en este caso, debe reconocer una provisión sólo por la parte de la 
obligación por la que sea probable una salida de recursos económicos (por la parte que ella tiene el compromiso de cubrir), 
salvo en la rara circunstancia en que no pueda hacerse una estimación confiable de tal importe.

Compromisos
Un compromiso representa un acuerdo realizado para llevar a cabo determinadas acciones en el futuro, el cual no cumple 
con los requisitos para considerarse como pasivo, provisión o contingencia, por lo cual, no debe reconocerse en el estado 
de situación financiera, a menos que se derive de un contrato de carácter oneroso, en cuyo caso, debe reconocerse una 
provisión por las obligaciones excedan los beneficios económicos (ver apartado de contratos con carácter oneroso). 

NORMAS DE PRESENTACIÓN
 
Estado de situación financiera
En el estado de situación financiera, las provisiones deben presentarse por separado del resto de los pasivos, clasificadas 
en corto o largo plazo o con base en su exigibilidad, de acuerdo con lo establecido en la NIF B-6, 2Estado de situación 
financiera”. 

En caso de que se espere recibir algún reembolso, éste debe presentarse como un activo, con base en la NIF C-3, “Cuentas 
por cobrar”, como otra cuenta por cobrar en forma separada de la provisión, a menos que se cumplan los requisitos de 
compensación establecidos en la NIF B-12, “Compensación de activos financieros y pasivos financieros”, en cuyo caso la 
provisión debe presentarse en forma neta del activo por reembolso.
 
Las provisiones deben agruparse o separarse dependiendo de su importancia relativa.

Estado de resultado integral
En el estado de resultado integral, la entidad debe presentar el gasto por provisiones reconocidas, así como, en su caso, 
el ingreso por el activo reconocido por reembolsos, en el concepto que considere más adecuado, salvo cuando, con base 
en otras NIF, dicho gasto sea capitalizable en el valor de los activos; el gasto por la provisión debe presentarse neto del 
ingreso correspondiente al ingreso por reembolso.



34BOLETÍN
TÉCNICO

El ajuste al valor presente de las provisiones efectuadas durante el reconocimiento posterior debe presentarse como parte 
del resultado integral de financiamiento.

NORMAS DE REVELACIÓN
 
Provisiones
Para cada tipo de provisión relevante, la entidad debe revelar en notas a los estados financieros los cambios entre el saldo 
inicial y final del periodo, que incluya lo siguiente:
 
a) provisiones constituidas en el periodo, así como los incrementos en las provisiones existentes;
 	
b) disminuciones a las provisiones por pagos efectuados durante el periodo;
 	
c) disminuciones a las provisiones por reversión de las mismas al liberarse la entidad de la obligación de pago;
 	
d) en el caso de provisiones descontadas a valor presente, el importe del periodo por el ajuste del valor presente al cierre 
del periodo, así como cualquier importe derivado del cambio en la tasa de descuento; y
 	
e) el efecto de cambios en el monto de las provisiones originado por cambios en los supuestos utilizados para su 
determinación, acorde con lo establecido en la NIF B-1.

Adicionalmente, la entidad debe revelar por cada tipo de provisión relevante, lo siguiente:
 	
a) una breve descripción de la naturaleza de la obligación contraída, así como una expectativa de los posibles periodos en 
los que ocurrirán las salidas de recursos económicos que se producirán por la misma;
 	
b) un comentario acerca de las incertidumbres relativas a los importes y a las posibles fechas de las salidas de recursos 
económicos que producirá la provisión, indicando los principales supuestos utilizados para cuantificar la provisión; y
 	
c) el importe de los reembolsos esperados, informando, además, el monto de aquellos reembolsos que se hayan reconocido 
como activos.

En ciertos casos excepcionales, la información a revelar sobre provisiones requerida en esta NIF podría perjudicar 
seriamente la posición de la entidad en disputas con terceros relativas a las situaciones que contemplan las provisiones. 
En tales casos, se puede justificar que la entidad no revele esta información, pero debe describir la naturaleza genérica 
de la disputa, junto con el hecho de que se ha omitido la información y las razones que han llevado a tomar tal decisión. 
Asimismo, debe indicar que considera que ha reconocido una provisión suficiente, en su caso.
 
La entidad debe revelar lo siguiente respecto a sus provisiones por reestructuraciones que tiene reconocidas a la fecha de 
los estados financieros:
  	
   a) las principales características de su plan de reestructuración, y
 	
   b) la fecha en que la entidad anunció dicho plan y/o, en su caso, la fecha en que    inició la implementación del mismo.

Contingencias
Para cada tipo de activo contingente y pasivo contingente relevante a la fecha de los estados financieros, debe revelarse 
una breve descripción de su naturaleza y, cuando sea posible:
 
a) una estimación de su posible efecto financiero, medido con base en lo establecido en esta NIF para valuación de 
provisiones;
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b) las incertidumbres relacionadas con su importe y con los posibles periodos en que ocurrirán las entradas o salidas de 
recursos económicos correspondientes; y
 	
c) la posibilidad de obtener eventuales reembolsos, en el caso de pasivos contingentes.

Es muy importante evitar que la información que se suministre sobre los activos de carácter contingente confunda respecto 
a la probabilidad de la obtención de los ingresos correspondientes.
 
En aquellos casos en los que no se revele la información requerida en los incisos anteriores porque sea impráctico hacerlo, 
este hecho debe revelarse.
 
En ciertos casos excepcionales, la información a revelar sobre contingencias requerida en esta NIF podría perjudicar 
seriamente la posición de la entidad respecto a terceros en relación con las situaciones que contemplan los pasivos 
contingentes o los activos contingentes. En tales casos, se puede justificar que la entidad no revele esta información, 
pero debe describir la naturaleza genérica de la disputa, junto con el hecho de que se ha omitido la información y las 
razones que han llevado a tomar tal decisión.

Todas las entidades que se encuentren en los supuestos de incumplimiento generalizado de pagos, de acuerdo con la Ley 
de Concursos Mercantiles, deben revelar esta situación en sus estados financieros, señalando la contingencia que existe 
ante la posibilidad de que la propia entidad, cualquier acreedor o el Ministerio Público pueden solicitar la declaración de 
concurso mercantil.
 
Compromisos
La entidad debe revelar el monto y la naturaleza de los compromisos relevantes, sólo en los siguientes casos:
 	
a) cuando representen adiciones importantes a los inventarios o, a las propiedades, planta y equipo;
 	
b) cuando el monto de los servicios o bienes contratados excede sustancialmente las necesidades inmediatas de la entidad 
o lo que se considere como normal dentro del ritmo de sus propias operaciones;
 	
c) cuando sean obligaciones requeridas por contratos o por ley; o
 	
d) cuando correspondan a contratos onerosos.

Árbol de decisiones para reconocer las provisiones
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PUNTOS DE AUDITORÍA A CONSIDERAR

•	 Identificar la complejidad del sistema contable y evaluar la necesidad de incluir un especialista.

•	 Verificar la aplicación de la política de pago de la empresa en la selección de cartera de Proveedores.

•	 Aplicar procedimientos para la valoración del riesgo tales como: 

a) Requerimientos del marco de información financiera
b) Realizar indagaciones sobre la manera que la administración identifica aquellas operaciones o transacciones que 
den lugar a una estimación contable
c) Modelo que emplea la administración para dicha estimación
d) Controles relevantes
e) Utilización de los servicios de un experto (por ejemplo, actuario para obligaciones laborales)
f) Hipótesis en las que se basan dichas estimaciones

•	 Confirmación de saldos

•	 Hechos posteriores 

•	 Solicitar ante el registro público de la propiedad el certificado de libertad de gravamen, con el objetivo de que no existan 
obligaciones sobre los inmuebles de la entidad.

•	 En el procedimiento de confirmación de abogados, la respuesta debe contener cada caso “cuantificado” e indicar si 
el resultado es probable, posible o remoto para hacer la comparación con los registros contables o revelaciones de la 
entidad auditada.
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INTRODUCCIÓN:
Podrían existir consecuencias financieras importantes derivadas del incumplimiento de disposiciones legales y reglamentarias 
que por ende pudieran afectar de manera importante los estados financieros, en las cuales el auditor deberá considerar 
desde el inicio de su planeación las obligaciones legales y reglamentarias a las que está sujeta la entidad a auditar.

La norma internacional de auditoría (NIA) 250 “consideración de las disposiciones legales y reglamentarias en la auditoría 
de estados financieros” sobre la que me permito escribir, y mediante el cual trataré de destacar los puntos más importantes, 
versa sobre la responsabilidad que tiene el auditor de considerar las disposiciones legales y reglamentarias en una auditoría 
de estados financieros.

Como primicia entendamos que para “el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias” son exclusivamente 
responsabilidad:

(i) la supervisión por parte del órgano máximo de gobierno de la entidad, y
(ii) el debido cumplimiento por parte de la dirección y en su caso del representante legal de la misma.  

En tanto el auditor tiene la responsabilidad de diseñar y emplear las pruebas de auditoría acordes a las circunstancias para 
verificar el cumplimiento de dichas obligaciones a fin de cerciorarse mediante la obtención de una seguridad razonable en 
el desarrollo de su trabajo, de que los estados financieros, en su conjunto, están libres de errores importantes, debido a 
fraudes o errores en el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias aplicables.

Cuando nos referimos a disposiciones legales y reglamentarias a las que está sujeta una entidad, van desde el marco 
normativo sobre la base en la que están sujetos a emitir sus estados financieros como pueden ser en México las Normas 
de Información Financiera Mexicanas (NIF), o bien la obligación impuesta en 2009, por la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores (CNBV) mediante la cual se pronunció para que a partir de 2012 las emisoras registradas en el mercado de valores 
presenten su información financiera de conformidad con las Normas Internacionales de Información Financiera (IFRS por 
sus siglas en inglés), hasta el cumplimiento de disposiciones fiscales y legales por el régimen a las que están sujetas, como 
podrían ser algunas de ellas las siguientes por mencionar las más comunes:

1. Legislación Fiscal:

- Código Fiscal de la Federación, Ley del Impuesto sobre la Renta, Ley del IVA, Ley del Impuesto Especial sobe 
Productos y Servicios, Ley del Seguro Social, etc.

o Presentación de declaraciones, provisionales y anuales de impuestos directos en tiempo y forma.
o Presentación de declaraciones mensuales definitivas.
o Presentación de declaraciones informativas.
o Obligación de emitir comprobantes fiscales digitales por sus operaciones.
o Obligación de presentar información sobre su situación fiscal.
o Obligación de dictaminar el cumplimiento de sus obligaciones ante el Instituto Mexicano del Seguro Social.

- Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita.  

o Presentar avisos y reportes de actividades vulnerables en tiempo y forma

2. Demas legislaciones federales más comunes en diferentes rubros:

- Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares.
- Ley Federal de Responsabilidad Ambiental.
- Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente.
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3. Legislaciones estatales.

PROCEDIMIENTOS:
1. El auditor deberá obtener conocimiento de la entidad y de su entorno de conformidad con la NIA 315, para con ello 
adquirir un conocimiento general del:

a) Marco normativo aplicable a la entidad y al sector en el que opera; y
b) Modo en que la entidad cumple con dicho marco

Se deberá utilizar el conocimiento que ya tenga del sector de actividad de la entidad, de
los aspectos normativos y de otros factores externos, así como capacitarse y actualizarse en las disposiciones 
legales y reglamentarias que afectan a la entidad.

2. Indagar ante la dirección y, cuando proceda, los responsables del gobierno de la entidad, sobre el cumplimiento de 
dichas disposiciones legales y reglamentarias por parte de la entidad.

Solicitar a la dirección las políticas y los procedimientos de la entidad relativos al cumplimiento de las disposiciones legales 
y reglamentarias, así como evaluar los procedimientos adoptados para identificar, evaluar y contabilizar las reclamaciones 
en litigio judicial.

3. Inspeccionar las comunicaciones escritas, si las hubiera, con las correspondientes autoridades que han concedido la 
licencia o son responsables de la regulación.

4. Obtener manifestaciones escritas de que han revelado al auditor todos los casos conocidos de incumplimiento o de 
existencia de indicios de un posible incumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias cuyos efectos deban 
considerarse en la preparación de los estados financieros

Es por lo antes mencionado que el auditor deberá obtener evidencia de auditoría suficiente y adecuada con respecto al 
cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias que, pudieran tener un efecto directo en la determinación 
de las cantidades e información importante a revelar en los estados financieros, así como otras disposiciones legales 
y reglamentarias que no tienen un efecto directo en la determinación de las cantidades e información a revelar en los 
estados financieros, pero cuyo cumplimiento puede ser fundamental para los aspectos operativos del negocio, para 
la capacidad de la entidad de continuar con su negocio, o para evitar sanciones que resulten materiales (por ejemplo, el 
cumplimiento de los términos de una licencia de explotación, el cumplimiento de requerimientos legales de solvencia, o el 
cumplimiento de normas medioambientales); el incumplimiento de dichas disposiciones puede, por lo tanto, tener un efecto 
material sobre los estados financieros materiales a revelar en los estados financieros.

CONCLUSIONES 
En ausencia de incumplimientos identificados o de indicios de incumplimiento, no se requiere que el auditor aplique, en lo 
que respecta al cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias por la entidad, más procedimientos de auditoría 
que los resumidos en el capitulo de procedimientos, para lo cual sugiero se lean los párrafos del 13 al 17 contenidos en la 
NIA 250 comentada.

En tanto si el auditor tiene indicios de que puede haber un incumplimiento, discutirá la cuestión con la dirección y, cuando 
proceda, con los responsables del gobierno de la entidad.  Si existen incumplimientos importantes o intencionados, se 
deberá comunicar tan pronto como sea posible a los responsables del gobierno de la entidad.

Si la dirección o, cuando proceda, los responsables del gobierno de la entidad no proporcionan información suficiente que 
corrobore que la entidad cumple las disposiciones legales y reglamentarias, a juicio del auditor, deberá:
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1. Obtener asesoramiento jurídico
2. Si no puede obtener información suficiente sobre un incumplimiento del que existen indicios, evaluará el efecto que la 
falta de evidencia de auditoría suficiente y adecuada tiene sobre la opinión del auditor.  Si el auditor concluye que se ha 
producido un incumplimiento que pueda ser importante para los estados financieros, el auditor expresará una opinión con 
salvedades o denegará la opinión sobre los estados financieros por limitación al alcance de la auditoría, de conformidad 
con la NIA 705.

Si el auditor identifica o tiene indicios de un incumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias a las que está 
sujeta la entidad, determinará si los requerimientos legales, reglamentarios o éticos requieren que el auditor informe a una 
autoridad apropiada ajena a la entidad.

Como parte fundamental de toda auditoría, es fundamental hacer constar en la documentación de auditoría los procedimientos 
efectuados en la verificación del cumplimiento de los requerimientos legales, reglamentarios y en su caso documentar los 
incumplimientos identificados, o los indicios de incumplimiento, de las disposiciones aplicables, así como los resultados 
de las discusiones con la dirección y, cuando proceda, con los responsables del gobierno de la entidad, incluidos los 
comunicados con las partes ajenas a la entidad (autoridad apropiada) en caso de aplicar.
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Introducción
En virtud de la existencia del art. 69-B del Código Fiscal de la Federación, la autoridad está en posibilidad de presumir la 
inexistencia de las operaciones amparadas por comprobantes fiscales emitidos por contribuyentes que no cuenten con 
activos, personal, infraestructura o capacidad para prestar el servicio o producir y comercializar los bienes amparados en 
dichos comprobantes, razon por la cual es importante que los contribuyentes deben de tener y dejar evidencia de todas y 
cada una de las operaciones celebradas tanto en la adquisicion de bienes como en la recepcion de servicios, por lo que 
comentaremos los puntos finos de la Materialidad y la manera de demostrar que tales operaciones son existentes.

Como ya dijimos el articulo 69-B del CFF en su Parrafo Primero presume la inexistencia de las operaciones amparadas 
en comprobantes fiscales cuando detecta que un contribuyente que no tiene activos, personal e infraestructura emite los  
comprobantes fiscales, pero dicha posibilidad no sólo la da la legislación fiscal, sino que también está contenida en el 
Código Federal de Procedimientos Civiles en su artículo 93:
 
“La ley reconoce como medios de prueba:
I.- La confesión.
II.- Los documentos públicos;
III.- Los documentos privados;
IV.- Los dictámenes periciales;
V.- El reconocimiento o inspección judicial;
VI.- Los testigos;
VII.- Las fotografías, escritos y notas taquigráficas, y, en general, todos aquellos elementos aportados por los descubrimientos 
de la ciencia; y
VIII.- Las presunciones.”

Es en el mismo CFPC que regula quién lleva la carga de la prueba en el caso de presunciones, en el art. 192 señala que: 
“La parte que alegue una presunción sólo debe probar los supuestos de la misma, sin que le incumba la prueba de 
su contenido.”

En el caso del art. 69-B del CFF, nos lleva a que la carga de la prueba de que efectivamente se cuenta con activos, personal, 
infraestructura o capacidad para prestar servicios o producir y comercializar bienes cae en el contribuyente que emitió los 
comprobantes fiscales de las operaciones presuntamente inexistentes (conocido como “EFO”), de conformidad con el art. 
193 del Código Federal de Procedimientos Civiles: “La parte que niegue una presunción debe rendir la contraprueba de 
los supuestos de aquélla.” 

Sin embargo, si el contribuyente emisor del comprobante no desvirtúa la presunción de inexistencia de sus operaciones, la 
autoridad fiscal, según el art. 69-B del CFF: “…publicará un listado en el Diario Oficial de la Federación y en la página de 
internet del Servicio de Administración Tributaria…”, y continúa señalando el art. 69-B del CFF que: “…Los efectos de la 
publicación de este listado serán considerar, con efectos generales, que las operaciones contenidas en los comprobantes 
fiscales expedidos por el contribuyente en cuestión no producen ni produjeron efecto fiscal alguno…”
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Ante este escenario, la carga de la prueba de que efectivamente se prestaron los servicios o se adquirieron los bienes 
caería en el contribuyente que pagó el bien o la prestación del servicio presuntamente inexistente (conocido como “EDO”), 
como lo señala el artículo 194 del Código Federal de Procedimientos Civiles: “La parte que impugne una presunción debe 
probar contra su contenido.”

Esto significa, que si el contribuyente quiere evitar la consecuencia de tener operaciones que no puede deducir o acreditar 
fiscalmente, tiene dos alternativas que le da el mismo art. 69-B: “…Las personas físicas o morales que hayan dado 
cualquier efecto fiscal a los comprobantes fiscales expedidos por un contribuyente incluido en el listado a que se refiere el 
párrafo cuarto de este artículo, contarán con treinta días siguientes al de la citada publicación para acreditar ante la propia 
autoridad, que efectivamente adquirieron los bienes o recibieron los servicios que amparan los citados comprobantes 
fiscales, o bien procederán en el mismo plazo a corregir su situación fiscal, mediante la declaración o declaraciones 
complementarias que correspondan, mismas que deberán presentar en términos de este Código…”

Si lo que se quiere es optar por la primera opción, es decir, acreditar que efectivamente se adquirieron los bienes o se 
recibieron los servicios, existe un procedimiento señalado en la regla 1.5 de la Resolución Miscelánea Fiscal, que nos 
remite a presentar mediante el portal del SAT y de conformidad con la ficha 157/CFF “Informe y documentación que 
deberán presentar los contribuyentes a que se refiere la regla 1.5 para acreditar que efectivamente recibieron los servicios 
o adquirieron los bienes que amparan los comprobantes fiscales que les expidieron o que corrigieron su situación fiscal”:
Aviso digitalizado con:

•	 Relación de comprobantes fiscales y respaldo de la documentación e información con la que compruebe la realización 
de las operaciones que amparan dichos comprobantes.

•	 En su caso, la declaración o declaraciones complementarias a través de la que corrigió su situación fiscal.

Pero ¿de qué documentación e información nos podemos valer para comprobar la realización de las operaciones?

Elementos de la materialidad
Según el artículo 79 del CFPC “Para conocer la verdad, puede el juzgador valerse de cualquier persona, sea parte o 
tercero, y de cualquier cosa o documento, ya sea que pertenezca a las partes o a un tercero, sin más limitaciones que 
las de que las pruebas estén reconocidas por la ley y tengan relación inmediata con los hechos controvertidos…”

Señala además el mismo CFPC en su artículo 210-A que “Se reconoce como prueba la información generada o 
comunicada que conste en medios electrónicos, ópticos o en cualquier otra tecnología. 

Para valorar la fuerza probatoria de la información a que se refiere el párrafo anterior, se estimará primordialmente la 
fiabilidad del método en que haya sido generada, comunicada, recibida o archivada y, en su caso, si es posible atribuir a 
las personas obligadas el contenido de la información relativa y ser accesible para su ulterior consulta. 

Cuando la ley requiera que un documento sea conservado y presentado en su forma original, ese requisito quedará 
satisfecho si se acredita que la información generada, comunicada, recibida o archivada por medios electrónicos, ópticos o 
de cualquier otra tecnología, se ha mantenido íntegra e inalterada a partir del momento en que se generó por primera vez 
en su forma definitiva y ésta pueda ser accesible para su ulterior consulta.”

Bajo esta óptica, si realizáramos una clasificación de fuentes de información, podemos identificar 5 principales que toda 
empresa debe poder tener:

1) Información pública

El art. 129 del CFPC define: “Son documentos públicos aquellos cuya formación está encomendada por la ley, dentro de 
los límites de su competencia, a un funcionario público revestido de la fe pública, y los expedidos por funcionarios públicos, 
en el ejercicio de sus funciones.
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La calidad de públicos se demuestra por la existencia regular, sobre los documentos, de los sellos, firmas u otros signos 
exteriores que, en su caso, prevengan las leyes.”

Las empresas por el simple hecho de existir tienen obligaciones legales, comerciales, administrativas que deben cumplir y 
que generan documentación pública como:

•	 Escrituras públicas
•	 Licencias
•	 Patentes
•	 Concesiones públicas
•	 Inscripciones ante el SAT, IMSS, otras instituciones públicas
•	 Declaraciones
•	 Avisos
•	 Dictámenes

2) Información generada internamente

Hablando de documentos generados por controles internos de las empresas como:

•	 Manuales de políticas y procedimientos
•	 Órdenes de compra
•	 Pedidos
•	 Cotizaciones
•	 Entradas al almacén
•	 Convenios con proveedores 

3) La contabilidad

La misma contabilidad tiene valor probatorio, ya que los registros contables se integran con la documentacion que los 
comprueban y que de acuerdo con las Normas de Informacion Financiera A-1, A-2, A-3 y A-4 establecen los principios de 
sustancia economica, de confiabilidad, veracidad y verificabilidad de las operaciones y toda vez que es obligación de las 
empresas llevarla de conformidad con los artículos 16 y 33 del Código de Comercio,  y la  misma legislación fiscal, en el 
Código Fiscal de la Federación que en su artículo 28 y en el 33 de su reglamento señalan que la contabilidad se integra por: 

•	 Libros, sistemas y registros contables
•	 Papeles de trabajo
•	 Estados de cuenta (bancarios, de inversiones, tarjetas de crédito, débito o servicios y de monederos electrónicos para 

pago de combustible y para el otorgamiento de vales de despensa)
•	 Cuentas especiales
•	 Libros y registros sociales
•	 Control de inventarios y método de valuación
•	 Discos y cintas o cualquier otro medio procesable de almacenamiento de datos
•	 Equipos o sistemas electrónicos de registro fiscal y sus respectivos registros
•	 Documentación comprobatoria de los asientos respectivos
•	 Documentación e información relacionada con el cumplimento de las disposiciones fiscales
•	 La información que acredite sus ingresos y deducciones
•	 Catálogo de cuentas
•	 Pólizas de asientos contables
•	 Avisos o solicitudes de inscripción al registro federal de contribuyentes, así como su documentación soporte
•	 Declaraciones anuales, informativas y de pagos provisionales, mensuales, bimestrales, trimestrales o definitivos
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•	 Conciliaciones bancarias
•	 Acciones, partes sociales y títulos de crédito en los que sea parte el contribuyente
•	 Documentación relacionada con la contratación de personal subordinado, así como su inscripción y registro o avisos 

en materia de seguridad social
•	 Documentación relativa a importaciones y exportaciones en materia aduanera o comercio exterior

4) Proveedores

Demostrar la existencia de operaciones con nuestros proveedores, la cual debe consistir en recabar la información relevante 
a cada operación, es decir, podemos relacionar cada CFDI emitido por el proveedor señalado en el listado, haciendo 
una descripción detallada de la operación llevada a cabo y amparada en dicho comprobante, explicando la cronología 
de la operación, incluyendo fechas descripciones de hechos, por supuesto se debe realizar un ofrecimiento de pruebas 
en una relación numerada y precisando qué tipo de documento soporte se ofrece, como pueden ser originales, copias, 
impresiones de correos, comunicados, etc., eligiendo de los ejemplos citados en el apartado de fuentes de información lo 
que se considere relevante para el caso.

5) Datos e Información

Elementos sustentados en recopilación de datos e información, los cuales pueden ser:
a) Elementos recopilados por política mediante los cuestionarios que utilicen las autoridades y que se adecuen 
a las necesidades de cada contribuyente y auto aplicarlos como medida preventiva, documentando la operación 
(Entregables)
b) En el caso de adquisición de bienes intangibles, explicar las razones por las cuales se determino la necesidad de 
adquirirlo.
c) En el caso de servicios profesionales o técnicos se tiene que explicar en que parte del servicio que diste al 
contribuyente, se requiere el servicio profesional de un especialista.
d) En el caso de bienes obtenidos es importante tener evidencia que demuestre cuando y como se obtiene el bien o 
la prestación del servicio y mas cuando sea un intangible específicamente cuando el resultado final sea un informe, 
o un dictamen el cual debe de quedar documentado (Contrato).

Conclusión
Es importante que se implementen procedimientos de revisión que documenten todas y cada una de las pruebas y 
evidencias de la materialización, principalmente de operaciones de prestación de servicios y adquisición de bienes que 
tengan una relevancia en la información financiera de la empresa, dado que serán las operaciones que las autoridades 
voltearan a ver por la importancia de estas  

Por último y de conformidad con el art. 8 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debemos solicitar 
se tengan por admitidas todas las pruebas aportadas y que se le conceda valor probatorio pleno a la documentación.
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¿Es posible recuperar cuentas por cobrar cumpliendo requisitos fiscales de emisión de Recibo Electrónico de Pago (REP)  
aun con el Certificado de Sello Digital (CSD) cancelado?

En mi opinión sí es posible.

Para analizar esta posibilidad en necesario en primer término recordar los usos del Certificado de Sello Digital.

El CSD se utiliza no sólo para la emisión de Comprobantes Fiscales Digitales por Internet (CFDI) que amparan ingresos, 
egresos o traslado de mercancías. También es indispensable para soportar mediante un REP los cobros realizados, por 
ello es fundamental para las deducciones que se efectúan al pago y para el acreditamiento del IVA.

Sin la emisión de un REP los proveedores difícilmente recuperarán sus cuentas por cobrar, ya que el cliente deudor lo 
exigirá como requisito para realizar el pago pendiente aun y cuando se aparten de sus obligaciones civiles o mercantiles; 
en la práctica todos queremos el REP de las cuentas que pagamos. Por otro lado, la emisión del REP es imposible si el 
CSD se encuentra cancelado.

Entonces, ¿cómo puede recuperarse una cuenta por cobrar si no puede emitirse un REP ya que el CSD no está vigente?
Existe una opción que más adelante se detallará. Pero antes veamos qué es y para qué sirve un CSD.

El segundo párrafo de la fracción II del segundo párrafo del artículo 29 del Código Fiscal de la Federación indica que el 
sello digital es el medio de acreditación de la autoría de los CFDI’s expedidos por los contribuyentes. Esta es la cita exacta:

“Artículo 29. Cuando las leyes fiscales establezcan la obligación de expedir comprobantes fiscales por los 
actos o actividades que realicen, por los ingresos que se perciban o por las retenciones de contribuciones 
que efectúen, los contribuyentes deberán emitirlos mediante documentos digitales a través de la página de 
Internet del Servicio de Administración Tributaria. Las personas que adquieran bienes, disfruten de su uso o 
goce temporal, reciban servicios o aquéllas a las que les hubieren retenido contribuciones deberán solicitar 
el comprobante fiscal digital por Internet respectivo.

Los contribuyentes a que se refiere el párrafo anterior deberán cumplir con las obligaciones siguientes:

I. 	Contar con un certificado de firma electrónica avanzada vigente.
II. 	Tramitar ante el Servicio de Administración Tributaria el certificado para el uso de los sellos digitales.

Los contribuyentes podrán optar por el uso de uno o más certificados de sellos digitales que se utilizarán 
exclusivamente para la expedición de los comprobantes fiscales mediante documentos digitales. El sello digital 
permitirá acreditar la autoría de los comprobantes fiscales digitales por Internet que expidan las personas 
físicas y morales, el cual queda sujeto a la regulación aplicable al uso de la firma electrónica avanzada.
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Los contribuyentes podrán tramitar la obtención de un certificado de sello digital para ser utilizado por todos 
sus establecimientos o locales, o bien, tramitar la obtención de un certificado de sello digital por cada uno 
de sus establecimientos. El Servicio de Administración Tributaria establecerá mediante reglas de carácter 
general los requisitos de control e identificación a que se sujetará el uso del sello digital de los contribuyentes.

La tramitación de un certificado de sello digital sólo podrá efectuarse mediante formato electrónico que cuente 
con la firma electrónica avanzada de la persona solicitante.”
…..

Énfasis añadido

Además de eso podemos entender que el CSD está sujeto a las reglas aplicables al uso de la Firma Electrónica (FIEL), y 
que es posible que un contribuyente cuente con varios CSD, por ejemplo, uno para cada establecimiento o sucursal con 
la que cuente.

Ahora bien, sólo por cultura general, si el CSD sirve para acreditar al autor de un CFDI, ¿para qué sirve la FIEL? La 
respuesta podemos encontrarla en el segundo párrafo del artículo 17-D del CFF.

“Artículo 17-D. Cuando las disposiciones fiscales obliguen a presentar documentos, éstos deberán ser 
digitales y contener una firma electrónica avanzada del autor, salvo los casos que establezcan una regla 
diferente. Las autoridades fiscales, mediante reglas de carácter general, podrán autorizar el uso de otras 
firmas electrónicas.

Para los efectos mencionados en el párrafo anterior, se deberá contar con un certificado que confirme el 
vínculo entre un firmante y los datos de creación de una firma electrónica avanzada, expedido por el Servicio 
de Administración Tributaria cuando se trate de personas morales y de los sellos digitales previstos en el 
artículo 29 de este Código, y por un prestador de servicios de certificación autorizado por el Banco de México 
cuando se trate de personas físicas. El Banco de México publicará en el Diario Oficial de la Federación la 
denominación de los prestadores de los servicios mencionados que autorice y, en su caso, la revocación 
correspondiente.

…..

Énfasis añadido

Es decir, la FIEL confirma la validez del CFDI y el vínculo con su emisor, calidad que se acredita con el CSD.

Retomemos el tema. Hablamos de cómo emitir un REP que nos permita recuperar una cuenta por cobrar, aun con el CSD 
cancelado. Así que es importante plantearnos en qué casos y cuáles son las causas por las que un CSD queda sin efectos. 
Esto lo encontramos en el artículo 17-H del CFF

“Artículo 17-H. Los certificados que emita el Servicio de Administración Tributaria quedarán sin efectos 
cuando: 

I. 	Lo solicite el firmante.

II. 	Lo ordene una resolución judicial o administrativa.

III. Fallezca la persona física titular del certificado. En este caso la revocación deberá solicitarse por un 
tercero legalmente autorizado, quien deberá acompañar el acta de defunción correspondiente.
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IV. Se disuelvan, liquiden o extingan las sociedades, asociaciones y demás personas morales. En este caso, 
serán los liquidadores quienes presenten la solicitud correspondiente.

V. 	La sociedad escindente o la sociedad fusionada desaparezca con motivo de la escisión o fusión, 
respectivamente. En el primer caso, la cancelación la podrá solicitar cualquiera de las sociedades escindidas; 
en el segundo, la sociedad que subsista.

VI. Transcurra el plazo de vigencia del certificado.

VII. Se pierda o inutilice por daños, el medio electrónico en el que se contengan los certificados.

VIII. Se compruebe que al momento de su expedición, el certificado no cumplió los requisitos legales, situación 
que no afectará los derechos de terceros de buena fe.

IX. Cuando se ponga en riesgo la confidencialidad de los datos de creación de firma electrónica avanzada del 
Servicio de Administración Tributaria.

X. Las autoridades fiscales:

a) 	Detecten que los contribuyentes, en un mismo ejercicio fiscal y estando obligados a ello, omitan la 
presentación de tres o más declaraciones periódicas consecutivas o seis no consecutivas, previo requerimiento 
de la autoridad para su cumplimiento.

b) 	Durante el procedimiento administrativo de ejecución no localicen al contribuyente o éste desaparezca.

c) 	En el ejercicio de sus facultades de comprobación, detecten que el contribuyente no puede ser localizado; 
éste desaparezca durante el procedimiento, o bien se tenga conocimiento de que los comprobantes fiscales 
emitidos se utilizaron para amparar operaciones inexistentes, simuladas o ilícitas.

d) 	Aun sin ejercer sus facultades de comprobación, detecten la existencia de una o más infracciones previstas 
en los artículos 79, 81 y 83 de este ordenamiento, y la conducta sea realizada por el contribuyente titular del 
certificado.”
…..

Énfasis añadido

Las primeras nueve fracciones se justifican sin lugar a dudas debido a la naturaleza del acto que ocasiona la cancelación 
del CSD (solicitud de titular, su muerte o extinción, daño al certificado, transcurso del tiempo, etc.), pero surge un  problema 
surge si nos atenemos a las causas contenidas en la fracción X, que involucran la intervención de la autoridad fiscalizadora 
y que entrañan el incumplimiento de diversas obligaciones fiscales, particularmente las del artículo 83 del CFF. No 
se mencionarán ahora para no extendernos innecesariamente, invitando al lector a que se remita a tales dispositivos 
para apreciar la cantidad de supuestos importantes que derivarían en la cancelación del CSD, y por ende el grado de 
vulnerabilidad en el que se encuentran los contribuyentes.

Para tener una visión más completa del problema de la cancelación de un CSD es fundamental asumir que un Certificado 
cancelado no puede ser revalidado, sino que es indispensable tramitar uno nuevo. ¿Y cuánto tarda el proceso de su 
solicitud y emisión en este caso? Máximo tres días a partir de que se reciba la solicitud de emisión, según el último párrafo 
del mismo artículo 17-H del CFF.
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“Artículo 17-H.

…..

Los contribuyentes a quienes se les haya dejado sin efectos el certificado de sello digital podrán llevar a 
cabo el procedimiento que, mediante reglas de carácter general, determine el Servicio de Administración 
Tributaria para subsanar las irregularidades detectadas, en el cual podrán aportar las pruebas que a su 
derecho convenga, a fin de obtener un nuevo certificado. La autoridad fiscal deberá emitir la resolución sobre 
dicho procedimiento en un plazo máximo de tres días, contado a partir del día siguiente a aquel en que se 
reciba la solicitud correspondiente.”

Énfasis añadido

No obstante es del dominio público que es plazo en muy raras ocasiones se cumple y que el trámite puede prolongarse 
durante semanas, lo que implica, como ya se ha dicho, la imposibilidad de emitir REP’s que permitan recuperar cuentas 
pendientes de cobro.

Hasta ahora tenemos esta información:

•	 El CSD fue cancelado. 
•	 La emisión del nuevo está en proceso. 
•	 El CSD es necesario para la emisión de REP’s. 
•	 Sin REP´s la cobranza se dificulta.

¿Cómo resolverlo?

La primera opción es la “natural”; cuando el cobro se realiza en el mismo mes de emisión de un CFDI elaborado como Pago 
en una sola exhibición (PUE) y se conozca la forma de pago. En este caso no es necesario emitir un REP, por lo que no se 
requiere contar con un CSD vigente para efectuar el cobro. Esta opción se contiene en la Regla 2.7.1.44 de la Resolución 
Miscelánea Fiscal para 2019 (RMF 2019), misma que dice a la letra:

“Opción para que en el CFDI se establezca como método de pago “Pago en una sola exhibición”
Para efectos de lo dispuesto por los artículos 29, párrafos primero, segundo, fracción VI y penúltimo, 
29-A, primer párrafo, fracción VII, inciso b) del CFF, y las reglas 2.7.1.32., fracción II y 2.7.1.35., los 
contribuyentes que no reciban el pago del monto total del CFDI al momento de su expedición, podrán 
considerarlo como pagado en una sola exhibición para efectos de la facturación, siempre que:
I. Se haya pactado o se estime que el monto total que ampare el comprobante se recibirá a más tardar el 
último día del mes de calendario en el cual se expidió el CFDI.
II. Señalen en el CFDI como método de pago “PUE” (Pago en una sola exhibición) y cuál será la forma en 
que se recibirá dicho pago.
III. Se realice efectivamente el pago de la totalidad de la contraprestación a más tardar en el plazo señalado 
en la fracción I de esta regla.”
	 …..

2.7.1.44.

¿Y si esto no sucede? ¿Si el CFDI no fue emitido en esas condiciones, o habiéndolo sido estas no se cumplen y de 
momento no se cuenta con un CSD vigente? Entonces acudimos a la otra opción que podemos aplicar: la Regla 2.7.1.3 
de la RMF 2019.

Esta Regla permite que un tercero realice la cobranza por cuenta de otro y que en su lugar emita el REP correspondiente, 
tal y como se aprecia de su lectura.
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“Expedición de CFDI por comisionistas y prestadores de servicios de cobranza
Para los efectos del artículo 29, primer y penúltimo párrafos y 29-A del CFF, así como 32, fracción III de 
la Ley del IVA, los contribuyentes que actúen como comisionistas o que presten servicios de cobranza, 
podrán expedir CFDI a nombre y por cuenta de los comitentes o prestatarios con los que tengan celebrado 
el contrato de comisión o prestación de servicios de cobranza, respecto de las operaciones que realicen 
en su calidad de comisionistas o prestadores de servicio de cobranza.
Para estos efectos, los comprobantes deberán cumplir además de los requisitos a que se refieren los 
artículos 29 y 29-A del CFF, con la siguiente información:
I. La clave en el RFC del comitente o del prestatario.
II. Monto correspondiente a los actos o actividades realizados por cuenta del comitente o prestatario.
III. Impuesto que se traslada o se retiene por cuenta del comitente o prestatario.
IV. Tasa del impuesto que se traslada o se retiene por cuenta del comitente o prestatario.
En el CFDI que se expida, se deberá incorporar el “Complemento Concepto Por Cuenta de Terceros” que 
al efecto el SAT publique en su portal.
Con independencia de lo dispuesto en la presente regla, el comisionista o prestador de servicios estará 
obligado a expedir al comitente o prestatario el CFDI correspondiente a la comisión o prestación del 
servicio respectivo.
Cuando los contribuyentes que hayan optado por aplicar esta regla, incumplan lo dispuesto en la misma, 
perderán el derecho de aplicar la facilidad que en la misma se detalla, siendo el comitente o el prestatario 
el responsable de la emisión del CFDI.”

2.7.1.3.

Es decir:
•	 El comisionista o el prestador de servicios emite un nuevo CFDI que ampara la operación de cobranza.
•	 Ese CFDI contiene los datos del CFDI emitido originalmente por quien generó la operación pendiente de pago.
•	 El comisionista o el prestador de servicios cobra y emite el REP correspondiente al CFDI emitido por ellos.
•	 El comisionista o prestador de servicios transfiere al comitente o al prestatario los recursos cobrados, emitiéndole un 

CFDI por la contraprestación correspondiente.

Conclusión:
Con este procedimiento es posible recuperar la cobranza pendiente en tanto se obtiene el nuevo CSD.



Autor:
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El pasado 3 de mayo del 2019, fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el Decreto Promulgatorio del Acuerdo 
entre los Estados Unidos Mexicanos y la Republica de Costa Rica para evitar la doble Imposición y Prevenir la Evasión 
Fiscal en materia de Impuesto Sobre la Renta

Algunos artículos del tratado son muy similares al Convenio Modelos de la OCDE, por lo que a continuación, se presente 
un resumen de los aspectos más relevantes del Tratado

El acuerdo es aplicable a los Impuestos Sobre la Renta que gravan la totalidad de la Renta o parte de estas, también se 
incluyen los impuestos sobre las ganancias derivadas de la enajenación de bienes muebles e inmuebles.  

En Costa Rica, el Impuesto al que se aplicará este convenio será al Impuesto Sobre la Renta y en México, será el Impuesto 
Sobre la Renta Federal, de igual forma se aplicará a los impuestos de naturaleza idéntica o análoga que se establezcan 
con posterioridad a la fecha de la firma de este.

Residencia, artículo 4.
Al igual que en otros tratados   el término de residencia se establece como cualquier persona que, en virtud de la legislación 
de ese Estado, este sujeta a impuestos por razón de su domicilio, residencia, sede de dirección o cualquier otro de 
naturaleza análoga.

Tratándose de personas físicas residentes de ambos estados, su situación se determinará conforme a lo siguiente:

a) Sera residente del Estado donde tenga una vivienda permanente a su disposición, si tuviera vivienda en ambos 
estados, se considerará su centro de intereses vitales (relaciones personales económicas más estrechas).
b) En caso de que no pudiera determinarse el centro de intereses vitales, será residente del estado donde viva de 
forma habitualmente.    Si viviera de forma habitual en los dos estados, se considerará residente del Estado del que 
sea nacional.
c) Si fuera nacional de ambos Estados, o no lo fuera de ninguno de ellos, las autoridades competentes resolverán 
la residencia de común acuerdo.

Dividendos, artículo 10.
Las tasas de retención de dividendos en el tratado se establecen de la siguiente forma:

a) 5% del monto bruto de los dividendos, si el beneficiario efectivo es una sociedad (se excluyan las agrupaciones de 
personas), la cual deberá poseer directamente al menos el 20% del capital de la sociedad que paga los dividendos,
b) 12% del importe bruto de los dividendos en los demás casos.

El término “dividendos”, significa los rendimientos de las acciones, acciones de goce o derechos de goce, de las partes de 
las minas, de las partes de fundador u otros derechos, excepto los de crédito, que permitan participar en los beneficios, así 
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como los ingresos de otros derechos corporativos y otros ingresos sujetos al mismo tratamiento fiscal que los rendimientos 
de las acciones.

Estos beneficios no se aplicarán, si el beneficiario efectivo de los dividendos realiza actividades empresariales en el otro 
Estado Contratante por medio de un establecimiento permanente y la participación por la que se paguen dividendos está 
vinculada precisamente con ese establecimiento permanente o con otras actividades comerciales de tipo idéntico o similar 
a las que efectúa el establecimiento permanente.

Intereses, artículo 11.
El Impuesto que se retendrá en el caso de intereses, no podrá exceder del 10% del importe bruto de los mismos.

Adicionalmente, se establecen diversas reglas relativas a entidades financieras, que mencionan que los intereses 
procedentes de un Estado Contratante y pagados a un residente del otro estado Contratante solo podrán ser sujetos de 
Impuestos en el otro Estado si el que recibe los intereses es su beneficiario efectivo y:

a) El beneficiario efectivo es un Estado Contratante, una de sus subdivisiones políticas o de sus entidades locales; 
o el Banco Central de un Estado,
b) Los intereses son pagados por cualquier entidad mencionada en el inciso anterior, 
c) Los intereses son pagados respecto de un préstamo por un periodo no menor a 3 años o se otorga por el Banco 
Nacional de Comercio Exterior, S. N. C., Nacional Financiera, S. N. C., o el Banco Nacional de Obras y Servicios 
Públicos, S. N. C., o por cualquier otra institución de común acuerdo con las autoridades.

Regalías, artículo 12.
El impuesto a retener por parte del pagador de las regalías es de un 10% del importe bruto de las mismas

La definición de regalías del tratado, refiere a los pagos de cualquier clase recibidos por el uso o la concesión de uso, de 
cualquier patente, marca comercial, diseño o modelo plano, fórmula o procedimiento secreto, el uso de cualquier equipo 
industrial, comercial o científico, suministro de información relativa a experiencias industriales comerciales o científicas, 
así como el uso de cualquier derecho de autor sobre obras literarias artísticas o científicas, incluyendo las películas 
cinematográficas.
No obstante, lo dispuesto en el Artículo 13, el término “regalías” también incluye las ganancias obtenidas por la enajenación 
de cualquiera de dichos derechos o bienes que estén condicionados a la productividad, uso o posterior disposición de 
estos.

Tratándose de operaciones entre partes relacionadas, cuyos márgenes no cumplan con precios de transferencia, los 
beneficios del tratado solo serán aplicables por la parte que no excedan dichos márgenes

Ganancias de capital, artículo 13
A través del tratado, se establece que las ganancias derivadas de la enajenación de acciones u otros derechos similares 
en una sociedad, cuyo valor se derive, directa o indirectamente, en mas de un 50% de bienes inmuebles situados en un 
estado podrán someterse a imposición en el otro estado.     

Sin embargo, las ganancias percibidas diferentes a las mencionadas en el párrafo anterior por concepto de enajenación de 
las acciones, participaciones u otros derechos en el capital de una sociedad que sea residente del otro Estado Contratante, 
podrán ser sujetas de gravamen, si el enajenante, en cualquier momento durante el periodo de doce (12) meses anteriores 
a dicha enajenación, tuvo una participación directa o indirecta de al menos el 25% por ciento en el capital de esa sociedad.

Intercambio de Información, artículo 26.
Las autoridades de ambos Estados Contratantes,  intercambiarán la información necesaria para dar cumplimiento a 
lo dispuesto en este Tratado, relativos a la aplicación del derecho interno, relacionado con los impuestos de cualquier 
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naturaleza y denominación establecidos por los Estados, sus subdivisiones políticas o administraciones , por lo que 
cualquier información recibida será obligación de los estados mantenerla en secreto al igual que la obtenida con base en 
el derecho interno y solo podrá ser revelada a las autoridades tributarias incluidos los tribunales y órganos administrativos

Entrada en vigor, artículo 28.
El Tratado entrará en Vigor el 1ro de enero del 2020.

Conclusiones.
1.- Al igual que en la mayoría de los convenios para evitar la doble tributación se establecen restricciones para la aplicación 
de tasas reducidas de impuestos cuando las operaciones se lleven a cabo con partes relacionadas y las mismas no se 
encuentren dentro los rangos establecidos de precios de transferencia, para el caso de los intereses y de las regalías se 
menciona que las cantidades excedentes no podrán ser sujetas de dicho beneficio

2.- En el tema de Beneficios Empresariales, tal y como lo establece el Convenio modelo de la OCDE, estos serán sujetos 
de gravamen en el país de residencia, a menos que se tenga un Establecimiento Permanente en el otro país, por lo que la 
tasa de retención de impuesto será del 0%.

3.- Dentro del Tratado se incluyen algunas reglas de limitación de beneficios, con el objetivo de prevenir abusos en el 
mismo.

4.- A través del Protocolo, se establece que los beneficios del acuerdo no aplicarán y cada Estado procederá conforme a 
su legislación interna, si de la aplicación del acuerdo se genera una doble no tributación de un mismo ingreso o ganancia.

5.- Es importante mencionar, que para la aplicación de algún Tratado para evitar la doble tributación se deberá obtener la 
Constancia de Residencia que expidan las autoridades extranjeras, las cuales no será obligatoria su legalización.

El artículo 6 del Reglamento del Impuesto Sobre la Renta, menciona que los contribuyentes que deseen acreditar su 
residencia fiscal en otro país con el que México tenga celebrado un tratado para evitar la doble tributación, podrán hacerlo 
mediante la constancia de residencia, con la que se acredite que se presento la Declaración de Impuestos del último 
ejercicio. 
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TARIFAS PROGRESIVAS QUE GRAVAN LA PROPIEDAD Y TRANSMISIÓN INMOBILIARIA. ES INNECESARIO EL 
DESAHOGO DE PRUEBA PERICIAL A EFECTO DE DETERMINAR SI LAS CUOTAS FIJAS QUE ESTABLECEN 
TIENEN INCREMENTOS DESPROPORCIONALES EN COMPARACIÓN CON LAS DE OTROS RANGOS.
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 1a. CXXXVI/2007, sostuvo que para que 
exista un mecanismo de progresividad en las tarifas del impuesto sobre la renta es necesario que, además de establecerse 
una estructura de rangos, con cuotas y tasas aplicables sobre el límite inferior, se analice su efectividad con la aplicación 
de la tarifa, para lo cual debe atenderse al mecanismo que la establece, relacionándolo con la cantidad comprendida 
entre un límite inferior y uno superior, además de valorarse que el aumento de la alícuota entre un renglón y otro sea 
proporcional al del ingreso que conduce al cambio de renglón, de manera que la medición se haga con el comparativo del 
renglón superior, que es el parámetro para determinar el ascenso en el impacto tributario ante la aplicación de una tarifa 
progresiva. Lo anterior implica un ejercicio que permita al juzgador conocer cuáles serían los montos mínimos y máximos a 
pagar en cada renglón de las tablas, pues sólo así puede comprobar su real progresividad, calculando de manera hipotética 
cuánto pagaría un contribuyente que se ubica en los límites mínimos y máximos de cada uno para hacer una comparativa 
y analizar si efectivamente la tabla es progresiva; para obtener estos resultados sólo es necesario realizar las operaciones 
que la propia norma prevé para calcular el tributo, utilizando como presupuestos mínimos y máximos de cada renglón, que 
consisten en que a la base gravable se le resta el límite inferior, el resultado se multiplica por la tarifa sobre el excedente del 
límite inferior y al producto se le suma la cuota fija. De ahí que, si lo que se busca es conocer si hay incrementos desiguales 
o no proporcionales entre diversas cuotas fijas que prevén las tablas progresivas que gravan la propiedad y transmisión 
inmobiliaria, sólo es menester realizar las operaciones correspondientes para obtener a cuánto ascenderían los montos 
máximos a pagar y verificar cuánto incrementó hacia el mínimo del siguiente renglón (cuota fija) y hacer la comparativa 
entre todos los resultados, lo que hace innecesario el desahogo de una prueba pericial que ayude a dilucidar dicho aspecto.
PLENO DEL VIGÉSIMO SEGUNDO CIRCUITO.

Contradicción de tesis 1/2019. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa, el 
Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo, el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y 
Civil, el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil, así como el Tercer Tribunal Colegiado en Materias 
Administrativa y Civil, todos del Vigésimo Segundo Circuito. 30 de abril de 2019. Unanimidad de cinco votos de los 
Magistrados Mauricio Barajas Villa, Germán Tena Campero, Ramiro Rodríguez Pérez, Carlos Hernández García y Leticia 
Morales García. Ponente: Carlos Hernández García. Secretario: Rodrigo Núñez Hernández.

Criterios contendientes:
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Vigésimo Segundo Circuito, al resolver 
los amparos en revisión 130/2018, 229/2018 y 254/2018, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en 
Materias Administrativa y Civil del Vigésimo Segundo Circuito, al resolver el amparo en revisión 149/2001. 

Nota: La tesis aislada 1a. CXXXVI/2007 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXVI, julio de 2007, página 270, con el rubro: “RENTA. EL MECANISMO DE PROGRESIVIDAD 
APLICADO EN LA TARIFA DEL IMPUESTO RELATIVO DEBE MEDIRSE CONFORME AL INCREMENTO DE LA ALÍCUOTA 
AL CAMBIAR DE RENGLÓN, Y SU AUMENTO DEBE SER PROPORCIONAL CON EL INGRESO.”
Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
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se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020098 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 14 de junio de 2019 10:20 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: 1a./J. 50/2019 (10a.)
RENTA. AL ARTÍCULO 9, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, QUE PREVÉ EL 
PROCEDIMIENTO PARA LA DETERMINACIÓN DE LA RENTA GRAVABLE NO LE SON APLICABLES LOS PRINCIPIOS 
DE JUSTICIA FISCAL.
El precepto legal citado precisa que la renta gravable aplicable al reparto de utilidades a que tienen derecho los trabajadores 
será el equivalente a la utilidad fiscal que determinen los patrones en el ejercicio, con excepción de la propia participación de 
los trabajadores en las utilidades pagada en el ejercicio, así como las pérdidas fiscales generadas en ejercicios anteriores 
y que se encuentren pendientes de disminuir. Dicha obligación patronal de participar a los trabajadores el 10% (diez por 
ciento) de las utilidades generadas constituye la materialización de su derecho social reconocido por el Poder Constituyente, 
y consagrado en el artículo 123, fracción IX, inciso e), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En 
este sentido, el artículo 9, penúltimo párrafo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no forma parte de la determinación 
sustantiva del pago del impuesto, pues únicamente coadyuva a materializar el derecho de los trabajadores a participar 
en las utilidades de la empresa, es decir, su función es delimitar los elementos que deberán emplear las empresas para 
determinar el monto que servirá de base para la determinación de la cantidad que se debe repartir a los trabajadores. Por 
tanto, en atención a la naturaleza del ámbito general en el que se desenvuelven las relaciones obrero-patronales –incluso 
la relativa al reparto de utilidades–, se concluye que al artículo 9, penúltimo párrafo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
que prevé el procedimiento que regula la determinación de la renta gravable para los contribuyentes, no le son aplicables 
los principios de justicia tributaria contenidos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal.

PRIMERA SALA
Amparo en revisión 894/2016. Embotelladora y Distribuidora GEPP, S.A. de C.V. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 

Amparo en revisión 1300/2015. Banco Interacciones, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Interacciones 
y otras. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 

Amparo en revisión 1448/2015. Gómez Cuétara Hermanos, S.A. de C.V. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 

Amparo en revisión 833/2016. Empresas Verzatec, Sociedad de R.L. de C.V. 21 de junio de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.
Amparo en revisión 1466/2015. T Holding Servicios, S.A. de C.V. y otras. 28 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
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Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 

Tesis de jurisprudencia 50/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de cinco de 
junio de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020097 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 14 de junio de 2019 10:20 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: 1a./J. 49/2019 (10a.) 
RENTA GRAVABLE. SU CONCEPCIÓN A LA LUZ DEL ARTÍCULO 9, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DEL 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA.
La doctrina jurisprudencial de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha determinado que el concepto “renta gravable” 
previsto en el artículo 123, apartado A, fracción IX, inciso e), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
se ve replicado por el legislador federal en el concepto “utilidad fiscal” establecido en la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
tomando en cuenta que este último es el resultado de restar a los ingresos acumulables las deducciones autorizadas del 
ejercicio. Por su parte, el artículo 9, penúltimo párrafo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, precisa que la “renta gravable” 
aplicable al reparto de utilidades a que tienen derecho los trabajadores será el equivalente a la utilidad fiscal que determinen 
los patrones en el ejercicio, con excepción de la propia participación de los trabajadores en las utilidades pagadas en el 
ejercicio, así como las pérdidas fiscales generadas en ejercicios anteriores y que se encuentren pendientes de disminuir. 
Lo anterior pone de manifiesto que el procedimiento para determinar la renta gravable no cambió sustancialmente respecto 
al que establecía la Ley del Impuesto sobre la Renta abrogada, para determinar la utilidad fiscal, en tanto que ambas 
legislaciones establecen como parámetro la confronta entre los ingresos acumulables y las deducciones autorizadas del 
ejercicio.

PRIMERA SALA
Amparo en revisión 894/2016. Embotelladora y Distribuidora GEPP, S.A. de C.V. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 

Amparo en revisión 1300/2015. Banco Interacciones, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Interacciones 
y otras. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 

Amparo en revisión 1448/2015. Gómez Cuétara Hermanos, S.A. de C.V. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 
Amparo en revisión 833/2016. Empresas Verzatec, Sociedad de R.L. de C.V. 21 de junio de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.
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Amparo en revisión 1466/2015. T Holding Servicios, S.A. de C.V. y otras. 28 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 

Tesis de jurisprudencia 49/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de cinco de 
junio de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020072 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 14 de junio de 2019 10:20 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: 1a./J. 46/2019 (10a.) 
INGRESOS POR DIVIDENDOS PERCIBIDOS POR PERSONAS FÍSICAS. EL ARTÍCULO 140, PÁRRAFO PRIMERO, 
DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, QUE PREVÉ EL ESQUEMA OPTATIVO PARA SU ACUMULACIÓN NO 
TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA.
El precepto citado obliga al perceptor de los dividendos a acumularlos al resto de los ingresos que perciba durante el 
ejercicio fiscal. Para tal efecto, faculta al accionista a acreditar –contra el impuesto sobre la renta que determine en su 
declaración– el monto pagado por la sociedad que distribuyó los dividendos; también obliga a la persona física que optó 
por acreditar el impuesto pagado a nivel corporativo a considerar ingreso acumulable el monto del impuesto sobre la renta 
pagado por la sociedad que distribuyó los dividendos, en el entendido de que este impuesto se determinará aplicando 
la tasa del 30% al resultado de multiplicar el dividendo o utilidad percibido por el factor de 1.4286. En este sentido, el 
escenario de multiplicar el dividendo distribuido por el factor de 1.4286 para posteriormente obtener la cantidad acumulable 
representa un escenario optativo para el particular, quien deberá utilizar dicho esquema cuando decida disminuir el 
impuesto sobre la renta a cargo con el pago de impuesto que previamente efectuó la sociedad a nivel corporativo. Así, el 
artículo 140, párrafo primero, de la Ley del Impuesto sobre la Renta que prevé el esquema optativo indicado, no transgrede 
el principio de proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, pues si bien obliga a acumular el impuesto (piramidado) pagado por la persona moral que distribuyó 
las ganancias, ello se neutraliza con la permisión de acreditar contra el impuesto sobre la renta a cargo el entero que a 
nivel corporativo realizó por la distribución de dividendos. Lo anterior es congruente con el método de plena integración 
adoptado por la legislación tributaria federal abrogada, por virtud del cual las personas físicas acumulaban los dividendos 
repartidos por la sociedad y, a su vez, se les permitía el acreditamiento de los impuestos pagados por la empresa, evitando 
de esa forma un doble gravamen sobre la misma utilidad.

PRIMERA SALA
Amparo en revisión 616/2016. Fernando del Cojo Díaz Torre. 21 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.
Amparo en revisión 666/2016. José María Barba González. 5 de julio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.
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Amparo en revisión 531/2016. María Luisa Díaz Macías. 5 de julio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 

Amparo en revisión 594/2016. María Luisa del Cojo Díaz Torre. 5 de julio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 

Amparo en revisión 1133/2016. Óscar Constandse Madrazo. 5 de julio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.

Tesis de jurisprudencia 46/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de cinco de 
junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020068 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 14 de junio de 2019 10:20 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: 2a./J. 78/2019 (10a.) 
FACULTADES DE COMPROBACIÓN. AL EJERCERLAS LA AUTORIDAD FISCAL PUEDE CORROBORAR 
LA AUTENTICIDAD DE LAS ACTIVIDADES O ACTOS REALIZADOS POR EL CONTRIBUYENTE, A FIN DE 
DETERMINAR LA PROCEDENCIA DE SUS PRETENSIONES, SIN NECESIDAD DE LLEVAR A CABO PREVIAMENTE 
EL PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.
El procedimiento citado tiene como objetivo acabar con el tráfico de comprobantes fiscales y evitar el daño generado a 
las finanzas públicas y a quienes cumplen con su obligación de contribuir al gasto público, lo cual pone de relieve que 
mediante este procedimiento no se busca como ultima ratio eliminar los efectos producidos por los comprobantes fiscales, 
sino detectar quiénes emiten documentos que soportan actividades o actos inexistentes. En cambio, para corroborar si 
los comprobantes fiscales cumplen con los requisitos legales o que fueron idóneos para respaldar las pretensiones del 
contribuyente a quien le fueron emitidos, la autoridad fiscal cuenta con las facultades de comprobación contenidas en el 
artículo 42 del Código Fiscal de la Federación. Por tanto, se trata de procedimientos distintos y no es necesario que la 
autoridad fiscal haya llevado a cabo el procedimiento previsto en el artículo 69-B para, con motivo del ejercicio de sus 
facultades de comprobación, determinar la improcedencia de las pretensiones del contribuyente basándose en el hecho 
de ser inexistentes los actos o actividades registrados en su contabilidad y respaldados en los comprobantes fiscales 
exhibidos. Además, es evidente que la atribución consignada en el artículo 69-B no excluye las facultades contempladas 
en el artículo 42 destinadas a comprobar el cumplimiento de las obligaciones fiscales a cargo de los causantes, dentro de 
las cuales se encuentra inmersa la de verificar la materialidad de las operaciones económicas gravadas. De tal manera 
que si el contribuyente sujeto a las facultades de comprobación no acredita la real materialización de las actividades u 
operaciones registradas en su contabilidad y comprobantes fiscales, la autoridad fiscal válidamente podrá declarar su 
inexistencia, y determinar que esos documentos carecen de valor probatorio y, por ello, no podrá tomarlos en cuenta para 
efectos de la procedencia de la pretensión del contribuyente.
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SEGUNDA SALA
Contradicción de tesis 405/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo del Trigésimo Circuito, y 
Primero y Tercero, ambos en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito. 24 de abril de 2019. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas 
y Javier Laynez Potisek. Disidente: Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski 
Nischli.

Criterios contendientes:
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver la revisión fiscal 3/2017, y el diverso 
sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, al resolver 
la revisión fiscal 6/2018.

Tesis de jurisprudencia 78/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del ocho de 
mayo de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020062 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 14 de junio de 2019 10:20 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: 2a./J. 77/2019 (10a.) 
DEPOSITARIO. TIENE INTERÉS JURÍDICO PARA PROMOVER JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO CONTRA 
LA RESOLUCIÓN EN LA QUE LA AUTORIDAD FISCAL ORDENA SU REMOCIÓN Y LE REQUIERE LA ENTREGA DE 
LOS BIENES EN DEPÓSITO, EXCLUSIVAMENTE CUANDO ADUZCA LA INCOMPETENCIA DE AQUÉLLA.
La causa de improcedencia contenida en el artículo 8o., fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo no se actualiza porque el depositario tiene interés jurídico para impugnar vía juicio contencioso administrativo 
la remoción de su cargo y el requerimiento de entrega de los bienes embargados, debido a que el artículo 153 del Código 
Fiscal de la Federación dispone que los jefes de las oficinas ejecutoras, bajo su responsabilidad, nombrarán y removerán 
libremente a los depositarios, quienes desempeñarán su cargo conforme a las disposiciones legales, lo cual significa que 
estos particulares auxiliares de la administración pública carecen de algún derecho para rehusarse a entregar los bienes 
en depósito cuando los jefes de tales oficinas ordenen su remoción, pues la expresión “libremente” contenida en la norma 
implica una facultad discrecional, es decir, otorga a la autoridad la libertad de apreciación para actuar o abstenerse de 
hacerlo, con el propósito de lograr la finalidad que la ley señale. Ahora bien, la discrecionalidad que instituye la norma no 
implica que esa atribución pueda ejercerse caprichosamente sin observar mínimamente los requisitos constitucionales 
de fundamentación y motivación de la competencia de la autoridad emisora, ya que solamente al cumplir este requisito 
de rango constitucional el depositario puede saber, efectivamente, si quien le retira el cargo está facultado para hacerlo 
en términos del citado precepto, lo cual es indispensable que sea así, porque el diverso 112, segundo párrafo, del mismo 
ordenamiento, en atención al bien jurídico ahí tutelado, establece como sanción el no poner a disposición el bien en 
depósito ante la autoridad competente; por tanto, en ese supuesto sí sufre una afectación directa e inmediata a su derecho 
subjetivo como consecuencia de tal acto de autoridad. Bajo esa tesitura, el depositario tiene interés jurídico para impugnar, 
vía juicio contencioso administrativo, la remoción de su cargo y el requerimiento de entrega de los bienes embargados 
exclusivamente cuando aduzca la incompetencia de la autoridad, pues en caso contrario se le dejaría en estado de 
indefensión, en virtud de que al impedir que se restituya la cosa en depósito al no entregarla a la autoridad competente y, 
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con ello, su disposición por parte del propietario, siendo ése el bien jurídico tutelado por el artículo 112, se incurriría en la 
sanción con pena corporal que prevé.

SEGUNDA SALA
Contradicción de tesis 374/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Novena Región (en auxilio del Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito) y el Segundo Tribunal Colegiado 
Auxiliar, (en auxilio al Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito). 24 de abril de 2019. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y 
Yasmín Esquivel Mossa. Disidente: Javier Laynez Potisek, quien manifestó que formularía voto particular. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretaria: Selene Villafuerte Alemán.

Tesis y criterio contendientes:
Tesis III.2o.T.Aux.9 A, de rubro: “DEPOSITARIO DE BIENES EMBARGADOS. TIENE INTERÉS JURÍDICO PARA 
PROMOVER EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL CUANDO ARGUMENTE QUE LA AUTORIDAD 
QUE ORDENÓ SU REMOCIÓN Y LA ENTREGA DE AQUÉLLOS ES INCOMPETENTE O NO FUNDÓ NI MOTIVÓ 
SUFICIENTEMENTE SU COMPETENCIA.”, aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado Auxiliar, con residencia en 
Guadalajara, Jalisco, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, 
marzo de 2010, página 2967, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Novena Región, con residencia en 
Zacatecas, Zacatecas, al resolver el amparo directo 839/2018 (cuaderno auxiliar 641/2018).

Tesis de jurisprudencia 77/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de 8 de 
mayo de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020061 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 14 de junio de 2019 10:20 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: 1a./J. 48/2019 (10a.) 
CRÉDITO NEGATIVO DEL IMPUESTO EMPRESARIAL A TASA ÚNICA. NO ES EXIGIBLE SU DEVOLUCIÓN COMO 
PAGO DE LO INDEBIDO NI COMO SALDO A FAVOR DEL CONTRIBUYENTE, AL NO TENER LA NATURALEZA DE 
CUENTA POR COBRAR.
El artículo 11, primer párrafo, de la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única (abrogada), prevé que cuando el monto 
de las deducciones autorizadas sea mayor a los ingresos gravados, los contribuyentes tendrán derecho a un crédito fiscal 
por el monto que resulte de aplicar la tasa establecida en el artículo 1, a la diferencia entre las deducciones autorizadas 
y los ingresos percibidos en el ejercicio. Por su parte, el artículo 8 de la ley citada dispone que los contribuyentes podrán 
acreditar contra el impuesto empresarial a tasa única del ejercicio, el crédito fiscal a que se refiere el artículo 11 de la 
propia legislación, hasta por el monto del impuesto calculado en el ejercicio de que se trate. En este sentido, este exceso 
de deducciones –aunque acreditable– no tiene la naturaleza de cuenta por cobrar y, por consecuencia, no constituye un 
crédito a favor que pueda exigir el particular, pues el crédito negativo constituye simplemente una expectativa para éste, 
quien, en caso de generar impuesto, podrá emplearlo para disminuir o extinguir la obligación a su cargo; en caso contrario, 
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de no actualizarse la condición a que se encuentra sujeto, ninguna incidencia tendrá en la relación tributaria. Bajo estas 
consideraciones el crédito negativo generado en términos del artículo 11, primer párrafo, mencionado, no representa una 
cantidad que el particular tenga derecho de exigir en devolución al fisco federal, pues no es consecuencia de un pago 
indebido ni de la mecánica de determinación de un saldo a favor, pues el exceso de deducciones que da origen al crédito 
negativo no implica un desplazamiento patrimonial a favor de la hacienda pública ni un empobrecimiento del contribuyente; 
de ahí que no se materialice la figura del enriquecimiento ilícito para el ente estatal.

PRIMERA SALA
Amparo en revisión 1132/2015. Productora de Fertilizantes del Noroeste, S.A. de C.V. 14 de junio de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 

Amparo en revisión 1170/2015. Espacios Productivos Tepeyac, S.A. de C.V. 21 de junio de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 

Amparo en revisión 1039/2015. Espacios Productos ARB, S.A. de C.V. 21 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 

Amparo en revisión 963/2015. Insecticidas del Pacífico, S.A. de C.V. 21 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 

Amparo en revisión 875/2016. Abarrotera del Duero, S.A. de C.V. 21 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 

Tesis de jurisprudencia 48/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de cinco de 
junio de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020060 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 14 de junio de 2019 10:20 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: 1a./J. 47/2019 (10a.)
CRÉDITO NEGATIVO DEL IMPUESTO EMPRESARIAL A TASA ÚNICA. CONSTITUYE UN BENEFICIO FISCAL “NO 
ESTRUCTURAL”, POR LO QUE NO LE SON APLICABLES LOS PRINCIPIOS DE JUSTICIA TRIBUTARIA PREVISTOS 
EN EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha fijado diversos criterios sobre la inaplicabilidad de los llamados principios de 
justicia tributaria previstos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
la conformación de beneficios fiscales que se otorgan por razones distintas a las que se han calificado de “estructurales”. 
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Particularmente, ha decidido que las normas que establecen dichos conceptos no tienen por qué ser juzgadas a la luz del 
precepto constitucional citado, pues su otorgamiento no obedece a razones de justicia tributaria ni al ajuste que corresponde 
para que el gravamen se determine de conformidad con la capacidad contributiva que dio lugar a su establecimiento. De 
acuerdo con lo anterior, la falta de previsión por el legislador de un mecanismo que permita a los causantes del impuesto 
empresarial a tasa única aplicar el “crédito negativo IETU” o reclamar su devolución a partir del primero de enero de dos mil 
catorce (de conformidad con el artículo décimo primero transitorio del Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 11 de diciembre de 2013, en el que entre otras cuestiones, abroga la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única), no es 
susceptible de ser analizada bajo el principio de proporcionalidad tributaria, pues sobre este tipo de beneficios el legislador 
–o el órgano encargado de su establecimiento– cuenta con una amplia libertad al momento de configurar su contenido y 
alcance, pues a él corresponde primordialmente tomar la decisión acerca del tamaño del incentivo que intenta otorgar, o 
sobre la suficiencia de la medida otorgada, escapando del ámbito competencial del Tribunal Constitucional emitir un juicio 
sobre la necesidad, supuestamente exigida por la propia Ley Fundamental, de que se establezca o conserve un beneficio 
para un determinado sector, particularmente, como un pronunciamiento de justicia tributaria. Consecuentemente, el crédito 
negativo del impuesto empresarial a tasa única, al constituir un beneficio fiscal “no estructural”, no le son aplicables los 
principios de justicia tributaria previstos en el artículo 31, fracción IV, constitucional.

PRIMERA SALA
Amparo en revisión 1132/2015. Productora de Fertilizantes del Noroeste, S.A. de C.V. 14 de junio de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 

Amparo en revisión 1170/2015. Espacios Productivos Tepeyac, S.A. de C.V. 21 de junio de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.

Amparo en revisión 1039/2015. Espacios Productos ARB, S.A. de C.V. 21 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 

Amparo en revisión 963/2015. Insecticidas del Pacífico, S.A. de C.V. 21 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 

Amparo en revisión 875/2016. Abarrotera del Duero, S.A. de C.V. 21 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.

Tesis de jurisprudencia 47/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de cinco de 
junio de dos mil diecinueve. 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020056 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 14 de junio de 2019 10:20 h 
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Materia(s): (Común) 
Tesis: 2a./J. 83/2019 (10a.)
AMPARO CONTRA LEYES TRIBUTARIAS. EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA PRESENTAR LA DEMANDA CONTRA 
LAS NORMAS QUE REGULAN EL IMPUESTO SOBRE ADQUISICIÓN DE INMUEBLES Y LOS DERECHOS POR 
INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD DEL ESTADO DE MORELOS, ASÍ COMO LOS 
IMPUESTOS ADICIONALES CORRESPONDIENTES, CON MOTIVO DE SU APLICACIÓN REALIZADA POR UN 
NOTARIO PÚBLICO, INICIA A PARTIR DE QUE EL CONTRIBUYENTE TIENE CONOCIMIENTO DE LA AFECTACIÓN 
PATRIMONIAL RESPECTIVA.
Si se pretende impugnar en amparo la constitucionalidad de las normas generales que regulan esas contribuciones con 
motivo de su pago realizado por conducto de un notario público, debe tomarse en cuenta que el contribuyente tiene noticia 
de la afectación patrimonial respectiva desde el momento en el que decide entregar a éste los recursos económicos para 
cubrir los montos correspondientes y, por ende, el plazo de 15 días para presentar la demanda, previsto en el artículo 17 de 
la Ley de Amparo, inicia al día siguiente a aquel en que tuvo lugar esa afectación, ya que esas erogaciones se realizaron 
con base en recursos que se encuentran a disposición del quejoso, de donde se sigue que desde ese momento conoce 
la afectación patrimonial que constituye el acto de aplicación de la normativa que la sustenta y, además, se encuentra 
en la posición jurídica y material de realizar su pago sólo si el tercero que actúa en auxilio de la administración hace de 
su conocimiento la fuente jurídica de esa afectación; en la inteligencia de que la circunstancia de que en el documento 
en el que conste el acto de pago al notario público o la formalización del acto jurídico que lo genera, no se citen las 
normas generales que rigen el o los tributos respectivos, no modifica el conocimiento cierto que el quejoso tiene de la 
afectación patrimonial que se le causa, en primer lugar, porque dentro del margen legal para ello decide erogar los recursos 
correspondientes y, en segundo, porque la participación del fedatario que recibe el pago de los tributos en auxilio de la 
administración no se da en una relación de supra a subordinación, sino de coordinación, en la que este último no impone 
su voluntad al contribuyente; sin que esta conclusión se oponga a lo sostenido por la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 47/2013 (10a.), de rubro: “DERECHOS POR INSCRIPCIÓN EN EL 
REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD EN EL ESTADO DE MORELOS. EL PLAZO PARA PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO CONTRA EL ARTÍCULO 77 DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA DE LA ENTIDAD, DEBE COMPUTARSE A 
PARTIR DE QUE EL NOTARIO PÚBLICO HAGA LA RETENCIÓN CORRESPONDIENTE, SIEMPRE QUE SE ACREDITE 
QUE EL QUEJOSO TUVO PLENO CONOCIMIENTO DE SU APLICACIÓN.”, pues de la lectura de la sentencia respectiva 
se advierte que el punto de contradicción materia de análisis y la conclusión a la que se arribó se refiere a la fecha de 
inicio del plazo para impugnar el artículo 77 de la Ley General de Hacienda del Estado de Morelos, no a la del plazo para 
controvertir su acto de aplicación, es decir, la afectación patrimonial que tiene origen en la entrega de recursos realizada 
por el contribuyente, ante lo cual se concluyó, lógicamente, que el cómputo del plazo para impugnar el precepto de mérito 
sólo puede comenzar cuando se tiene conocimiento de su aplicación expresa, lo que constituye un aspecto procesal 
diferente a determinar cuándo inicia el plazo para impugnar en amparo la afectación patrimonial que constituye el acto de 
aplicación del numeral indicado y que tiene lugar con la entrega de los recursos que tiene a su disposición el contribuyente.

SEGUNDA SALA
Amparo en revisión 1167/2015. Ramiro Jiménez Bejarano. 24 de abril de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
Javier Laynez Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González Salas votó en contra de algunas 
consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1168/2015. Eduardo Sánchez García. 24 de abril de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
Javier Laynez Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González Salas votó en contra de algunas 
consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1169/2015. Juan Manuel Vettoretti León y otros. 24 de abril de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
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Laynez Potisek; Javier Laynez Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González Salas votó en contra 
de algunas consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1196/2015. Juana Gilberta Rodríguez Trujillo y otro. 24 de abril de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; Javier Laynez Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González Salas votó en contra 
de algunas consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 945/2018. Isabel Beatriz Corona Guerrero. 8 de mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; Javier Laynez Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González Salas votó en contra de 
algunas consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 83/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del 
veintinueve de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020055 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 14 de junio de 2019 10:20 h 
Materia(s): (Común) 
Tesis: 2a./J. 82/2019 (10a.) 
AMPARO CONTRA LEYES TRIBUTARIAS. CUANDO SE PROMUEVE CON MOTIVO DEL ACTO DE APLICACIÓN 
REALIZADO POR UN TERCERO EN AUXILIO DE LA ADMINISTRACIÓN QUIEN ENTERA A LA HACIENDA PÚBLICA 
LOS RECURSOS RESPECTIVOS, PREVIA ENTREGA DE ÉSTOS POR EL CONTRIBUYENTE, LA PROCEDENCIA 
DEL JUICIO ESTÁ CONDICIONADA A QUE SE PRESENTE OPORTUNAMENTE RESPECTO DE ESA AFECTACIÓN 
PATRIMONIAL.
Si una norma general que regula los elementos de un tributo se controvierte en el juicio de amparo con motivo de su 
acto de aplicación llevado a cabo por un tercero en auxilio de la administración quien realiza el entero respectivo a la 
hacienda pública, previa entrega de los recursos correspondientes por el contribuyente, la procedencia de ese juicio está 
condicionada a que la demanda se presente oportunamente respecto de ese acto el cual, en primer lugar, se realiza con 
la concurrencia de la voluntad de éste, pues al tener bajo su resguardo y a su disposición los recursos respectivos es 
él quien decide, dentro del margen legal respectivo, entregarlos al referido tercero; en segundo, implica una afectación 
patrimonial en perjuicio del sujeto pasivo del tributo y, en tercer lugar, concreta lo previsto en las normas generales que son 
fuente de esa afectación. Ante ello, el cómputo del plazo de 15 días señalado por el artículo 17 de la Ley de Amparo para 
presentar la demanda contra el acto de aplicación realizado por un tercero, cuando para su actualización es indispensable 
la voluntad del contribuyente que tiene bajo su resguardo y a su disposición los recursos respectivos, inicia el día siguiente 
a aquel en que éste entrega esos recursos, ya que en ese momento tiene noticia plena de la afectación patrimonial 
correspondiente, máxime que el contribuyente se encuentra en la posición jurídica y material de exigir al tercero que haga 
de su conocimiento la fuente jurídica de la afectación en comento, por lo que si opta por realizar el pago respectivo sin 
conocer su causa legal, el desconocimiento de la normativa aplicada en todo caso le será atribuible al propio contribuyente; 
sostener lo contrario implicaría sujetar a la voluntad de los contribuyentes el inicio del plazo establecido por el legislador 
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para controvertir mediante el juicio de amparo la constitucionalidad de las leyes aplicadas con motivo de un pago realizado 
por éstos con los recursos que se encuentran a su disposición, aun cuando en esos supuestos pueden optar por no sufrir 
el impacto patrimonial en tanto no tengan conocimiento pleno de la causa legal de la afectación.

SEGUNDA SALA
Amparo en revisión 1167/2015. Ramiro Jiménez Bejarano. 24 de abril de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
Javier Laynez Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González Salas votó en contra de algunas 
consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1168/2015. Eduardo Sánchez García. 24 de abril de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
Javier Laynez Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González Salas votó en contra de algunas 
consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1169/2015. Juan Manuel Vettoretti León y otros. 24 de abril de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; Javier Laynez Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González Salas votó en contra 
de algunas consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1196/2015. Juana Gilberta Rodríguez Trujillo y otro. 24 de abril de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; Javier Laynez Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González Salas votó en contra 
de algunas consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 945/2018. Isabel Beatriz Corona Guerrero. 8 de mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; Javier Laynez Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González Salas votó en contra de 
algunas consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 82/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del 
veintinueve de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020054 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 14 de junio de 2019 10:20 h 
Materia(s): (Común) 
Tesis: 2a./J. 81/2019 (10a.)
AMPARO CONTRA LEYES TRIBUTARIAS. CUANDO SE PROMUEVE CON MOTIVO DEL ACTO DE APLICACIÓN 
REALIZADO POR UN TERCERO EN AUXILIO DE LA ADMINISTRACIÓN, PARA DETERMINAR LA FECHA DE INICIO 
DEL PLAZO PARA PRESENTAR LA DEMANDA RESPECTIVA, RESULTA RELEVANTE SI EL CONTRIBUYENTE TIENE 
BAJO SU RESGUARDO LOS RECURSOS QUE SE ENTERAN POR AQUÉL.
Cuando se controvierte en el juicio de amparo una norma general que regula los elementos de un tributo, con motivo de 
su acto de aplicación realizado por un tercero en auxilio de la administración, para determinar si la demanda se presentó 
oportunamente debe considerarse si el pago correspondiente se realiza por aquél con recursos que tiene a su disposición, 
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o bien, si éstos se encuentran bajo resguardo del contribuyente, ya que de actualizarse este último supuesto el entero se 
llevará a cabo con la concurrencia de la voluntad del contribuyente, pues al tener a su disposición el monto a erogar, es 
él quien decide, dentro del margen legal para ello, llevar a cabo el pago, el cual implica una afectación patrimonial en su 
perjuicio en la que se concreta lo previsto en las normas tributarias que regulan el tributo, por lo que el plazo de 15 días 
hábiles establecido por el artículo 17 de la Ley de Amparo para presentar la demanda inicia a partir de que el quejoso tiene 
conocimiento pleno del acto en el cual se dio la referida afectación.

SEGUNDA SALA
Amparo en revisión 1167/2015. Ramiro Jiménez Bejarano. 24 de abril de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
Javier Laynez Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González Salas votó en contra de algunas 
consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1168/2015. Eduardo Sánchez García. 24 de abril de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
Javier Laynez Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González Salas votó en contra de algunas 
consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1169/2015. Juan Manuel Vettoretti León y otros. 24 de abril de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; Javier Laynez Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González Salas votó en contra 
de algunas consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1196/2015. Juana Gilberta Rodríguez Trujillo y otro. 24 de abril de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; Javier Laynez Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González Salas votó en contra 
de algunas consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 945/2018. Isabel Beatriz Corona Guerrero. 8 de mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; Javier Laynez Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González Salas votó en contra de 
algunas consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 81/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del 
veintinueve de mayo de dos mil diecinueve.
Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020053 
Instancia: Plenos de Circuito 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 14 de junio de 2019 10:20 h 
Materia(s): (Común) 
Tesis: PC.XII.A. J/10 A (10a.) 
AMPARO CONTRA LEYES. EL TESORERO MUNICIPAL SEÑALADO COMO AUTORIDAD EJECUTORA, ESTÁ 
LEGITIMADO PARA INTERPONER EL RECURSO DE REVISIÓN CONTRA EL EFECTO DADO AL FALLO PROTECTOR, 
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AUN CUANDO EL JUEZ DE DISTRITO HUBIERE DECRETADO EL SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO RESPECTO DE 
LOS ACTOS QUE LE FUERON RECLAMADOS Y NO HAYA SIDO VINCULADO EXPRESAMENTE A SU CUMPLIMIENTO.
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 11/2014 (10a.), de título y subtítulo: 
“REVISIÓN EN AMPARO CONTRA LEYES. LA AUTORIDAD EJECUTORA TIENE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER 
DICHO RECURSO CUANDO CONTROVIERTA EL EFECTO DADO AL FALLO PROTECTOR QUE LA VINCULA.”, 
determinó que las autoridades responsables señaladas como ejecutoras en el amparo contra leyes, por regla general, 
carecen de legitimación para interponer el recurso de revisión contra la sentencia que concedió el amparo y protección 
de la Justicia Federal contra una norma de carácter general y, en consecuencia, contra su acto de aplicación, ya que esa 
determinación no les causa perjuicio alguno, al no haberse estudiado la constitucionalidad del acto que les fue atribuido. 
Sin embargo, estableció como excepción a esa improcedencia, el caso en el que, habiéndose otorgado el amparo contra 
la ley reclamada y su acto de aplicación, la autoridad responsable ejecutora no controvierta los motivos y fundamentos por 
los que se declaró la inconstitucionalidad de dicha ley, sino el efecto dado al fallo protector que le ocasiona un perjuicio. Así, 
cuando el Juez de Distrito sobresee en el juicio de amparo respecto de los actos atribuidos al tesorero municipal señalado 
como autoridad responsable ejecutora, por la inexistencia de éstos, y le reconoce la calidad de recaudador del impuesto, 
es evidente que al conceder el amparo, declarar la inconstitucionalidad de la norma considerada inconstitucional y fijar 
como efectos del fallo protector reintegrar al quejoso los montos pagados por el impuesto con la actualización respectiva, 
el tesorero municipal implícitamente quedó vinculado a su cumplimiento y, por ende, está legitimado para interponer el 
recurso de revisión en amparo contra leyes, a fin de impugnar el efecto dado al fallo protector, donde no podrá controvertir 
los motivos y fundamentos por los que se declaró la inconstitucionalidad de la norma impugnada.

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DECIMOSEGUNDO CIRCUITO.
Contradicción de tesis 2/2018. Entre las sustentadas por el Primero y el Segundo Tribunales Colegiados, ambos en Materia 
Administrativa del Décimo Segundo Circuito. Mayoría de tres votos de los Magistrados Mario Galindo Arizmendi (quien 
emitió voto de calidad), Miguel Ángel Rodríguez Torres y Juan Carlos Amaya Gallardo. Disidentes: Jorge Pérez Cerón, 
Irineo Lizárraga Velarde y Jesús Enrique Flores González. Ponente: Irineo Lizárraga Velarde. Encargado del engrose: 
Mario Galindo Arizmendi. Secretaria: Bertha Alicia Suárez Barreto.

Criterios contendientes:
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Segundo Circuito, al resolver los 
amparos en revisión 176/2017, 187/2017 y 178/2017, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Décimo Segundo Circuito, al resolver los amparos en revisión 171/2017 y 216/2017.

Nota: Esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 176/2019 pendiente de resolverse por el Pleno.
La tesis de jurisprudencia 2a./J. 11/2014 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 28 de febrero de 2014 a las 11:02 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 3, Tomo II, febrero de 2014, página 1243.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020142 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: 1a. LII/2019 (10a.) 
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RENTA. LA ELIMINACIÓN DEL RÉGIMEN DE CONSOLIDACIÓN FISCAL Y EL ESQUEMA DE SALIDA 
CORRESPONDIENTE PREVISTO EN LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 
2014, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE CONFIANZA LEGÍTIMA.
Tomando en consideración que el legislador cuenta con amplias facultades para configurar el sistema tributario –a fin de 
establecer una tasa, una contribución, un beneficio fiscal, o para crear, modificar o eliminar un determinado régimen fiscal–, 
y los contribuyentes bajo ninguna circunstancia pueden tener la previsibilidad de que los aspectos tributarios se mantendrán 
de igual forma de un momento a otro, se concluye que la eliminación del régimen de consolidación fiscal y el esquema de 
salida correspondiente, previsto en el artículo noveno, fracciones XV y XVIII, de las disposiciones transitorias de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, vigente a partir del 1 de enero de 2014, en relación con los artículos 71 y 71-A de dicha ley 
vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, no violan el principio de confianza legítima derivado del derecho a la seguridad 
jurídica y, en el caso de actos legislativos, derivado específicamente del derecho a la irretroactividad de la ley, contenido 
en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque las sociedades controladoras no 
tienen un derecho adquirido para continuar tributando conforme al citado régimen especial una vez abrogada la ley que 
lo contenía, ni pueden albergar esperanza alguna de que aquél permanecería hacia el futuro, situación que, en el mejor 
de los casos, entrañaría una expectativa de derecho que no se materializó en la esfera jurídica de dichas sociedades 
y, consecuentemente, dio pauta para que el legislador, en uso de sus amplias facultades para eliminar regímenes de 
tributación como el señalado, estableciera además las consecuencias jurídicas correspondientes, a efecto de obligar a 
determinar y enterar el impuesto pendiente de pago al 31 de diciembre de 2013. Así, las sociedades controladoras no 
pueden sostener válidamente que la desaparición del referido régimen suscitó cambios sorpresivos, inmediatos y sin 
justificación urgente, provocando una afectación a sus decisiones de negocios, estrategias comerciales, planeaciones 
financieras y futuros negocios en relación con el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, pues no pueden confiar en 
que dicho régimen permanecería por determinado lapso o en que el legislador lo mantendría indefinidamente, máxime 
que el pago del impuesto diferido con motivo de la desconsolidación a partir de 2014 presupone la obtención de ingresos 
suficientes para hacer frente a la obligación contributiva y, por ende, no pueden resentir afectaciones como las señaladas 
ni comprometer su liquidez de manera trascendental.

PRIMERA SALA
Amparo en revisión 1014/2016. Alfa, S.A.B. de C.V. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1197/2016. Grupo TMM, S.A.B. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 195/2016. Grupo Ferrominero, S.A. de C.V. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino 
Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020141 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Aislada 
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: 1a. LV/2019 (10a.) 
RENTA. EL ESQUEMA DE SALIDA DE LA CONSOLIDACIÓN FISCAL, PREVISTO EN LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, Y LOS PROCEDIMIENTOS DE COMPARACIÓN DE 
RUFINES, CUFINES Y R-CUFINES, QUE EN CADA CASO RESULTE PROCEDENTE REALIZAR CONFORME A 
CADA UNA DE LAS 3 MECÁNICAS PARA EFECTUAR LA DESCONSOLIDACIÓN, NO VIOLAN EL DERECHO A LA 
PROPIEDAD NI EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA.
Conforme a las 3 mecánicas de desconsolidación integrantes del esquema de salida de la consolidación fiscal, las 
sociedades controladoras deben efectuar, entre otras operaciones, la comparación de RUFINES, CUFINES y/o R-CUFINES, 
según el caso, a fin de determinar y enterar el impuesto diferido correspondiente. Ahora, si los citados procedimientos de 
comparación permiten identificar utilidades pendientes de gravamen –pues en su momento se produjeron a nivel individual 
y se aportaron a la consolidación, pero por alguna causa no se pagó el impuesto respecto de ellas, o bien, se trata de 
dividendos distribuidos por la sociedad controladora–, las cuales fueron generadas a partir de ingresos obtenidos por el 
contribuyente, entonces, ello implica que a través de la aplicación de esos procedimientos, en última instancia, se sujeta 
a imposición una manifestación de riqueza gravada por el impuesto sobre la renta, con lo cual se obliga a las sociedades 
controladoras a contribuir al gasto público con cargo a sus recursos patrimoniales. Por lo anterior, se concluye que el esquema 
de salida de la consolidación fiscal y los procedimientos de comparación de RUFINES, CUFINES y R-CUFINES que en 
cada caso resulte procedente realizar conforme a cada una de las 3 mecánicas para efectuar la desconsolidación, previstos 
en el artículo noveno, fracciones XV, inciso a), numeral 3, e inciso b), y XVIII, inciso c), de las disposiciones transitorias de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente a partir del 1 de enero de 2014, en relación con los artículos 71, párrafos sexto 
y séptimo, 71-A, fracción II, y cuarto, fracción VIII, inciso b), de las disposiciones transitorias de dicha ley vigente hasta el 
31 de diciembre de 2013, no violan el principio de proporcionalidad tributaria ni el derecho a la propiedad, contenidos en 
los artículos 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 21 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, respectivamente, porque el hecho de identificar sólo utilidades respecto de las cuales no se 
hubiese pagado el impuesto, obliga a las sociedades controladoras a tributar conforme a su capacidad contributiva, en el 
entendido de que si tales utilidades se produjeron por la obtención previa de ingresos que pasaron a formar parte de su 
patrimonio y, por tanto, de su propiedad, ésta no se afecta de manera arbitraria o sin justificación, sino sólo en la medida 
en que tales ingresos sirvieron para modificar positivamente dicho patrimonio y constituyen una manifestación de riqueza 
susceptible de ser gravada, tomando en cuenta que el derecho a la propiedad conlleva la responsabilidad social de destinar 
una parte de ella al sostenimiento de las cargas públicas.
PRIMERA SALA
Amparo en revisión 248/2016. Xignux, S.A. de C.V. 30 de agosto de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1014/2016. Alfa, S.A.B. de C.V. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1197/2016. Grupo TMM, S.A.B. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.
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Amparo en revisión 195/2016. Grupo Ferrominero, S.A. de C.V. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino 
Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020140 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: 1a. LI/2019 (10a.) 
RENTA. EL ESQUEMA DE SALIDA DE LA CONSOLIDACIÓN FISCAL, PREVISTO EN LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL APOYARSE EN UN NUEVO SUPUESTO DE 
DESCONSOLIDACIÓN, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY.
Al abrogar la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, y no incluir en la vigente a partir del 
1 de enero de 2014 el régimen de consolidación fiscal, el legislador eliminó el citado régimen y tomó esa circunstancia como 
detonante para ordenar la desconsolidación de los grupos de empresas que vinieran tributando de manera consolidada. 
Ahora, con independencia de que hasta el ejercicio fiscal de 2013 se previeran supuestos específicos para proceder a 
la desconsolidación, ello no implica que las sociedades controladoras hubiesen adquirido el derecho a desconsolidar 
exclusivamente bajo esas hipótesis, porque en tanto no se actualizaran los supuestos respectivos, sólo contaban con una 
expectativa de desconsolidar conforme a la ley abrogada, a partir de la cual no se generó una situación concreta y menos 
un derecho a no desconsolidar mientras no se verificara alguno de los supuestos contenidos en esa ley anterior. Asimismo, 
en tanto esas sociedades nunca se ubicaron en alguna de las hipótesis de desconsolidación previstas en la ley abrogada 
(supuesto), es claro que tampoco se desplegaron los efectos jurídicos correlativos (consecuencia), de lo cual se sigue que 
la nueva ley puede regular situaciones o circunstancias no alcanzadas por los supuestos y consecuencias previstos en la 
ley anterior. Así, el esquema de salida de la consolidación fiscal bajo un nuevo supuesto de desconsolidación (eliminación 
del régimen), previsto en el artículo noveno, fracciones XV y XVIII, de las disposiciones transitorias de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, vigente a partir del 1 de enero de 2014, en relación con los artículos 71 y 71-A de dicha ley vigente hasta 
el 31 de diciembre de 2013, no viola el principio de irretroactividad de la ley contenido en el artículo 14 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque no desconoce derechos adquiridos ni modifica o altera supuestos y/o 
consecuencias de éstos surgidos conforme a la ley vigente hasta 2013, tomando en cuenta que, hasta ese ejercicio fiscal, 
las sociedades controladoras tuvieron la oportunidad de diferir el pago del tributo conforme al citado régimen tributario.

PRIMERA SALA
Amparo en revisión 248/2016. Xignux, S.A. de C.V. 30 de agosto de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1014/2016. Alfa, S.A.B. de C.V. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.
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Amparo en revisión 1197/2016. Grupo TMM, S.A.B. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 195/2016. Grupo Ferrominero, S.A. de C.V. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino 
Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020139 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: 1a. LIV/2019 (10a.) 
RENTA. EL ESQUEMA DE SALIDA DE LA CONSOLIDACIÓN FISCAL PREVISTO EN LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 
VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL ESTABLECER UN TRATO DISTINTO ENTRE SOCIEDADES 
CONTROLADORAS Y PERSONAS MORALES DEL RÉGIMEN GENERAL, PARA EFECTOS DE AMORTIZAR LAS 
PÉRDIDAS FISCALES DE EJERCICIOS ANTERIORES, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA.
Conforme al régimen general del impuesto sobre la renta, las personas morales, e incluso aquellas que tributaban en 
el de consolidación fiscal y sólo debieran determinar su resultado fiscal consolidado, tenían la posibilidad de amortizar 
sus pérdidas fiscales de ejercicios anteriores contra las utilidades que determinen en el ejercicio fiscal respectivo. En 
cambio, las sociedades controladoras que a partir de 2014 deban efectuar la desconsolidación del grupo empresarial y 
apliquen las mecánicas 2 o 3 para ese propósito, no pueden amortizar sus pérdidas fiscales consolidadas de ejercicios 
anteriores –en parte o totalmente– contra las utilidades identificadas a través de las distintas partidas o conceptos que 
pudieron generar efectos de diferimiento. Lo anterior es así, en virtud de que los contribuyentes mencionados en primer 
término, al calcular el impuesto sobre la renta del ejercicio, deben reflejar su situación fiscal general y no tienen que aplicar 
procedimientos “cedulares” o “aislados”, o bien, “híbridos”, para pagar algún impuesto diferido, y menos con motivo de 
una desconsolidación; mientras los segundos, al aplicar la mecánica 3 de desconsolidación (procedimiento “cedular” o 
“aislado”), o bien, la mecánica 2 (procedimiento “híbrido” por la parte netamente “cedular” o “aislada”), han de identificar 
exclusivamente utilidades fiscales pendientes de gravamen y, por ende, no deben involucrar factores o resultados inherentes 
a la situación fiscal general del grupo empresarial. Así, el esquema de salida de la consolidación fiscal previsto en el artículo 
noveno, fracciones XV y XVIII, de las disposiciones transitorias de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente a partir del 
1 de enero de 2014, en relación con los artículos 71 y 71-A de dicha ley, vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, no viola 
el principio de equidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, pues no establece un trato diferenciado injustificado entre los grupos de contribuyentes mencionados, tomando 
en cuenta que, en todo caso, las citadas controladoras tienen la posibilidad de efectuar la desconsolidación conforme a la 
mecánica 1, la cual permite integrar las partidas o los conceptos que en su momento generaron efectos de diferimiento, 
a la fórmula general para efectuar el cálculo del impuesto sobre la renta consolidado y, por tanto, reconocer los efectos 
que a ese nivel tributario pueden verificarse para determinar el impuesto diferido, entre otras formas, mediante la posible 
amortización total de las pérdidas fiscales consolidadas de ejercicios anteriores.
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PRIMERA SALA
Amparo en revisión 248/2016. Xignux, S.A. de C.V. 30 de agosto de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1014/2016. Alfa, S.A.B. de C.V. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1197/2016. Grupo TMM, S.A.B. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 195/2016. Grupo Ferrominero, S.A. de C.V. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino 
Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020138 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: 1a. LIII/2019 (10a.) 
RENTA. EL ESQUEMA DE SALIDA DE LA CONSOLIDACIÓN FISCAL PREVISTO EN LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL CONTENER LOS ELEMENTOS NECESARIOS PARA 
CUMPLIR LA OBLIGACIÓN DE PAGO SIN GENERAR CONFUSIÓN O AMBIGÜEDAD, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS DE 
LEGALIDAD TRIBUTARIA Y DE SEGURIDAD JURÍDICA.
El esquema de referencia prevé la obligación sustancial a cargo de las sociedades controladoras, consistente en determinar 
y enterar el impuesto sobre la renta diferido con motivo de la consolidación y que al 31 de diciembre de 2013 no se 
hubiese pagado al fisco federal, así como 3 mecánicas excluyentes entre sí claramente identificadas para cumplir con 
ese propósito (desconsolidar al grupo), contemplando los conceptos o partidas a considerar (pérdidas fiscales, pérdidas 
por enajenación de acciones, dividendos contables, conceptos especiales de consolidación, comparación de RUFINES, 
CUFINES y R-CUFINES, según el caso), y las operaciones aritméticas indispensables para determinar los montos del 
impuesto sobre la renta a pagar, así como el impuesto al activo que con motivo de la desconsolidación deberá enterarse 
o será susceptible de recuperación. Ahora bien, la descripción y el funcionamiento del esquema aludido puede realizarse 
a partir del texto legal mismo y ello evidencia que su comprensión está al alcance de los contribuyentes, quienes no se 
encuentran expuestos a arbitrariedad alguna por parte de las autoridades exactoras, porque en tanto la norma establece 
y desarrolla con suficiente claridad la amplitud de la obligación tributaria, así como los procedimientos que deben seguirse 
para darle cumplimiento, éstas no tendrán margen para aplicarlas a su capricho o conforme a su laxo criterio. De ahí que 
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el esquema de salida de la consolidación fiscal, previsto en el artículo noveno, fracciones XV y XVIII, de las disposiciones 
transitorias de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente a partir del 1 de enero de 2014, en relación con los artículos 71 y 
71-A de dicha ley vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, no viola los principios de legalidad tributaria y seguridad jurídica 
contenidos en los artículos 31, fracción IV, y 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque en una 
ley en sentido formal y material quedan establecidos los elementos necesarios para cumplir con la obligación contributiva 
en un grado de comprensión suficiente que, si bien pueden ser complejos en algún grado, no por ello resultan confusos o 
ambiguos y, por ende, no generan incertidumbre jurídica.

PRIMERA SALA
Amparo en revisión 248/2016. Xignux, S.A. de C.V. 30 de agosto de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1014/2016. Alfa, S.A.B. de C.V. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1197/2016. Grupo TMM, S.A.B. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 195/2016. Grupo Ferrominero, S.A. de C.V. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino 
Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020137 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: 1a. LVI/2019 (10a.) 
RENTA. EL ESQUEMA DE SALIDA DE LA CONSOLIDACIÓN FISCAL, PREVISTO EN LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL OBLIGAR A ENTERAR, EN SU CASO, EL IMPUESTO 
AL ACTIVO POR DESCONSOLIDACIÓN, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA.
El esquema de salida de la consolidación fiscal establece, entre otras obligaciones, la de determinar el impuesto al 
activo (IMPAC) que le corresponda enterar a la sociedad controladora, así como el que podrán recuperar las sociedades 
controladas y ella en lo individual. Para tales efectos, una vez aplicado el artículo tercero transitorio de la Ley del Impuesto 
Empresarial a Tasa Única abrogada, dicha sociedad líder estará en aptitud de efectuar la comparación entre el IMPAC 
consolidado y el individual de cada sociedad del grupo de acuerdo con el procedimiento previsto en el artículo tercero, 
fracción III, de las disposiciones de vigencia temporal de la Ley del Imdecreto por el que se reforman, adicionan y derogan 
diversas disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la Renta, del Código Fiscal de la Federación, de la Ley del Impuesto 
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Especial sobre Producción y Servicios y de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, y se establece el Subsidio para el 
Empleo puesto sobre la Renta del , publicado en el Diario Oficial de la Federación el 1 de octubre de 2007 –aplicable 
en el marco de la desconsolidación–. Derivado de esa comparación, si el IMPAC consolidado pagado en ejercicios 
anteriores que tenga derecho a recuperar la controladora, es inferior al que tengan derecho a recuperar las sociedades 
controladas y a la controladora en lo individual, ello implica que por la diferencia, la controladora debe efectuar el entero 
respectivo. Lo anterior es así porque el supuesto de referencia revela la existencia de un IMPAC diferido que, con motivo 
de la desconsolidación, es necesario enterar, con la finalidad de dejar totalmente pagado al fisco federal el IMPAC que 
posteriormente podrán solicitar en devolución las sociedades controladas y la controladora en lo individual, en el entendido 
de que ese pago no corresponde a la identificación de utilidades pendientes de gravamen como si se tratara de impuesto 
sobre la renta, sino a un adeudo tributario proveniente de la actualización del hecho imponible para efectos del propio 
IMPAC, cuya manifestación de riqueza gravada consiste en los activos concurrentes a la obtención de utilidades. De ahí 
que el esquema de salida de la consolidación fiscal y, particularmente, al obligar a enterar –en su caso– el impuesto al 
activo con motivo de la desconsolidación, previsto en el artículo noveno, fracciones XV, inciso e), y XVIII, inciso b), de 
las disposiciones transitorias de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente a partir del 1 de enero de 2014, en relación 
con el artículo tercero, fracción III, del decreto citado, no viola el principio de proporcionalidad tributaria contenido en el 
artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque el pago de dicho tributo no es 
producto de una mera comparación de montos de IMPAC, sino de la identificación de un impuesto diferido por efectos de la 
consolidación cuyo origen se encuentra en la manifestación de riqueza gravada por dicho tributo, la cual, en su momento, 
denotó aptitud para contribuir al sostenimiento del gasto público.

PRIMERA SALA
Amparo en revisión 248/2016. Xignux, S.A. de C.V. 30 de agosto de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.
Amparo en revisión 1014/2016. Alfa, S.A.B. de C.V. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.
Amparo en revisión 195/2016. Grupo Ferrominero, S.A. de C.V. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino 
Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020125 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: XVII.2o.P.A.43 A (10a.) 
FACULTADES DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL PARA ANALIZAR Y VERIFICAR LA INFORMACIÓN 
QUE LE PROPORCIONEN LOS PATRONES. LES ES INAPLICABLE LA CADUCIDAD PREVISTA EN EL ARTÍCULO 67 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.
El precepto citado, al establecer el plazo para la caducidad de las facultades de las autoridades en la materia para determinar 
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las contribuciones o aprovechamientos omitidos y sus accesorios, así como para imponer sanciones por infracciones a 
las disposiciones tributarias, supone la existencia de una obligación de índole fiscal a cargo del contribuyente. Por tanto, 
esa caducidad es inaplicable a las facultades que consigna el artículo 251, en relación con los diversos 12, fracción I y 17, 
segundo párrafo, todos de la Ley del Seguro Social, pues éstas se confirieron al Instituto Mexicano del Seguro Social para 
analizar y verificar la información que le proporcionen los patrones, pero no para la determinación de una obligación fiscal.
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.
Amparo directo 266/2018. Metales, Maquinaria y Herramientas de Juárez, S.A. de C.V. 4 de abril de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: Rafael Rivera Durán. Secretaria: Diana Montserrat Partida Arámburo.
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020198 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 28 de junio de 2019 10:34 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: I.15o.C.5 C (10a.) 
IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. NO SE GENERA SU PAGO CUANDO UNA INSTITUCIÓN BANCARIA ES 
CONDENADA A PAGAR INTERESES MORATORIOS CON MOTIVO DE LA RETENCIÓN DE UNA CANTIDAD 
CONSIGNADA EN UN CHEQUE.
El artículo 15, fracción X, inciso f), de la Ley del Impuesto al Valor Agregado establece expresamente que no se pagará el 
impuesto al valor agregado con motivo de los intereses que deriven de las obligaciones emitidas conforme a lo dispuesto 
en la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito; por lo que si una institución bancaria fue condenada al pago de 
intereses moratorios con motivo de la retención de una cantidad consignada en un título de crédito denominado “cheque” y 
con base en la acción de objeción de pago de cheque prevista en el artículo 194 de la Ley General de Títulos y Operaciones 
de Crédito, se vio obligada a restituir esa cantidad, se encuentra en el supuesto de excepción previsto en el artículo, 
fracción e inciso citados en primer término.
DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
Amparo directo 152/2019. Banco Mercantil del Norte, S.A., I.B.M., Grupo Financiero Banorte. 27 de febrero de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretaria: Alejandra Loya Guerrero.
Esta tesis se publicó el viernes 28 de junio de 2019 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020158 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 28 de junio de 2019 10:34 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: 2a. /J. 85/2019 (10a.) 
ALEGATOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL TRAMITADO EN LA VÍA ORDINARIA. LA 
OMISIÓN DEL MAGISTRADO INSTRUCTOR DE ABRIR Y DEJAR QUE TRANSCURRA EL PLAZO ESTABLECIDO 
EN EL ARTÍCULO 47 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO PARA 
FORMULARLOS ANTES DE DICTAR SENTENCIA, CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN AL PROCEDIMIENTO QUE 
AFECTA LAS DEFENSAS DEL QUEJOSO, AUN CUANDO SE HUBIERE ESTIMADO QUE SE ACTUALIZABA UNA 
CAUSA DE SOBRESEIMIENTO POR PARTE DE LA SALA RESPONSABLE.
Esta Segunda Sala estima que del contenido de los artículos 47 y 49 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, constituye una violación procesal la omisión del Magistrado Instructor de abrir y dejar que transcurra el 
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plazo para formular alegatos en un juicio contencioso administrativo tramitado en la vía ordinaria aun cuando se actualice 
una causa de sobreseimiento y no sea necesario dictar un acuerdo de cierre de instrucción, ya que el hecho de que la 
legislación permita la posibilidad de no elaborar un proveído al respecto no implica que se autorice la omisión de dictar 
un auto en donde se abra el periodo de alegatos. Lo aseverado es así, debido a que en ese caso los alegatos tendrían 
el objeto de desvirtuarla y, en virtud de ello, tienen la naturaleza de alegatos de bien probado, puesto que implican una 
exposición razonada de los fundamentos de hecho y de derecho sobre el mérito y demérito de las pruebas aportadas por 
las partes que pudieren generar la actualización de la causal que se pretende, por lo cual sí existe la obligación de respetar 
el plazo y término para ofrecerlos por parte del Magistrado Instructor, pues de no hacerlo implicaría una violación a las 
formalidades esenciales que rigen el procedimiento en perjuicio del actor que sí trasciende al resultado del fallo y lo deja sin 
defensa, según lo previsto en el artículo 172, fracción VI, de la Ley de Amparo, en tanto que no contó con un plazo prudente 
para formular sus alegaciones antes de dictarse la sentencia de sobreseimiento, por lo que de promoverse juicio de amparo 
en contra de dicha omisión procede concederlo para que sean valorados. Lo anterior, siempre y cuando el quejoso exprese 
conceptos de violación encaminada a impugnar esa omisión y en el entendido de que esta jurisprudencia será aplicable a 
los casos que se presenten a partir de que se considere de aplicación obligatoria.

SEGUNDA SALA
Contradicción de tesis 93/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Décimo Cuarto del Primer Circuito y 
Séptimo del Tercer Circuito, ambos en Materia Administrativa. 15 de mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; votó contra consideraciones Eduardo Medina Mora I. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: 
Selene Villafuerte Alemán.
Tesis y criterio contendientes:
Tesis III.7o.A.8 A (10a.), de título y subtítulo: “ALEGATOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL 
TRAMITADO EN LA VÍA ORDINARIA. LA OMISIÓN DEL MAGISTRADO INSTRUCTOR DE ABRIR Y DEJAR QUE 
TRANSCURRA EL PLAZO DE CINCO DÍAS PARA FORMULARLOS ANTES DE PRONUNCIAR LA SENTENCIA 
CORRESPONDIENTE, AUN CUANDO ESTIME ACTUALIZADA UNA CAUSAL DE SOBRESEIMIENTO INVOCADA POR 
LA AUTORIDAD DEMANDADA, CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN AL PROCEDIMIENTO EN PERJUICIO DEL ACTOR 
QUE TRASCIENDE AL RESULTADO DEL FALLO.”, aprobada por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Tercer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de abril de 2017 a las 10:11 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 41, Tomo II, abril de 2017, página 1678, y
El sustentado por el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo 
directo 470/2018.
Tesis de jurisprudencia 85/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del 
veintinueve de dos mil diecinueve. 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de junio de 2019 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 01 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020273 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 05 de julio de 2019 10:12 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: I.18o.A.111 A (10a.) 
RECINTOS FISCALIZADOS. LA OBLIGACIÓN DE GARANTIZAR HASTA EL 20% DE SU CAPACIDAD VOLUMÉTRICA 
PARA PRESTAR LOS SERVICIOS DE MANEJO, ALMACENAJE Y CUSTODIA DE LAS MERCANCÍAS EMBARGADAS 
POR LAS AUTORIDADES ADUANERAS O LAS QUE HAYAN PASADO A PROPIEDAD DEL FISCO FEDERAL, NO 
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IMPLICA CREAR UN ESPACIO EXCLUSIVO Y DELIMITADO PARA ELLO.
El artículo 15, fracción IV, de la Ley Aduanera prevé que los concesionarios de los recintos fiscalizados deben prestar los 
servicios de manejo, almacenaje y custodia de las mercancías embargadas por las autoridades aduaneras o las que hayan 
pasado a propiedad del fisco federal, en hasta el 20% de la capacidad volumétrica de almacenaje del propio recinto. No 
obstante, dicha norma no impone a aquéllos el deber de crear un espacio exclusivo y delimitado que corresponda a esa 
capacidad, para uso de la autoridad; por ende, se cumple con esa obligación si se garantiza tal capacidad de almacenaje. 
Además, no resulta viable exigir que se asigne un lugar específico, pues por razones de practicidad, funcionalidad y 
seguridad en el resguardo o manejo de las mercancías, que son de distinta naturaleza (perecederas, tóxicas, químicas, 
flamables, etcétera), no podrían ubicarse todas en un mismo espacio físico, pues pueden requerir áreas separadas y 
apropiadas para preservarlas adecuadamente.
DÉCIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
Amparo directo 166/2018. Aerovías de México, S.A. de C.V. 8 de febrero de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Armando 
Cruz Espinosa. Secretaria: Evelyn Ayde Pérez Vázquez.
Esta tesis se publicó el viernes 05 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020266 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 05 de julio de 2019 10:12 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: 2a./J. 94/2019 (10a.) 
PRESUNCIÓN PREELIMINAR DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. QUEDA SIN EFECTOS CUANDO DENTRO DEL 
PLAZO PREVISTO PARA ELLO NO SE NOTIFICA LA RESOLUCIÓN QUE LA CONFIRMA Y DECIDE EN DEFINITIVA 
SOBRE LA SITUACIÓN JURÍDICA DE LOS CONTRIBUYENTES QUE SE UBICAN EN EL SUPUESTO DEL PRIMER 
PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN (SISTEMA NORMATIVO VIGENTE EN 
2016 Y 2017).
El artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación expresa límites objetivos en su configuración legislativa, dentro de 
los que se encuentra el límite temporal para la determinación en definitiva sobre la presunta inexistencia de operaciones 
de un contribuyente que emite comprobantes fiscales. Cuando la autoridad fiscal inicia el procedimiento y notifica a los 
contribuyentes emisores que se encuentran en una situación de presunción de inexistencia de operaciones, tal condición 
jurídica es de carácter preliminar, pues sólo permanece vigente y tiene eficacia plena hasta que se cumpla el plazo máximo 
para que, en su caso, se confirme en definitiva. Por tanto, si la presunción preliminar de inexistencia de operaciones a 
favor de la autoridad se encuentra sujeta a un límite temporal de carácter perentorio, cuando transcurra el plazo sin que 
se hubiera confirmado en definitiva mediante resolución que así lo declare debe entenderse que han cesado sus efectos. 
En consecuencia, en aquellos supuestos en que la autoridad determine fuera del límite temporal que los contribuyentes 
se encuentran definitivamente en la situación a que se refiere el primer párrafo del artículo 69-B del Código Fiscal de la 
Federación, y los particulares acudan a defender sus derechos por la vía contencioso administrativa, el Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa deberá declarar su nulidad con fundamento en el artículo 51, fracción IV, en relación con el 52, 
fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo.
SEGUNDA SALA
Contradicción de tesis 122/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero en Materia Administrativa 
del Tercer Circuito y Tercero del Trigésimo Circuito. 22 de mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votaron 
con reserva de criterio José Fernando Franco González Salas y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Eduardo Medina Mora 
I. Secretario: Juan Jaime González Varas.
Tesis y criterio contendientes:



81BOLETÍN
TÉCNICO

Tesis XXX.3o.2 A (10a.), de título y subtítulo: “PRESUNCIÓN DE OPERACIONES INEXISTENTES. SI LA AUTORIDAD 
FISCAL NO EMITE Y NOTIFICA LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA EN EL PROCEDIMIENTO RELATIVO, DENTRO DE LOS 
TREINTA DÍAS SIGUIENTES A AQUEL EN QUE EL CONTRIBUYENTE APORTÓ LA INFORMACIÓN O DOCUMENTACIÓN 
PARA DESVIRTUAR LOS HECHOS QUE LO ORIGINARON, PRECLUYE SU FACULTAD PARA HACERLO.”, aprobada 
por el Tercer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
13 de julio de 2018 a las 10:20 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 56, 
Tomo II, julio de 2018, página 1581, y
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 
282/2018.
Tesis de jurisprudencia 94/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del doce de 
junio de dos mil diecinueve.
Esta tesis se publicó el viernes 05 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 08 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020265 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 05 de julio de 2019 10:12 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: 2a./J. 93/2019 (10a.) 
PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. PLAZO PARA DECIDIR EN DEFINITIVA SOBRE LA SITUACIÓN 
JURÍDICA DE LOS CONTRIBUYENTES QUE SE UBICAN EN EL SUPUESTO DEL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 
69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN (SISTEMA NORMATIVO VIGENTE EN 2016 Y 2017).
De conformidad con el sistema normativo integrado por los artículos 69-B del Código Fiscal de la Federación y 70 de su 
Reglamento, y por las reglas 1.4. de las Resoluciones Misceláneas Fiscales para 2016 y 2017, cuando las autoridades 
fiscales presuman la inexistencia o simulación de operaciones amparadas en comprobantes fiscales notificarán a cada 
contribuyente emisor que se encuentre en esa situación preliminar, quien contará con un plazo de 15 días –que puede 
ampliarse por 10 más previa solicitud del interesado– para comparecer a aportar pruebas o información que demuestren lo 
contrario. La autoridad dispone de 5 días para su valoración o, en su caso, para solicitar más información al contribuyente, y 
con base en la información recabada, la autoridad puede desestimar la presunción preliminar de inexistencia de operaciones, 
o bien, resolver confirmarla en definitiva, caso en el cual debe notificar tal situación jurídica a los contribuyentes en los 
30 días posteriores a que: (i) hubiera transcurrido el plazo para aportar pruebas e información sin que el contribuyente 
manifieste lo que a su derecho convenga, y sin que solicite prórroga; (ii) se realice la entrega de la información o, en su 
caso, (iii) se desahogue el requerimiento de la autoridad o transcurra el plazo para ello sin que el particular lo hubiera 
desahogado.
SEGUNDA SALA
Contradicción de tesis 122/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero en Materia Administrativa 
del Tercer Circuito y Tercero del Trigésimo Circuito. 22 de mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó 
con reserva de criterio José Fernando Franco González Salas. Mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido 
en esta tesis. Disidente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas.
Tesis y criterio contendientes:
Tesis XXX.3o.2 A (10a.), de título y subtítulo: “PRESUNCIÓN DE OPERACIONES INEXISTENTES. SI LA AUTORIDAD 
FISCAL NO EMITE Y NOTIFICA LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA EN EL PROCEDIMIENTO RELATIVO, DENTRO 
DE LOS TREINTA DÍAS SIGUIENTES A AQUEL EN QUE EL CONTRIBUYENTE APORTÓ LA INFORMACIÓN O 
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DOCUMENTACIÓN PARA DESVIRTUAR LOS HECHOS QUE LO ORIGINARON, PRECLUYE SU FACULTAD PARA 
HACERLO.”, aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 13 de julio de 2018 a las 10:20 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 56, Tomo II, julio de 2018, página 1581, y
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 
282/2018.
Tesis de jurisprudencia 93/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del doce de 
junio de dos mil diecinueve. 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 08 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020257 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 05 de julio de 2019 10:12 h 
Materia(s): (Constitucional, Administrativa) 
Tesis: 2a./J. 92/2019 (10a.) 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. EL ARTÍCULO 67 DE LA LEY RELATIVA VIGENTE A PARTIR 
DEL 14 DE JUNIO DE 2016, AL NO PREVER COMO SUPUESTO DE NOTIFICACIÓN PERSONAL EL AUTO QUE TIENE 
POR CONTESTADA LA DEMANDA Y CONCEDE AL ACTOR EL PLAZO LEGAL PARA AMPLIARLA, NO TRANSGREDE 
LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA Y DE ADECUADA DEFENSA.
En el juicio contencioso administrativo el derecho del actor para ampliar su demanda se traduce en una formalidad esencial 
del procedimiento, al tener por objeto que pueda expresar los argumentos y ofrecer las pruebas conducentes para impugnar 
las cuestiones desconocidas al formular su demanda inicial o introducidas por la autoridad al contestarla. Sin embargo, el 
artículo 67 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo vigente a partir del 14 de junio de 2016, al no 
prever como supuesto de notificación personal el auto que tiene por contestada la demanda y concede al actor el plazo 
para ampliarla, no transgrede los derechos de acceso efectivo a la justicia y de adecuada defensa, en virtud de que las 
reformas al artículo en comento tuvieron como objetivo agilizar el trámite de los juicios de nulidad a partir de la restricción 
de los supuestos de notificación personal, reservándose ésta para las actuaciones que pudieran resultar trascendentales 
para la integración de los juicios y la adecuada defensa de las partes, máxime que el Magistrado Instructor cuenta con 
la facultad discrecional de ordenar la notificación personal siempre y cuando fundamente y motive tal determinación. 
Asimismo, el artículo 65 del ordenamiento jurídico citado dispone que se debe enviar un aviso electrónico a la dirección 
de correo electrónico de las partes cuando menos con tres días de anticipación a la publicación del acuerdo, lo que hace 
de su conocimiento que el proveído, resolución o sentencia de que se trate será notificado en los días subsecuentes por 
boletín electrónico y con lo cual los interesados, por un medio diverso, tienen conocimiento del auto que les será notificado, 
ello aunado a que el actor tiene expedito su derecho de acudir al Tribunal a notificarse personalmente del referido proveído 
antes de que se materialice la notificación mencionada. Adicionalmente, la notificación por boletín jurisdiccional implica que 
las partes en el juicio (particulares y órganos gubernamentales) deben estar al tanto de su consulta, lo cual no representa 
una obligación excesiva que impida su acceso a la justicia, pues son precisamente ellos quienes tienen interés en el juicio 
respectivo.
SEGUNDA SALA
Contradicción de tesis 21/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Décimo Séptimo en Materia 
Administrativa del Primer Circuito y Tercero del Trigésimo Circuito. 8 de mayo de 2019. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. 
Disidente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Alfredo Uruchurtu Soberón.



83BOLETÍN
TÉCNICO

Criterios contendientes:
El sustentado por el Décimo Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo 
directo 319/2018, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver el amparo 
directo 539/2018.
Tesis de jurisprudencia 92/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del doce de 
junio de dos mil diecinueve.
Esta tesis se publicó el viernes 05 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 08 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020255 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 05 de julio de 2019 10:12 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: 1a./J. 52/2019 (10a.) 
INGRESOS DE LA FEDERACIÓN. LA LEY RELATIVA DEBE TENER UN CONTENIDO NORMATIVO ESPECÍFICO DE 
CARÁCTER TRIBUTARIO.
Existe un límite material necesario para la Ley de Ingresos de la Federación, consistente en que debe versar sobre la materia 
tributaria, el cual, a pesar de no consagrarlo expresamente la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sí 
puede derivar de su artículo 74, fracción IV, que establece como una de las facultades exclusivas de la Cámara de Diputados, 
aprobar anualmente el Presupuesto de Egresos de la Federación, previo examen, discusión y, en su caso, modificación 
del proyecto enviado por el Ejecutivo Federal, una vez aprobadas las contribuciones que, a su juicio, deben decretarse 
para cubrirlo. En ese sentido, al establecer la Constitución Federal la “aprobación de las contribuciones” necesariamente 
hace referencia a la Ley de Ingresos de la Federación, pues para que el Estado pueda proyectar con mayor precisión las 
erogaciones que hará en el ejercicio correspondiente, primero es necesario que cuente con un estimado de los ingresos 
que recibirá para cubrir las gastos referidos, el cual se contiene en dicha ley; además, en caso de que el legislador pretenda 
regular sustantivamente derechos y obligaciones de los particulares en lo referente a los ingresos, como límite se tiene 
necesariamente la materia tributaria, pues la finalidad de esa legislación conforme a la propia Constitución es definir un 
estimado de las percepciones del Estado para el ejercicio fiscal correspondiente. De ahí que sea válido afirmar que la Ley 
de Ingresos de la Federación debe tener un contenido normativo específico de carácter tributario, entendido éste como que 
se legisle sobre las contribuciones que deba recaudar el erario federal o, en su caso, que tenga una vinculación estrecha 
con lo relativo a los ingresos que obtendrá la Federación para solventar el Presupuesto de Egresos.
PRIMERA SALA
Amparo en revisión 1219/2017. Gas América, S.A. de C.V. 9 de mayo de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud.
Amparo en revisión 1286/2017. Extra Gas, S.A. de C.V. 23 de mayo de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud. 
Amparo en revisión 84/2018. Gas Uribe de Puebla, S.A. de C.V. 20 de junio de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura.
Amparo en revisión 214/2018. Gema Gas, S.A. de C.V. 20 de junio de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Abraham Pedraza Rodríguez.
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Amparo en revisión 1285/2017. Duragas, S.A. de C.V. 15 de agosto de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura.
Tesis de jurisprudencia 52/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintiséis 
de junio de dos mil diecinueve. 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 08 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020254 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 05 de julio de 2019 10:12 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: 1a./J. 53/2019 (10a.) 
INGRESOS DE LA FEDERACIÓN. EL ARTÍCULO 25 DE LA LEY RELATIVA PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2017, 
ES INCONSTITUCIONAL.
Conforme a lo establecido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la acción de inconstitucionalidad 
10/2003 y su acumulada 11/2003, y a la luz de la jurisprudencia P./J. 80/2003, de rubro: “LEYES DE INGRESOS DE LA 
FEDERACIÓN. LA INCLUSIÓN EN DICHOS ORDENAMIENTOS DE PRECEPTOS AJENOS A SU NATURALEZA, ES 
INCONSTITUCIONAL.”, se concluye que el artículo 25, fracción I, de la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio 
fiscal de 2017 es inconstitucional, al contener disposiciones ajenas a la materia tributaria. Pues dentro del mismo se imponen 
diversas obligaciones en materia energética a los titulares de permisos de distribución y expendio al público de gasolinas, 
diésel, turbosina, gasavión, gas licuado de petróleo y propano; además, las obligaciones referidas tienen como propósito 
promover la competencia económica en dicho sector y consisten en rendir diversos informes a la Comisión Reguladora de 
Energía sobre: a) precios de venta al público y a distribuidores de los diversos combustibles; b) los volúmenes vendidos y 
comprados de forma diaria; y, c) su estructura corporativa y de capital de forma anual. Lo anterior pone de manifiesto que 
el precepto citado no tiene un contenido tributario, al no estar relacionado con la obligación de autodeterminar el importe 
a pagar por alguna contribución, con el pago correspondiente, con los elementos esenciales de tributo alguno, ni con 
las facultades de comprobación que tiene la autoridad fiscal, así no se vinculan con obligaciones sustantivas en materia 
tributaria, sino que se desenvuelven dentro de cuestiones de competencia económica y de regulación administrativa del 
sector energético.
PRIMERA SALA
Amparo en revisión 1219/2017. Gas América, S.A. de C.V. 9 de mayo de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud.
Amparo en revisión 1286/2017. Extra Gas, S.A. de C.V. 23 de mayo de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud. 
Amparo en revisión 84/2018. Gas Uribe de Puebla, S.A. de C.V. 20 de junio de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura.
Amparo en revisión 214/2018. Gema Gas, S.A. de C.V. 20 de junio de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Abraham Pedraza Rodríguez.
Amparo en revisión 1285/2017. Duragas, S.A. de C.V. 15 de agosto de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
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Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura.
Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 80/2003 citada, se publicó en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XVIII, diciembre de 2003, página 533, con número de registro digital 182605.
Tesis de jurisprudencia 53/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintiséis 
de junio de dos mil diecinueve. 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 08 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020253 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 05 de julio de 2019 10:12 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: 2a./J. 100/2019 (10a.) 
INFORMACIÓN DE OPERACIONES RELEVANTES. LA REGLA 2.8.1.17 Y LOS ANEXOS 1 Y 1-A DE LA RESOLUCIÓN 
MISCELÁNEA FISCAL PARA 2018 QUE REGULAN LA PRESENTACIÓN DE LAS DECLARACIONES RESPECTIVAS, 
SON CONSISTENTES CON LOS PARÁMETROS ESTABLECIDOS EN EL ARTÍCULO 25, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE 
INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA ESE EJERCICIO FISCAL.
El mencionado precepto legal establece el deber de los contribuyentes de presentar la información propia de su contabilidad 
vinculada con las operaciones ahí especificadas, así como la periodicidad con que debe hacerse, precisando que ello se 
hará a través de los medios y formatos señalados por el Servicio de Administración Tributaria mediante reglas de carácter 
general. Ahora bien, en consistencia con ese encargo del legislador a través de la cláusula habilitante citada, la autoridad 
administrativa expidió la regla 2.8.1.17 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2018, así como los Anexos 1, que incluye 
la forma oficial 76 “Información de operaciones relevantes” y 1-A, que contiene la ficha de trámite 230/CFF, ambos para ese 
mismo ejercicio fiscal, publicados en el Diario Oficial de la Federación el 22 y el 29 de diciembre de 2017, así como el 18 de 
enero de 2018, respectivamente, de los que se aprecia que la autoridad fiscal, al expedir estos actos administrativos, no se 
excede de los parámetros delimitados por el artículo 25, fracción I, de la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio 
fiscal de 2018, al circunscribirse a señalar las circunstancias, el modo y los formatos aplicables para la presentación de las 
declaraciones atinentes a las “operaciones relevantes”, lo que es precisamente el objeto de la habilitación que hizo en su 
favor el legislador.
SEGUNDA SALA
Amparo en revisión 593/2018. Financiera Independencia, S.A.B. de C.V., SOFOM, E.N.R. y otras. 16 de enero de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Iveth López Vergara.
Amparo en revisión 902/2018. Logoplaste México, S. de R.L. de C.V. y otros. 30 de enero de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Javier Laynez Potisek; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas.
Amparo en revisión 928/2018. Bonatti S.p.A. 6 de febrero de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek; votó con reservas 
José Fernando Franco González Salas. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.
Amparo en revisión 99/2019. Banco Credit Suisse México, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Credit 
Suisse México y otras. 3 de abril de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 



86BOLETÍN
TÉCNICO

José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.
Amparo en revisión 163/2019. Treunidas México Ingeniería y Construcción, S. de R.L. de C.V. 12 de junio de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Gabriela Guadalupe Flores de 
Quevedo.
Tesis de jurisprudencia 100/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de 
diecinueve de junio de dos mil diecinueve.
Esta tesis se publicó el viernes 05 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 08 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020242 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 05 de julio de 2019 10:12 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: 2a./J. 101/2019 (10a.) 
DEDUCCIONES DE AJUSTES DE PRECIOS DE TRANSFERENCIA. LA REGLA 3.9.1.3 DE LA RESOLUCIÓN 
MISCELÁNEA FISCAL PARA 2018, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 22 DE DICIEMBRE 
DE 2017, AL ESTABLECER UN REQUISITO PARA SU PROCEDENCIA, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE 
LEGALIDAD TRIBUTARIA EN SU VERTIENTE DE RESERVA DE LEY.
El artículo 27, fracción XVIII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta condiciona las deducciones, en forma general, a que los 
contribuyentes hubieren cumplido con la obligación de presentar declaraciones informativas. Por su parte, la citada regla 
precisa que, para la procedencia de la reducción de los ajustes de precios de transferencia, debe cumplirse con el requisito 
de presentar las declaraciones normales, complementarias o informativas a que hacen referencia diversas disposiciones 
fiscales, entre ellas, la prevista en el artículo 25, fracción I, de la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 
2018 (declaración de operaciones relevantes). En consecuencia, esa disposición administrativa no transgrede el principio 
de legalidad tributaria en su vertiente de reserva de ley, porque sólo complementa la legislación secundaria en tanto que 
especifica una condicionante a la deducción de los ajustes de precios de transferencia, la cual pugna por fomentar la 
presentación de declaraciones informativas en aras de salvaguardar la función fiscalizadora de la autoridad hacendaria 
que requiere de los datos necesarios para monitorear las llamadas operaciones relevantes. Y si bien el indicado artículo 
27 de la Ley del Impuesto sobre la Renta no hace referencia específica a la declaración de este tipo de operaciones como 
sí lo hace la regla administrativa, lo cierto es que se aprecia la intención del legislador de que, para aplicar deducciones, 
los contribuyentes se encuentren al corriente de sus obligaciones formales como lo es la presentación de declaraciones.
SEGUNDA SALA
Amparo en revisión 593/2018. Financiera Independencia, S.A.B. de C.V., SOFOM, E.N.R. y otras. 16 de enero de 2019. 
Unanimidad de cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Iveth López 
Vergara.
Amparo en revisión 902/2018. Logoplaste México, S. de R.L. de C.V. y otros. 30 de enero de 2019. Unanimidad de cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas.
Amparo en revisión 928/2018. Bonatti S.p.A. 6 de febrero de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek; votó con reservas 
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José Fernando Franco González Salas. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.
Amparo en revisión 99/2019. Banco Credit Suisse México, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Credit 
Suisse México y otras. 3 de abril de 2019. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.
Amparo en revisión 163/2019. Treunidas México Ingeniería y Construcción, S. de R.L. de C.V. 12 de junio de 2019. 
Unanimidad de cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Gabriela Guadalupe 
Flores de Quevedo.
Tesis de jurisprudencia 101/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de 
diecinueve de junio de dos mil diecinueve. 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 08 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020236 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 05 de julio de 2019 10:12 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: 2a./J. 99/2019 (10a.) 
OPERACIONES RELEVANTES. LA CLÁUSULA HABILITANTE RELACIONADA CON LA FORMA DE PRESENTAR 
LA INFORMACIÓN RELATIVA ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 25, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE INGRESOS DE LA 
FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2018, NO TRANSGREDE LOS DERECHOS DE LEGALIDAD Y DE 
SEGURIDAD JURÍDICA.
El mencionado precepto legal impone a los contribuyentes el deber de entregar la información propia de su contabilidad 
vinculada con las operaciones ahí especificadas e indica que deberá presentarse trimestralmente –en específico dentro de 
los 60 días siguientes a aquel en que concluya el trimestre de que se trate–, a través de los medios y formatos señalados por 
el Servicio de Administración Tributaria mediante reglas de carácter general, describiendo cuándo se considerará incumplida 
esa obligación, lo que revela que esta cláusula habilitante no transgrede los derechos de legalidad y de seguridad jurídica 
reconocidos por los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque esos elementos 
constituyen un parámetro efectivo que acota el alcance del deber a cargo de los contribuyentes, pues el legislador precisó 
su objeto, tiempo de cumplimiento y consecuencias de desacatamiento. Mientras que a la autoridad administrativa se 
delegó únicamente la precisión del modo y formato que permita sistematizar y seleccionar la información efectivamente útil 
atendiendo a que es dicha autoridad, como especialista en la materia, quien conoce cuáles son los elementos específicos 
que le permitirán desarrollar sus atribuciones de vigilancia en sectores estratégicos cuya observancia interesa de manera 
especial al Estado.
SEGUNDA SALA
Amparo en revisión 593/2018. Financiera Independencia, S.A.B. de C.V., SOFOM, E.N.R. y otras. 16 de enero de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Iveth López Vergara.
Amparo en revisión 902/2018. Logoplaste México, S. de R.L. de C.V. y otros. 30 de enero de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Javier Laynez Potisek; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas.
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Amparo en revisión 928/2018. Bonatti S.p.A. 6 de febrero de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek; votó con reservas 
José Fernando Franco González Salas. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.
Amparo en revisión 99/2019. Banco Credit Suisse México, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Credit 
Suisse México y otras. 3 de abril de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.
Amparo en revisión 163/2019. Treunidas México Ingeniería y Construcción, S. de R.L. de C.V. 12 de junio de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Gabriela Guadalupe Flores de 
Quevedo.
Tesis de jurisprudencia 99/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de diecinueve 
de junio de dos mil diecinueve. 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 08 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.



Autor:
MFE. Paulina Rodríguez Cuevas

Operaciones de procedencia 
ilícita en el comercio 

internacional: Tipología

Comisión de Prevención de Lavado de Dinero



90BOLETÍN
TÉCNICO

El integrar dinero de procedencia ilícita dentro del sistema financiero, para posteriormente disponer de él en una ubicación 
geográfica diferente a la inicial, ha sido uno de los principales objetivos de grupos delictivos que operan en el mundo. 
Uno de los canales frecuentemente utilizados es el comercio internacional, que, con el uso de empresas fantasmas o 
fachada, simulan operaciones para posteriormente triangular los recursos entre diversas cuentas, en ocasiones, éstos son 
dispersados de manera simultánea para perder su rastro y disponer de ellos rápidamente en un lugar diferente a donde se 
llevó a cabo la operación original.

Documentos a nivel internacional que describen detalladamente el modus operandi de estas organizaciones, como el 
Grupo de Acción Financiara de Latinoamérica (GAFILAT, 2017) ha publicado las tipologías a nivel mundial y regional, 
difundiendo las equivalencias a cada uno de los países en los que se han identificado; y el de las unidades de inteligencia 
financiera con valioso contenido, como la Unidad de Información y Análisis Financieros de la República de Colombia (UIAF 
2014) que informa avances en investigación sobre el tema.

Dentro de las publicaciones realizadas por la Unidad de Inteligencia Financiera en México en 2016, es posible encontrar 
una relativa a este tema, denominada: “Compañía con operaciones internacionales utiliza su actividad lícita para lavar 
dinero” (UIF,2016, p. 10), en esta tipología se pueden identificar algunos aspectos relevantes como son:

•	 Las operaciones analizadas involucran a individuos que habían sido reportados previamente por operaciones inusuales 
o que sus nombres estaban inscritos en la Lista de Personas Bloqueadas emitida por la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público (SHCP) en México, o por registros de organismos internacionales como la Office of Foreign Assests 
Control (OFAC) del Departamento del Tesoro de los Estados Unidos.

•	 En la relación de operaciones se identificaban datos comunes como domicilios, apoderados, números telefónicos, 
entre otros.

•	 En algunos casos, la documentación de identificación era apócrifa.
•	 Era visible el uso de testaferros en la constitución de las empresas ya que el nivel socioeconómico de los accionistas 

era incongruente con los montos operados, además, de que los nombres de los accionistas coincidían en diversas 
empresas.

•	 Los movimientos observados eran principalmente en zonas fronterizas para posteriormente enviar los recursos a 
estados clasificados como de alto riesgo.

Estas características identificadas por las autoridades mexicanas, puede servir de base para enriquecer las señales de 
alarma que deben tener las entidades financieras, cuando se enfrentan a este modus operandi. 

Aunque cada caso tiene su particularidad, en el contexto del comercio internacional, de acuerdo con GAFILAT (2017) y con 
la UIAF (2014) se pueden considerar los siguientes puntos como referencia para tener una señal de alerta dentro de los 
sistemas de monitoreo: 
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1.	 La relatividad del precio, la cual se refiere a mercancías sobrevaluadas del precio comercial con lo cual facilita la 
justificación de operaciones financieras por montos elevados o el caso contrario, que éstas sean subvaluadas a fin de 
comercializarlas más fácilmente y obtener el retorno del efectivo de manera rápida.

2.	 No existe una relación aparente entre la contraparte y la empresa que realiza la operación, un ejemplo muy claro 
podría ser una empresa de la industria del calzado que importa llantas para vehículos, o donde la contraparte presenta 
diversos giros que entre ellos no tienen relación lógica de comercio.

3.	 Domicilios inexistentes, bodegas vacías, lotes baldíos, oficinas virtuales, entre otros.
4.	 No hay inventarios de las mercancías que supuestamente importan o exportan.
5.	 Envío de recursos a países de alto riesgo o de baja imposición fiscal, señalados por organismos internacionales como 

GAFI, OFAC, Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), entre otros.
6.	 Envío de recursos a empresas denominadas OFFSHORE en donde se permiten acciones al portador para evitar la 

identificación del propietario real de los recursos.
7.	 Transferencias internacionales a cuentas numeradas ubicadas en paraísos fiscales, donde se desconoce el nombre de 

la entidad económica que recibe o envía recursos.
8.	 Operaciones de personas morales extranjeras que, al momento de ser validado su estatus en el país de origen, se 

identifica que ésta ya ha sido disuelta o mantiene un estatus de inactividad.
9.	 El uso de efectivo al inicio y/o al final de la operación.

Algunas recomendaciones que pueden llevarse a la práctica para mitigar el riesgo de este tipo de operación dentro de las 
Entidades Financieras, y que van muy de la mano con las cuarenta recomendaciones emitidas por GAFI (2012), son:

- Identificación y conocimiento del cliente
- La identificación del propietario real de los recursos
- La visita ocular a los domicilios registrados.
- La búsqueda de los nombres de las personas relacionadas en listas negras, como son la Lista de Personas Bloqueadas 
emitida por la SHCP, las listas negras del artículo 69 y 69-B del Código Fiscal de la Federación publicadas por el 
Servicio de Administración Tributaria (SAT), la lista de personas designadas por OFAC, publicada por el Departamento 
del Tesoro de los Estados Unidos, así como fuentes públicas de Internet.
- Capacitación anual del personal de la Entidad.

En conclusión, se puede observar que existe relación de diversos modus operandi con los que el crimen organizado 
buscará lavar el dinero proveniente de actividades ilícitas a través del comercio internacional, por fortuna, existen señales 
de alerta en organismos internacionales en común que, al implementar los controles necesarios, previenen evitar o mitigar 
los riesgos en las entidades económicas y dentro de las Entidades Financieras.
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Secretaría de Hacienda y Crédito Público - SHCP (2016).  Tipologías 2016. Unidad de Inteligencia Financiera – UIF. 
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sobre la lucha contra el Lavado de Activos, el Financiamiento del Terrorismo y de la Proliferación. Francia: OCDE/GAFI. 
Recuperado el 22/06/19 de: https://www.fatf-gafi.org/media/fatf/documents/recommendations/pdfs/FATF-40-Rec-2012-
Spanish.pdf

Grupo de Acción Financiera de Latinoamérica - GAFILAT (2017). Recopilación de Tipologías Regionales de GAFILAT 2009-
2016. Países Latinoamericanos: GAFILAT. Recuperado el 21/06/19 de: https://www.uiaf.gov.co/.../recopilacion_tipologias_
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capitales. Guía para el control fiscal. Francia: OCDE. Recuperado el 22/06/19 de: https://www.oecd.org/ctp/crime/44751918.
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La Norma Profesional de Auditoría del Sistema Nacional de Fiscalización (SNF) No. 20 Principios de Transparencia y 
Rendición de Cuentas, se basa en la Norma Internacional de las Entidades Fiscalizadoras Superiores (ISSAI) No. 20, 
“Principios de Transparencia y Rendición de Cuentas”, formulada por la Organización Internacional de las Entidades 
Fiscalizadoras Superiores (INTOSAI).

El propósito de la norma adoptada por el SNF es establecer los principios básicos de transparencia y rendición de 
cuentas, aplicables a los organismos auditores  miembros del Sistema Nacional de Fiscalización, a efectos de que puedan 
constituirse, tras su implementación, en instancias que prediquen con el ejemplo. Los miembros integrantes del SNF 
son: la Auditoría Superior de la Federación, la Secretaría de la Función Pública, los Órganos Internos de Control de la 
Administración Pública Federal, las Entidades de Fiscalización Superiores Locales y los Órganos Estatales de Control.

Los conceptos que involucra la norma en cuestión, según el mismo documento lo cita, son la independencia, transparencia 
y rendición de cuentas de los organismos fiscalizadores, señalados como elementos esenciales en una democracia basada 
en el Estado de Derecho, que permiten que los organismos fiscalizadores prediquen con el ejemplo y fortalezcan su 
credibilidad ante la sociedad.

Algunos de los objetivos cuyo logro se pretende bajo el concepto de rendición de cuentas de los organismos fiscalizadores, 
son los siguientes
•	 Evaluar y dar seguimiento de su propio desempeño así como al impacto de su labor fiscalizadora;
•	 Informar sobre el cumplimiento normativo y la eficiencia en el uso de fondos públicos, incluyendo sobre sus propias 

acciones y actividades, y el uso de los recursos de los organismos fiscalizadores, y 
•	 Rendir cuentas (el Titular del organismo fiscalizador y su personal) de su actuación.

Por su parte, el concepto de transparencia implica que la información pública que emita el organismo fiscalizador, sea 
oportuna, fidedigna, clara y pertinente, y comprenda, entre otros varios aspectos, lo relativo a su desempeño.

En congruencia con los conceptos mencionados, se derivan diversos principios de transparencia y rendición de cuentas 
aplicables a los organismos fiscalizadores, los cuales se presentan a continuación:

2.1 Los organismos fiscalizadores cumplen con las disposiciones señaladas en el marco jurídico que les corresponda, en 
materia de transparencia y rendición de cuentas.

2.2 Los organismos fiscalizadores hacen público su mandato, responsabilidades, misión, visión y estrategia.

2.3 Los organismos fiscalizadores adoptan e instrumentan normas, procedimientos y metodologías de auditoría, objetivas 
y transparentes.

2.4 Los organismos fiscalizadores aplican estándares de integridad y ética en todos los niveles de su personal.
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2.5 Los organismos fiscalizadores velan por el respeto de los principios de transparencia y rendición de cuentas cuando se 
contraten servicios externos.

2.6 Los organismos fiscalizadores realizan sus operaciones con economía, eficiencia, eficacia, oportunidad y de conformidad 
con el marco jurídico, informando sobre estas materias.

2.7 Los organismos fiscalizadores informan públicamente de los resultados de sus auditorías y de sus conclusiones sobre 
el desempeño gubernamental.

2.8 Los organismos fiscalizadores comunican sus actividades y los resultados de las auditorías practicadas de manera 
amplia y oportuna.

Con el fin de asegurar la observancia de los principios referidos, a su vez, de éstos, se desglosan una serie de deberes a 
cargo de los organismos fiscalizadores, siendo uno de los correspondientes al principio 2.6 anterior, entre otros:

Emplear indicadores de desempeño para evaluar el valor de su labor fiscalizadora para referencia de las autoridades 
competentes y los ciudadanos, según su marco jurídico;

Es del dominio público, la imagen negativa que en lo general tienen los organismos fiscalizadores y los órganos de control 
ante la sociedad, siendo manifiesta la falta de confianza en la imparcialidad, objetividad, eficacia y eficiencia con que 
realizan su función.

En relación con el párrafo anterior, el documento que contiene la norma que nos ocupa, cita que uno de los principales 
desafíos a los que se enfrentan los organismos fiscalizadores es promover, en la sociedad y en la administración pública, 
una mejor comprensión de cuáles son sus funciones y tareas, por lo que la información sobre esos organismos debe ser 
de fácil acceso y pertinente.

De la visita que se realizó a la página de transparencia de los organismos fiscalizadores de los estados, se observa que, en 
relación con el cumplimiento del deber que se desprende del principio 2.6 y que se mencionó con anterioridad, no existen 
indicadores claramente vinculados con los principios de rendición de cuentas, que permitan a las partes interesadas evaluar 
el valor de la labor fiscalizadora y su impacto en la sociedad, así como si las operaciones a cargo de los organismos, fueron 
realizadas con economía, eficiencia, eficacia, oportunidad y de conformidad con el marco jurídico.

El resultado referido genera la duda razonable sobre el logro de los objetivos relacionados con la rendición de cuentas, 
consistentes en que los entes fiscalizadores evalúen y den seguimiento a su propio desempeño y al impacto de su labor 
fiscalizadora ante la sociedad, así como la rendición de cuentas sobre la actuación de los titulares de los organismos 
fiscalizadores y su personal.
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Desde 2011 es decir; hace más de ocho años en que los contribuyentes deben dar cumplimiento a sus obligaciones fiscales 
aportando datos en linea a través de formatos electrónico ante  las diferentes instituciones de gobierno responsables 
del  cuidado de los  impuestos estatales, federales y contribuciones de seguridad social, lo anterior con el objeto de 
lograr una recaudación eficiente con un enfoque globalizado de 360 grados y una visión desde diferentes ángulos 
intencionados a obtener información clasificada para cada tipo de obligación sobre la que objetivamente a través de aplicar 
la interoperabilidad, recogen información para formar una minería de datos con la que logran inteligentemente colocarnos 
ante he nombrado facefiscal, en razón de la información que conocen da cada contribuyente persona física o moral.

Ahora bien, iniciaremos con el análisis de la fiscalización electrónica a través de observar la evolución de las 
facturas electrónicas y CFDI desde 2005.
Hasta el 2005 todos los comprobantes fiscales debían ser impresos por establecimientos autorizados por el del Servicio de 
Administración Tributaria (SAT), dichos comprobantes debían ser archivados por lo menos 5 años, haciendo que el costo 
de su administración fuera alto para el contribuyente.

En 2011 se hace obligatorio el uso de CFDI para los contribuyentes con ingresos superiores a 4 millones de pesos y se 
autoriza al primer PAC (proveedor autorizado de certificación) el servicio de CFDI (por internet), eliminando así el reporte 
mensual al SAT.

En el 2012 se vuelve obligatorio para los contribuyentes con ingresos anuales mayores a 4 millones de pesos facturar con 
CFDI.

El 30 de diciembre de 2013, se publicó la Resolución Miscelánea Fiscal 2014, donde se puntualiza el uso de CFDI en los 
requisitos para la deducibilidad de la nómina, que a la letra lo decía de la siguiente forma:

I.2.7.5.3.  Para los efectos del artículo 27, fracción V, segundo párrafo de la Ley del ISR, se considera que los contribuyentes 
que expidan CFDI por las remuneraciones que cubran a sus trabajadores, tendrán por cumplidos los requisitos de 
deducibilidad de dichos comprobantes para efectos fiscales, al momento que se realice el pago de dichas remuneraciones, 
con independencia de la fecha en que se haya emitido el CFDI o haya sido certificado por el proveedor de certificación del 
CFDI autorizado. 

Luego entonces, a partir del 2014, todos los contribuyentes con ingresos mayores a $250,000 anuales deberán usar CFDI.

Durante este mismo ejercicio se incorpora con algunas modalidades la versión 1.1 en donde regula el reporteo de los 
recibos de nómina, entre los que citaba las percepciones, deducciones, incapacidades, horas extras registro patronal, 
fecha de pago, días pagados y antigüedad. 

Posteriormente llega la versión 1.2 en 2017, en las que se incluyen un orden y requerimientos sobre el timbrado, en relación 
con los tipos de nómina, así como conceptos a timbrar como son totales, pagos por separación, jubilaciones y deducciones 
gravados y no gravados.

Para 2018, con la misma versión 1.2 y versión CFDI 3.3, incluyeron otras modalidades; tales como documento “N”, forma 
de pago “99”, método de pago, validación del RFC del empleado y las claves ante el SAT.

Siendo que estos cambios en los procesos de fiscalización empezaron a alinearse a través de los comprobantes fiscales 
desde 2005, es hasta el 1 de enero de 2014, cuando con las modificaciones al artículo 28 fracciones III y IV del Código Fiscal 
de la Federación, inician los principales cambios a procesos electrónicos precursores de encontrarnos ante facefiscal, en 
razón de la obligatoriedad de llevar la contabilidad en medios electrónicos y reportarla en la portal de Internet del Servicio 
de Administración Tributaria (SAT), aún y cuando, su entrada en vigor fue de manera escalonada entre los ejercicios de 
2015 y 2017 y su cumplimiento a través de facilidades administrativas. Tal obligatoriedad en dicho artículo a la letra dice:
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“Artículo 28. Las personas que de acuerdo con las disposiciones fiscales estén obligadas a llevar contabilidad, 
estarán a lo siguiente:
 
I. …
 
III. Los registros o asientos que integran la contabilidad se llevarán en medios electrónicos conforme lo 
establezcan el Reglamento de este Código y las disposiciones de carácter general que emita el Servicio 
de Administración Tributaria. La documentación comprobatoria de dichos registros o asientos deberá estar 
disponible en el domicilio fiscal del contribuyente.
 
IV. Ingresarán de forma mensual su información contable a través de la página de Internet del Servicio de 
Administración Tributaria, de conformidad con reglas de carácter general que se emitan para tal efecto.
 
Ahora bien, otra obligación en este mismo sentido resulta en el artículo 15-A quinto párrafo, fracciones I y II 
de la ley del Seguro Social, debido a citar desde 2009 lo siguiente:
Artículo 15 A. Cuando en la contratación de trabajadores para un patrón, a fin de que ejecuten trabajos o 
presten servicios para él, participe un intermediario laboral, cualquiera que sea la denominación que patrón e 
intermediarios asuman, ambos serán responsables solidarios entre sí y en relación con el trabajador, respecto 
del cumplimiento de las obligaciones contenidas en esta Ley. 
 (…)

Los contratantes deberán comunicar trimestralmente ante la Subdelegación correspondiente al domicilio del 
patrón o sujeto obligado, y del beneficiario respectivamente, dentro de los primeros quince días de los meses 
de enero, abril, julio y octubre, en relación con los contratos celebrados en el trimestre de que se trate la 
información siguiente:

I. De las partes en el contrato: Nombre, denominación o razón social; clase de persona moral de que se trate, 
en su caso; objeto social; domicilio social, fiscal y, en su caso, convencional para efectos del contrato; número 
del Registro Federal de Contribuyentes y de Registro Patronal ante el IMSS; datos de su acta constitutiva, 
tales como número de escritura pública, fecha, nombre del notario público que da fe de la misma, número de 
la notaría y ciudad a la que corresponde, sección, partida, volumen, foja o folio mercantil, en su caso, y fecha 
de inscripción en el Registro Público de la Propiedad y el Comercio; nombre de los representantes legales de 
las partes que suscribieron el contrato. 

II. Del contrato: Objeto; periodo de vigencia; perfiles, puestos o categorías indicando en este caso si se 
trata de personal operativo, administrativo o profesional y el número estimado mensual de trabajadores u 
otros sujetos de aseguramiento que se pondrán a disposición del beneficiario de los servicios o trabajos 
contratados.

El patrón incorporará por cada uno de sus trabajadores, el nombre del beneficiario de los servicios o trabajos 
contratados en el sistema de cómputo autorizado por el Instituto.

Cuando el patrón se obligue a poner a disposición del beneficiario, trabajadores para prestar los servicios 
o ejecutar los trabajos en varios centros de trabajo ubicados en la circunscripción territorial de más de una 
subdelegación del Instituto, el patrón y el beneficiario deberán comunicar la información a que se refiere el 
quinto párrafo de este artículo, únicamente ante la subdelegación dentro de cuya circunscripción se ubique 
su respectivo domicilio fiscal.  

La información prevista en este artículo podrá ser presentada a través de los medios señalados en el último 
párrafo del artículo 15 de esta Ley, conforme a las reglas generales que para tal efecto emita el Consejo 
Técnico. 
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Con el objeto de evaluar el cabal cumplimiento respecto a esta obligación se recomienda primero analizar el 
tercer párrafo del artículo 15-A de la Ley Federal del Trabajo y posteriormente ver si luego entonces, se está 
ante el artículo 15-A de la Ley del Seguro Social.

En este sentido el Consejo Técnico del Instituto Mexicano del Seguro Social, emitió en el DOF el 1 de octubre 
de 2009, el acuerdo No. ACDO.AS2.HCT.300909/194.P.DIR, con las reglas generales para la obligación 
establecida en el quinto párrafo del artículo 15-A, de la ley del seguro social, así como el formato PS-1 para 
que, a través de este último, se dé cumplimiento de forma trimestral a dicho fin ante el Instituto Mexicano del 
Seguro Social.

Ahora bien, el 5 de septiembre de 2018, emitió este mismo Consejo la facilidad administrativa en subcontratación 
a través del acuerdo No. ACDO.SA2.HCT.290818/225.P.DIR con el objeto de apoyar a los contribuyentes que 
se encuentren ante el cumplimiento de la obligación de reportar información sobre los contratos a que refiere 
el quinto párrafo del artículo 15-A de la Ley del Seguro Social, esto a través de dar cabal uso al aplicativo; 
“Autorización del contratista para la consulta del CFDI y declaraciones de lo Administrado por el Servicio de 
Administración Tributaria”, que la letra indica:

“se considerará que el patrón o sujeto obligado (contratista) ha dado cumplimiento a lo establecido en dicha 
disposición (Artículo 15-A de la Ley del Seguro Social), cuando utilice el aplicativo Autorización del contratista 
para la consulta del CFDI y declaraciones’, administrado por el Servicio de Administración Tributaria (SAT) 
y realice el procedimiento que, para efectos de los artículos 27, fracción V, último párrafo, de la Ley del 
Impuesto Sobre la Renta, así como el 5, fracción II y 32, fracción VIII, de la Ley del Impuesto al Valor 
Agregado, establece el SAT mediante reglas de carácter general”

Así las cosas, hablando de contratistas, el 4 de junio de 2015 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el Decreto por el que se adiciona el artículo 29 Bis a la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para 
los Trabajadores (INFONAVIT). Con vigencia a partir del 5 de junio de 2015. 

Dicha adición de artículo, en resumen, establece lo siguiente: 
Cuando en la contratación de trabajadores participe un intermediario laboral o contratista, y el beneficio del 
trabajo lo reciba otra persona denominada beneficiario o contratante, ambos serán responsables solidarios 
entre sí y en relación con el trabajador respecto de las obligaciones contenidas en la Ley del Instituto del 
Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. No se considera intermediario laboral sino Patrón 
la unidad económica de producción o distribución de bienes o servicios, constituida de acuerdo con la 
legislación aplicable, que cuenta con un lugar de negocios y brinda un servicio o producción de un bien, 
con herramientas, insumos y trabajadores propios y suficientes, quienes se desempeñan bajo el mando y 
subordinación únicamente del Patrón. 

  
Cuando un patrón ponga a disposición trabajadores a un beneficiario, este último asumirá las obligaciones establecidas en 
la Ley de referencia. Los contratantes y contratistas sean personas físicas o morales, deberán comunicar trimestralmente 
lo siguiente a través del Sistema de Responsabilidad Solidaria (SIRESO) en el portal de Internet del INFONAVIT (portal.
infonavit.org.mx/wps/wcm/connect/infonavit/patrones/mis_compromisos/sireso):

•	 El nombre, denominación o razón social; clase de persona moral; objeto social; domicilio social, fiscal; RFC y NRP, 
entre otros.

•	 Objeto del contrato, vigencia de este, perfiles, puestos o categorías indicando si es personal operativo, administrativo 
o profesional, la justificación del trabajo especializado y el número de trabajadores que se pondrán a disposición del 
beneficiario de los servicios o trabajos contratados.
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•	 Su cumplimiento por medio del Portal Empresarial en el portal de internet del INFONAVIT, con correo del representante 
legal y clave electrónica de acceso. 

Los plazos de la información a proporcionar ante este facefiscal, tanto para el Instituto Mexicano del Seguro Social, como 
al INFONAVIT, se establecen en el siguiente calendario:

Por su parte algunas entidades federativas como, por ejemplo; Guanajuato y Quintano Roo por citar algunas, establecen 
la obligación de presentar dentro del primer cuatrimestre del año siguiente, una declaración anual informativa en la que 
se debe detallar el importe total de pagos realizados por remuneraciones y los realizados por concepto del Impuesto al 
trabajo personal subordinado. Por lo que podemos observar que esta declaración es complementaria a los objetivos de 
recaudación y vienen a cerrar la pinza para la preparación de la minería de datos en comento. 

Por su parte la Ley Federal del Trabajo si bien desde su reforma en 2012, le daba créditos a los CFDI a través de su 
artículo 776, fracción VIII en la que los reconoce como un medio de prueba del cumplimiento, pago de remuneraciones y 
obligaciones laborales, y en este mismo sentido con la reforma del 1 de mayo de 2019 en la que adiciona la fracción X en 
este ordenamiento, en las que citan lo siguiente:   

Artículo 776.- Son admisibles en el proceso todos los medios de prueba que no sean contrarios a la moral y 
al derecho, y en especial los siguientes: 

I.	 … 

II.	…

VIII.  Fotografías, cintas cinematográficas, registros dactiloscópicos, grabaciones de audio y de video, o 
las distintas tecnologías de la información y la comunicación, tales como sistemas informáticos, medios 
electrónicos ópticos, fax, correo electrónico, documento digital, firma electrónica o contraseña y, en general, 
los medios aportados por los descubrimientos de la ciencia. 

X.  Los recibos de nómina con sello digital.

Por su parte el artículo 101 de esta Ley en comento en su penúltimo y último párrafo, podemos interpretar a la luz de la 
reciente reforma del 1 de mayo del ejercicio curso, que su objetivo es reconocer y dar validez laboral a los CFDI como un 
documento testimonial y medio de prueba sobre el cumplimiento de obligaciones patronales, así como ante una demanda 
laboral, esto debido a que dichos párrafos señalan lo siguiente: 
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“En todos los casos, el trabajador deberá tener acceso a la información detallada de los conceptos y deducciones de pago. 
Los recibos de pago deberán entregarse al trabajador en forma impresa o por cualquier otro medio, sin perjuicio de que 
el patrón lo deba entregar en documento impreso cuando el trabajador así lo requiera.

Los recibos impresos deberán contener firma autógrafa del trabajador para su validez; los recibos de pago contenidos en 
comprobantes fiscales digitales por Internet (CFDI) pueden sustituir a los recibos impresos; el contenido de un CFDI hará 
prueba si se verifica en el portal de Internet del Servicio de Administración Tributaria, en caso de ser validado se estará a 
lo dispuesto en la fracción I del artículo 836-D de esta Ley.”

Con la redacción de los párrafos en comento, podemos observar que se está haciendo a un lado el divorcio que existía 
entre la Ley Federal del Trabajo al interpretarse en esta Ley, el forzoso reconocimiento de la veracidad de la información 
en un recibo de nómina, siempre y cuando, estuviera con firma autógrafa, y lo citado en el artículo 99 fracción III de la Ley 
del Impuesto Sobre la Renta, al referirse a que dichos recibos digitales:

 “podrán utilizarse como constancia o recibo de pago para efectos de la legislación laboral a que se refieren los artículos 
132 fracciones VII y VIII, y 804, primer párrafo, fracciones II y IV, de la Ley Federal de Trabajo.”

Siendo así y aun cuando, podemos observar que actualmente dichas disposiciones legales coinciden, no debemos dejar a 
un lado, lo citado dentro de estos mismos párrafos en lo referente a la correlación que hacen con la fracción I del artículo 
836-D de este mismo ordenamiento, por lo cual de no resultar favorables los análisis de un perito experto en la materia de 
veracidad y confiabilidad en la volatibilidad de la información en los software de nómina, los recibos electrónicos tendrán 
un valor probatorio por debajo de un recibo impreso no firmado.

“Artículo 836-D. En el desahogo de la prueba de medios electrónicos, se observarán las normas siguientes:

I. El Tribunal designará el o los peritos oficiales que se requieran, a fin de determinar si la información 
contenida en el documento digital se encuentra íntegra e inalterada, tal y como fue generada desde el primer 
momento, ubicándola en tiempo y espacio entre el emisor y destinatario.

 El Tribunal podrá comisionar al actuario para que asociado del o los peritos designados, dé fe del lugar, fecha 
y hora en que se ponga a disposición de éstos el medio en el cual se contenga el documento digital.

Tratándose de recibos electrónicos de pago el Tribunal designará a un fedatario para que consulte la liga 
o ligas proporcionadas por el oferente de la prueba, en donde se encuentran los Comprobantes Fiscales 
Digitales por Internet o CFDI, compulse su contenido, y en el caso de coincidir, se tendrán por perfeccionados, 
salvo prueba en contrario.”

Como se muestra en el análisis de la evolución anterior, los datos obtenidos por el Gobierno a través del tiempo en las 
diferentes plataformas fiscales y no fiscales (bancos), confirman que estamos ante lo que hemos denominado “facefiscal” 
en el transcurso del presente boletín. Tales datos incluyen información de clientes a quiénes les vendemos, así como, 
información sobre gastos en los que incurrimos, de igual manera, de nuestros proveedores de servicios profesionales, 
especializados, suministro de personal, materias primas (costos) y de quienes se desempeñan como asimilados a salarios 
o de personal en la nómina bajo el esquema de trabajo personal subordinado. Todos estos datos duros respecto a nivel 
económico en relación con sus ingresos, conceptos de pago, valor de la nómina que se ejerce por remuneraciones, 
previsión social y prestaciones en especie, así como, los criterios seguidos sobre la determinación de la base de los 
impuestos federales, estatales y contribuciones de seguridad social, todo esto, con un solo clic al momento de timbrar la 
nómina (CFDI) son parte de las estadísticas y métricas de recaudación.
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Otros de los objetivos importantes que persigue el esquema electrónico; es informar en tiempo real las retenciones de 
impuestos federales y contribuciones de seguridad social que han efectuado los patrones por cuenta de los trabajadores y 
conocer en consecuencia el nivel de cumplimiento. 

Hoy con el esquema del Comprobante Fiscal Digital de la nómina la autoridad cuenta con toda la información respecto a 
los ingresos y deducciones realizadas por el contribuyente, aun y cuando, existan diferentes momentos de acumulación 
para los ingresos y las deducciones, costo de ventas, fechas de pago a personas físicas, tipo de percepciones entre otros. 
Por otro lado, deberá observarse que con los datos que contienen los CFDI, el Instituto Mexicano del Seguro Social tiene 
elementos para conocer el alcance del cumplimiento por parte de los patrones, por lo que deberá tenerse especial cuidado 
en los conceptos y montos que se informen. 

Obligación de generar los comprobantes fiscales por los pagos de nómina. 
El artículo 27 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta establece los requisitos para las deducciones, siendo en la fracción V 
de este ordenamiento en donde se identifica precisamente el requisito de la nómina con los datos de las remuneraciones 
y las retenciones relacionadas con erogaciones por la prestación de un servicio personal subordinado y que consten en 
comprobante fiscal digital, citando para tal efecto lo siguiente:  

Artículo 27. Las deducciones autorizadas en este Título deberán reunir los siguientes requisitos: 
V. Cumplir con las obligaciones establecidas en esta Ley en materia de retención y entero de impuestos 
a cargo de terceros o que, en su caso, se recabe de éstos copia de los documentos en que conste el 
pago de dichos impuestos. Tratándose de pagos al extranjero, éstos sólo se podrán deducir siempre que 
el contribuyente proporcione la información a que esté obligado en los términos del artículo 76 de esta Ley.  
Los pagos que a la vez sean ingresos en los términos del Capítulo I del Título IV, de esta Ley, se podrán 
deducir siempre que las erogaciones por concepto de remuneración, las retenciones correspondientes y 
las deducciones del impuesto local por salarios y, en general, por la prestación de un servicio personal 
independiente, consten en comprobantes fiscales emitidos en términos del Código Fiscal de la Federación y 
se cumpla con las obligaciones a que se refiere el artículo 99, fracciones I, II, III y V de la presente Ley, así 
como las disposiciones que, en su caso, regulen el subsidio para el empleo y los contribuyentes cumplan con 
la obligación de inscribir a los trabajadores en el Instituto Mexicano del Seguro Social cuando estén obligados 
a ello, en los términos de las leyes de seguridad social. 
Ahora bien, aun mismo tiempo para que sea deducible, deberá de cumplirse con lo establecido en el artículo 
99, fracciones I, II, III y V de la Ley del Impuesto sobre la Renta que a la letra dispone: 
Artículo 99. Quienes hagan pagos por los conceptos a que se refiere este Capítulo, tendrán las siguientes 
obligaciones: 
I.	 Efectuar las retenciones señaladas en el artículo 96 de esta Ley.
II.	Calcular el impuesto anual de las personas que les hubieren prestado servicios subordinados, en los 
términos del artículo 97 de esta Ley.
III.	Expedir y entregar comprobantes fiscales a las personas que reciban pagos por los conceptos a que se 
refiere este Capítulo, en la fecha en que se realice la erogación correspondiente, los cuales podrán utilizarse 
como constancia o recibo de pago para efectos de la legislación laboral a que se refieren los artículos 132 
fracciones VII y VIII, y 804, primer párrafo, fracciones II y IV, de la Ley Federal de Trabajo.

V.	Solicitar a las personas que contraten para prestar servicios subordinados, le proporcionen los datos 
necesarios a fin de inscribirlas en el Registro Federal de Contribuyentes, o bien cuando ya hubieran sido 
inscritas con anterioridad, les proporcionen su clave del citado registro. 

La naturaleza de la remuneración siempre por encima del concepto de pago y sus efectos
De ahí que, aun ejecutando todos estos requisitos, no debemos dar por hecho que se está cumpliendo correctamente, 
por el solo hecho de hacer constar en los recibos de nómina timbrados (CFDI) los conceptos e importes, si la naturaleza 
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de la prestación no corresponde al concepto e importe de pagado. Esto es; por citar algunos de los casos más comunes 
en los que algunas veces, se da la situación de timbrarlos bajo algún concepto y la remuneración corresponde a otra y 
razón de esto; cambia el deber ser del tratamiento sobre las obligaciones laborales entre patrón y empleado respecto a los 
compromisos acordados, así como del efecto fiscal de los ingresos gravados, exentos y excluyentes del Impuesto Sobre la 
Renta, Salario Base de Cotización ante la Leyes reglamentarias de Seguridad Social e INFONAVIT respectivamente, así 
como, en la determinación del Impuesto Estatal Sobre Remuneraciones.

Ejemplos más comunes en los que el timbrado se realiza bajo un concepto que no corresponde a la naturaleza de 
la remuneración:

Efectos laborales de dichos comprobantes por encima de la naturaleza de la prestación 
Como lo hemos mencionamos en el transcurso del presente análisis, el punto de partida debe ser la naturaleza del concepto 
de pago acorde a su objetivo y alcance de la relación laboral que la Ley Federal del Trabajo ubica como la prestación de 
un servicio personal subordinado hacia una persona mediante el pago de un salario o prestación, sin importar el acto que 
le dé origen, por lo que en todo momento debe verificarse la existencia de dicha relación, alcance y compromisos.

Luego entonces para que se dé la verdadera relación de laboral (trabajo), deben presentarse los elementos esenciales en 
los que destacan 1) que sea personal; lo que implica que el mismo contratado preste el servicio y no lo realice a través de 
otra persona y 2) la subordinación, entendiendo por ello, el poder jurídico de mando que tiene una persona sobre otra y que 
correlativamente corresponde al deber de obediencia a través del pago de un salario. 

Cabe entonces recomendar que para el caso en que los pagos se hagan por los conceptos asimilados, tanto la Ley del 
Impuesto Sobre la Renta contempla en el artículo 94, así como los demás contenidos en el catálogo, en lo referente al 
régimen de contratación, se tenga especial cuidado, primero que en  la realidad así lo sea (asimilados) y no se trata de 
alguna figura distinta o simulación de otro tipo de servicios contratados, así como que los conceptos por asimilados o 
por subordinación estén soportados en el contrato correspondiente y que se identifique plenamente la inexistencia de la 
relación laboral, así como, la naturaleza y razón de ser de los conceptos pagados. 

En cuanto al efecto laboral, el patrón tiene la obligación en todo tiempo de preparar, conservar y exhibir en su caso en juicio 
la nómina o lista de raya comprobante delos  pagos y deducciones que se le hayan hecho al trabajador, además de que 
el artículo 784 de la Ley Federal del Trabajo en todo momento le deja la carga de la prueba al patrón, respecto de algunos 
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conceptos entre los que están; el pago de salarios, la antigüedad del trabajador, días trabajados, prestaciones, duración de 
la jornada de trabajo, pago de días de descanso, entre otros.

Así las cosas en primer término, consideramos que la existencia de la Nómina en Comprobante Fiscal Digital, por si solo, 
no genera efectos diferentes a todo lo establecidos en la Ley Federal del Trabajo, ya que simplemente es un instrumento 
de información fiscal y ahora también laboral, sin embargo, como lo hemos indicado debe tenerse especial cuidado en 
tratamiento de los conceptos e importes que se manejan, debido a la minería de datos con cuenta las instituciones por 
intercambio de información entre el Servicio de Administración Tributaria, la Secretaria del Trabajo y Previsión Social, el 
Instituto Mexicano del Seguro Social y ahora pronto con la Junta de Gobierno con el registro de los contratos colectivos de 
trabajo, lo que puede llegar a generar actos de molestia innecesario, por no timbrar los recibos de nómina correctamente.

Efectos en materia de seguridad social 
Insistimos la nómina debe ser el registro transparente de todos los conceptos que se le entregan al trabajador por su trabajo 
que incluye los salarios, bonos, premios, puntualidad, entre otros conceptos, todo ello por los servicios que prestó durante 
un período de tiempo. Por lo que la nómina juega un papel importante en la empresa debido a que representa la prueba 
del cumplimiento de obligaciones laborales y de no cumplir con su naturaleza de pago, se distorsiona y sesga la confianza 
que asegura su correcto cumplimiento. 

En el aspecto de vigilar el correcto cumplimiento sobre el derecho a la salud el artículo 9 del reglamento de la Ley del 
Seguro Social en correlación con la fracción II del artículo 15 de la LSS, nos establece dentro de las obligaciones patronales 
de llevar registros para que una nómina y lista de raya sean válidas deben contener ciertos requisitos, tales como; el 
asentar invariablemente el número de días trabajados, los salarios percibidos por sus trabajadores, nombre del patrón, 
RFC patronal, Número de registro patronal, periodo de pago de la nómina: semanal, catorcenal, nombre completo del 
trabajador, RFC y CURP del trabajador, además de otros datos que exigen la Ley y sus reglamentos, así como, definir el 
hecho de que es obligatorio conservar estos registros durante los cinco años siguientes al de su fecha; proporcionar al 
Instituto Mexicano los elementos necesarios para precisar la existencia, naturaleza y cuantía de las obligaciones a su cargo 
que correspondan. 

Por lo anterior resulta importante que se tengan en cuenta los efectos que genera cada uno de los conceptos que se 
entregan al trabajador como contraprestación por su trabajo y verificar la diferencia que existe entre lo que se entrega 
por su trabajo y lo que se entrega por el hecho de ser trabajador (no por su trabajo), en el entendido de que hasta hoy, la 
aplicación del artículo 27 de la Ley del Seguro Social en cuanto a la determinación del Salario Base de Cotización, sigue 
siendo lo que se le entrega al trabajador por sus servicios excluyendo dada su naturaleza conceptos como puntualidad, 
asistencia, despensa, ahorro y herramientas. 

Conclusiones 
Debe de tenerse en cuenta en primer término el hecho de que hoy, se tiene la obligación de emitir una nómina como 
Comprobante Fiscal Digital con los requisitos que la Ley establece y es de alcance fiscalizador como instrumento especial 
al Servicio de Administración Tributaria para verificar el cumplimiento de los requisitos de deducción de algunos conceptos 
por lo que se han diseñado de manera especial los datos que debe contener, esto considerando que el SAT actualmente 
cuenta en todo momento con información en esquema electrónico que le permite conocer datos sobre el cumplimiento 
y razonabilidad de las obligaciones fiscales e incluso determinar por medio del aplicativo, si el importe señalada en la 
declaración anual de Impuesto Sobre la Renta Corporativo de las empresas, es correcto en proporción los gastos sobre 
nómina parcialmente deducible sobre las erogaciones exentas y gravadas a que hace referencia el artículo 28 fracción XXX 
de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. 

En ese entendido, aun y cuando, es hoy un instrumento de fiscalización principalmente del SAT, este perfectamente 
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puede en cumplimiento a los acuerdos interinstitucionales de coordinación fiscal correr cortesía y compartir minería de 
datos al Instituto Mexicano del Seguro Social, Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores u otras 
dependencias de Gobierno y partir de esta información ejercer actos de fiscalización sobre la presunción de obligaciones 
omitidas y generar créditos fiscales.

El contribuyente bajo el supuesto de ser patrón tendrá que verificar que se cumpla con todos los datos que debe llevar la 
nómina en los CFDI y con las publicaciones a través del Servicio de Administración Tributaria, por lo que deberá en todo 
caso contar con la asistencia de un proveedor de factura electrónica o bien hacerlo a través del portal del SAT, utilizando el 
citado aplicativo en lo que le corresponda.

Además de verificar en todo momento el régimen de contratación diferenciando entre servicios profesionales, especializados 
y suministro de personal, esto es elemental, ya que no todas las personas que se incluyen en el concepto de un servicio 
tienen necesariamente una relación laboral, por tanto, en la práctica debe contarse con la materialidad y los elementos 
suficientes para demostrar si se encuadra en un servicio con o sin vínculo laboral y de ahí determinar el alcance de las 
obligaciones a cumplir incluyendo las correspondiente a la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones 
con Recursos de Procedencia Ilícita y su regulación secundaria, Precios de transferencia, Ley Federal del Trabajo y las de 
informar ya citadas en lo correspondiente a la Ley del Impuesto Sobre la Renta, Seguridad Social y estatales.










